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Están en algún sitio / concertados  
desconcertados / sordos,  
buscándose / buscándonos  
bloqueados por los signos y las dudas  
contemplando las verjas de las plazas 
los timbres de las puertas / las viejas azoteas 
ordenando sus sueños, sus olvidos  
quizá convalecientes de su muerte privada 
 
nadie les ha explicado con certeza 
si ya se fueron o si no  
si son pancartas o temblores 
sobrevivientes o responsos  
ven pasar árboles y pájaros  
e ignoran a qué sombra pertenecen 
 
cuando empezaron a desaparecer  
hace tres cinco, siete ceremonias  
a desaparecer como sin sangre  
como sin rostro, y sin motivo  
vieron por la ventana de su ausencia  
lo que quedaba atrás / ese andamiaje  
de abrazos cielo y humo 
 
cuando empezaron a desaparecer 
como el oasis en los espejismos 
a desaparecer sin últimas palabras  
tenían en sus manos los trocitos  
de cosas que querían 
 
están en algún sitio / nube o tumba  
están en algún sitio / estoy seguro  
allá en el sur del alma  
es posible que hayan extraviado la brújula  
y hoy, vaguen preguntando preguntando  
dónde carajo queda el buen amor 


















Uniforme de Luis Ángel León Rodríguez presentado en acto por la memoria de los siete policías federales                 
y un civil, desaparecidos en 2009, realizado a las afueras de la Procuraduría General de la República                 
(PGR), en la Ciudad de México (Fotografía: Facebook de la Comisión Mexicana de Defensa y Promoción                























O desaparecimento forçado de pessoas na história recente do México resulta de uma             
série de transformações que vem mantendo a maquinaria desaparecendo intimamente          
vinculada ao funcionamento da política mexicana, num primeiro momento como          
estratégia de combate à dissidência política durante a Guerra Suja e actualmente como             
técnica de terror que acompanha o atual cenário de militarização sob argumento de             
combate ao tráfico de drogas. Nesse cenário diversas formas de violência se encontram,             
tais como a psicológica, a institucional e a simbólica que são dirigidas tanto aos              
familiares quanto à vítima. O desaparecimento forçado além de impor a dor da incerteza              
em quem procura os desaparecidos, também é clara manifestação não da ausência senão             
da presença de um Estado predador. Como exemplo estão os casos de desaparecimento             
onde as vítimas ausentes são pessoas pertencentes das diferentes corporações policiais e            
forças armadas. A compilação e análise das narrativas relacionadas com o           
desaparecimento de sessenta e oito homens e uma mulher dão conta da particularidade             
do fenômeno do desaparecimento nesse setor da população, assinalando os padrões de            
silenciamento institucional, apontando à fratura na noção de vítimas civis e victimarios            
uniformados, mostrando que as instituições armadas e policiais expõem, desaparecem, e           
encobrem o desaparecimento forçado dos seus próprios homens e mulheres fardados           
num ato antropofágico do Estado mexicano.  
 
 
Palavras chave: Desaparecimento forçado. Policiais desaparecidos. Militares       


























Forced disappearance of people in the recent history of Mexico is the result of a series                
of transformations that have kept the disappearing machinery intimately linked to the            
functioning of Mexican politics, initially as a strategy to combat political dissent during             
the Dirty War and currently as a terror technique that accompanies the current             
militarization scenario under the argument of combating drug trafficking. In this           
scenario, various forms of violence converge such as psychological, institutional and           
symbolic violence are directed towards the family members and the victim herself. The             
forced disappearance in addition to imposing the pain of uncertainty in those who seek              
their disappeared, is also a clear manifestations of a mechanism of terror which is              
caused not by the absence, but the presence of a predatory State. Examples of this are                
the cases of disappearances in which the absent victims are persons belonging to the              
different police corporations and the armed forces. The compilation and analysis of the             
narratives related to the disappearance of sixty-eight men and a woman reveal the             
peculiarity of the phenomenon of disappearance that affects this sector of the            
population, pointing out the patterns of institutional silencing, pointing to the fracture in             
the notion of civilian victims and uniformed victimizers, and showing that the armed             
and police institutions expose, disappear and conceal the enforced disappearance of           
their own uniformed men and women in an anthropophagic act of the Mexican State. 
 
 



























La desaparición forzada de personas en la historia reciente de México es resultado de              
una serie de transformaciones que han mantenido la maquinaria desaparecedora          
íntimamente ligada al funcionamiento de la política mexicana, en un primer momento            
como estrategia de combate a la disidencia política durante la Guerra Sucia y             
actualmente como técnica de terror que acompaña al actual escenario de militarización            
bajo el argumento de combate al tráfico de drogas. En este escenario confluyen diversas              
formas de violencia como la psicológica, la institucional y la simbólica que son             
dirigidas hacia los familiares y a la propia víctima. La desaparición forzada además de              
imponer el dolor de la incertidumbre en quienes buscan a sus desaparecidos, también es              
una clara manifestación no de la ausencia, sino de la presencia de un Estado depredador.               
Ejemplo de ello son los casos de desapariciones en los que las víctimas ausentes son               
personas pertenecientes a las diferentes corporaciones policiacas y a las fuerzas           
armadas. La recopilación y el e análisis de las narrativas relacionadas a la desaparición              
de sesenta y ocho hombres y una mujer dan cuenta de la particularidad en el fenómeno                
de desaparecimiento que toca a este sector de la población, señalando los patrones de              
silenciamiento institucional, apuntando a la fractura en la noción de víctimas civiles y             
victimarios uniformados, y mostrando que las instituciones armadas y policiales          
exponen, desaparecen y encubren la desaparición forzada de sus propios hombres y            
mujeres uniformados, en un acto antropofágico del Estado mexicano. 
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 INTRODUCCIÓN  
 
La incidencia de desapariciones forzadas de personas, desde los años cuarenta           
del siglo XX a la actualidad, refleja diferentes momentos de una larga trayectoria de              
modernas políticas de Estado basadas en el terror, perfectamente articuladas a los            
mecanismos de violencia estructural, implementados mediante tecnologías represivas,        
de ahí que no corresponda a un fenómeno exclusivo de dictaduras cívico-militares y,             
que el lugar de las fuerzas armadas y policiales se sostenga como el de ejecutores               
directos sobre la población civil, delimitando antagonismos: desaparecidas(os) y         
quienes les desaparecen; víctimas y victimarios; civiles y agentes del Estado. La historia             
contemporánea lo revela: cerca de 400 saharauis desaparecidos en el Sáhara Occidental            
por el ejército marroquí en 1976; la desaparición implementada como política represora            
en el Plan Cóndor durante las dictaduras cívico-militares o las generadas en los             
conflictos armados internos que han caracterizado más de cinco décadas de violencia de             
Estado en América Latina llevando a la desaparición de 45 mil guatemaltecas(os), en su              
mayoría indígenas, 57 mil personas entre 1960 y 2017 en Colombia; 35 mil en Chile               
entre 1973 y 1990 (Telesur. 30/08/2017); en Argentina 30 mil personas fueron            
desaparecidas entre 1976 y 1983; en Brasil la Comisión Nacional de la Verdad             
identificó que 243 personas fueron víctimas de desaparición forzada entre 1964 y 1985             
(CNV, Relatório III); mientras que en México la Comisión Nacional de Derechos            
Humanos acreditó más de 500 casos de desapariciones ocurridas entre 1970 y 1980             
durante la llamada “Guerra Sucia”, aumentando a un estimado de 30 mil desapariciones             
a partir de la implementación de la llamada “guerra contra el narcotráfico” durante el              
gobierno de Felipe Calderón Hinojosa (2006-2012), y continuada en el gobierno de            
Enrique Peña Nieto (2012-2018).  
La ocurrencia de estas formas de “violencias de Estado”, evocando a Pilar            
Calveiro, en periodos de democracia, forma parte de la apropiación del constructo del             
“enemigo internacional contemporáneo”: el narcotráfico, y con él al incorporar el           
“combate a la delincuencia organizada” se legitima la letalidad que acompaña a la             
militarización de los Estados, actuaciones bajo las que se encubre la utilización de la              
desaparición forzada como un mecanismo psicológico de tortura colectiva reflejo de la            
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 violencia genocida dirigida hacia las clases más bajas, como lo indica Zaffaroni al             
hablar de la violencia ejercida entre personas pertenecientes a los mismos sectores            
subalternos, además de disminuirlos numéricamente por eliminación,  
 
impiden el diálogo, la toma de conciencia y la coalición y, por ende, hace que               
se autoexcluyan de todo protagonismo político. La neutralización y         
autodestrucción física y cultural de los excluidos como consecuencia de la           
política del segurismo interno puede denominarse endocidio (2008, p.5). 
 
 
Esta forma de violencia de Estado perpetrada en democracia es herencia de la             
perpetuación del ejercicio político basado en el poder de vida y de muerte, en la               
cosificación de los cuerpos, en la capacidad para imponer incertidumbres y silencios. Se             
reproduce en el mantenimiento de violencias invisibilizadas y naturalizadas, ejecutadas          
en las instituciones estatales por sus agentes, que además ocurre de manera            
bidireccional: “la violencia [ejercida] hacia adentro, hacia los propios agentes,          
trabajadores y funcionarios y la violencia [ejercida] hacia afuera, hacia el público            
entendido como beneficiario o usuario de la gestión pública (SCÍALPI, 2003, p. 191). 
Es en este escenario de estructurado ocultamiento de las ausencias en el que los              
antagonistas se desdibujan, cualquiera es susceptibles a ser desaparecido. Policías y           
militares se vuelven también víctimas de desaparición. 
Diversas problemáticas acompañan el desarrollo de esta investigación, en primer          
lugar la limitante de la lejanía física del campo de pesquisa, lo cual imposibilita la               
aproximación directa a otras fuentes, principalmente para la recopilación de datos           
relacionados a las fuerzas armadas, pues si el ocultamiento de las desapariciones se da              
en general en las instituciones civiles de gobierno, a eso se añade el hermetismo de las                
instituciones de las fuerzas armadas de México.  
En contraste está la problemática de trabajar con un fenómeno dinámico, como             
lo es la historia reciente de la violencia en México en la era de la información digital                 
donde, diariamente se presentan datos sobre la temática de desaparición haciendo de            
éste un fenómeno en constante movimiento. 
Ante tal panorama, asumiendo que en México existen mecanismos generalizados          
de silenciamiento e invisibilización institucional sobre las desapariciones, que han          
ocurrido a lo largo de la historia reciente, la presente investigación busca exponer de              
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 qué manera se sitúa la desaparición forzada de policías y militares como elemento de              
conformación de una frontera moral respecto de las víctimas de violencia de Estado que              
pertenecen a su propio brazo armado. Es por ello que resulta de interés conocer: 
1.- Bajo qué condiciones policías y militares, han desaparecido en México entre 2006 y              
2014. 
2.- Cuáles son las estrategias de silenciamiento e invisibilización implementadas en las            
instituciones de las fuerzas armadas y policiales, cuando sus elementos          
operativos son víctimas de desaparición forzada. 
3.- De qué manera la temática de desaparición de policías y militares forma parte de los                
























 1. PASOS METODOLÓGICOS 
 
Esta investigación se compone, en su parte cualitativa, en la búsqueda y análisis             
de fuentes periodísticas documentales y digitales, mientras que en su parte cuantitativa            
recopila estadísticas proporcionadas por dependencias gubernamentales tanto por        
solicitud directa a las instituciones como las divulgadas en medios de prensa. Se buscó              
además los discursos emitidos por diversos representantes de los órganos de seguridad            
acerca de las desapariciones de los elementos a su cargo, siendo escasa la información              
sobre los casos referidos a policías y militares como víctimas de desaparición.            
Finalmente, se recurrió al mapeo de los casos analizados a fin de proporcionar una              
herramienta de exposición de esta forma de violencia de Estado. 
  
1.1. CASOS ESPECÍFICOS DE POLICÍAS Y MILITARES DESAPARECIDOS 
  
Las capacidades de la tecnología colocan a la internet como un depósito de             
materiales digitales, visuales y textuales, además de ser un espacio de interacciones            
sociales (HINE, 2004: 89) por lo que el punto de inicio fue la búsqueda en diferentes                
plataformas de materiales tales como reportajes, entrevistas a activistas, a defensores de            
derechos humanos, a familiares de víctimas; así como de documentales, proyectos en            
plataformas virtuales referentes a la recuperación de la memoria de víctimas de            
desaparición forzada en México, además de mapas de la violencia en los cuales se              
menciona a elementos de las fuerzas armadas y de la policía como víctimas de              
desaparición, a fin de identificarlos y documentar los casos de manera individual,            
extrayendo la dinámica de hechos para conocer cómo sucedieron dichas desapariciones,           
identificando (en algunas ocasiones) patrones de desaparecimiento que si bien, no son            
ajenas a otros casos donde las víctimas no pertenecen a estas corporaciones, sí resultan              
de interés para dar sentido y simbolismo a la capacidad de sustracción y pensarla como               
forma disciplinar para este sector poblacional.  
Se revisaron las publicaciones en Facebook y en Twitter de las organizaciones            
de familiares de víctimas de desaparición forzada en México, así como en las páginas              
web de las instituciones estatales de derechos humanos en las que se recuperaron             
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 boletines de búsqueda y las fotografías de algunos de los sujetos de investigación,             
imágenes que (previa autorización) se integraron a la base de datos ya mencionada, para              
utilizarlas en el mapa que expone geográficamente la incidencia de dichas           
desapariciones; ello como parte del acercamiento a realidades específicas que permitan,           
tal como indica Yadira Piza (2009), conocer mejor los fenómenos geoespaciales, los            
fenómenos naturales y las actividades humanas en las que se inserta el mapeamiento de              
la violencia para incidir en el dominio del espacio a partir de la simbolización de las                
ausencias y de la representación de la desaparición forzada, en este caso, de policías y               
militares, al resignificar los espacios vinculados a ellas.  
Si bien el escenario mexicano puede pensarse como un universos de casos de             
desaparecidos, al momento de intentar filtrar dicho universo de ausentes por las            
características de las víctimas, quien escribe, se confrontó con que no todos los casos              
que involucran a este tipo de víctimas, son mediatizados, por el contrario, su visibilidad              
ha dependido de diversos factores tales como, que las familias (en su mayoría las              
mujeres dentro del núcleo familiar, es decir madres, esposas o hermanas) inicien una             
búsqueda, se movilicen frente al miedo de las constantes intimidaciones que reciben de             
los superiores y jefes de sus (ahora) hijos, esposos, hermanos, desaparecidos. El grado             
de violencia institucional que envuelve a las desapariciones en México es claro reflejo             
de que agentes armados no estatales y funcionarios públicos se corporalizan en uno sólo              
como delincuencia organizada, perfectamente articulada.  
Se escribió (vía email y por chat de Facebook) a diversas organizaciones de             
familiares preguntándoles específicamente por casos documentados (en los que         
estuvieran acompañando y/o asesorando a familiares), en los que las víctimas de            
desaparición sean policías o militares, tales organizaciones fueron: Ciudadanos en          
Apoyo a los Derechos Humanos (Nuevo León), Asociación Unidos por los           
Desaparecidos (Baja California), Buscando a Nuestros Desaparecidos y Desaparecidas         
Veracruz, Fuerzas Unidas por Nuestros Desaparecidos en Coahuila        
(FUUNDECoahuila), Fuerzas Unidas por Nuestros Desaparecidos en México        
(FUNDEM región centro), Fuerzas Unidas por Nuestros Desaparecidos en México          
(FUNDEM), Comité Desaparecidos en Guerrero Plataforma de víctimas de desaparición          
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 forzada en México y Desaparecidos Justicia (Querétaro), de las cuales sólo se obtuvo             
respuesta de las tres últimas.  
Dicho lo anterior, resaltamos (por su importancia documental frente a una           
violencia institucional) que la mayoría de los datos recabados provienen de fuentes            
periodísticas, de los propios colectivos de familiares de desaparecidos y de páginas de             
asociaciones civiles. Una vez obtenidos los nombres, edades, fechas así como los            
lugares de desaparición, se buscó cotejarlos uno a uno en la base de datos del Registro                
Nacional de Personas Extraviadas y Desaparecidas del Gobierno Federal (en adelante           
RNPED), encontrándose dicha base como segundo elemento de confronto dada la           
pobreza de información que la compone. En posteriores conversaciones con la mamá de             
un desaparecido e integrante de un colectivo de búsqueda ella corroboró que con el paso               
del tiempo algunos datos simplemente son borrados. Durante el cotejo de informaciones            
sobre uno de los casos estudiados, se encontró una denuncia en un blog de la prensa                
local veracruzana en el que se señalaba a la CDH de dicho estado por haber borrado los                 
datos de la plataforma de víctimas de dicha entidad. Una de las consignas de los               
colectivos es que las autoridades no los buscan, pero no es sólo eso, sino que de                
aquellos que consiguen judicializar la desaparición de su ser querido al iniciar una             
denuncia, además se encuentran con que la burocratización de los casos los vuelven             
datos fragmentados, mínimos, exclusivamente útiles para continuar con la         
simplificación del fenómeno de desaparición, y el (ciber)espacio se vuelve otro lugar de             
desaparición pues aquellos database también pueden ser excluidos        
indiscriminadamente. 
Una vez obtenida la información se sistematizó en una base de datos en el              
paquete estadístico de Excel para desagregar las características de cada caso en siete             
rubros: identificación (nombre, edad, grado en la jerarquía policial y militar); fecha y             
lugar donde fueron vistos por última vez (estado, ciudad, municipio); descripción de los             
hechos bajo los cuales se da la desaparición; si fueron realizadas acciones de búsqueda              
por parte de la corporación; si posteriormente fue confirmada la muerte de dicha             
persona; si en los hechos hubo agrupaciones armadas involucradas (identificadas como           
del ámbito delictivo o de las propias fuerzas del Estado) y si se cuenta con un registro                 
de dicho caso en la base de datos del RNPED. 
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 Mediante este procedimiento fueron documentadas 61 desapariciones de        
elementos pertenecientes a las diferentes jerarquías y niveles de la policía federal,            
estatal y municipal de México; además de siete casos de elementos pertenecientes al             
Ejército Mexicano y uno a la Marina Armada de México.  
 
1.2. DISCURSOS DE DIRECTIVOS 
 
Para este rubro, por un lado se identificó a los representantes del área de              
seguridad a nivel federal, que fungieron en el cargo durante el periodo de estudio: 3               
secretarios de la Defensa, 3 secretarios de Marina, 7 procuradores generales, 3            
secretarios de seguridad pública, y 6 comisionados de la Policía Federal; sobre los que              
se realizan búsquedas de entrevistas y discursos emitidos al respecto de las            
desapariciones de sus elementos. Cabe resaltar, una vez más, la ausencia de            
información, siendo que una entrevista se volvió fundamental para este a pesquisa,            
correspondiente al entonces Secretario de Defensa. Mismo así, la información recabada           
fue sistematizada en una base de datos en el paquete estadísticos de Excel, en la que se                 
desagrega: el perfil político (partido político de pertenencia, trayectoria política,          
duración en el cargo); datos respecto del discurso emitido (lugar y fecha, si corresponde              
a un acto conmemorativo, etc.), y por otro lado, se recopilaron las respuestas dadas por               
funcionarios públicos a los familiares de las personas desaparecidas, en diferentes           
momentos de sus procesos de búsqueda.  
 
1.3. REGISTROS GUBERNAMENTALES 
  
La parte cuantitativa de este trabajo pretendió recopilar las estadísticas          
proporcionadas por las instituciones del gobierno mexicano, previa solicitud de acceso a            
la información las cuales se realizaron vía Plataforma Nacional de Transparencia (a la             
cual denominaré “primera vía”) a las siguientes dependencias del Gobierno Federal:           
Instituto de Seguridad Social de las Fuerzas Armadas (ISSFAM), Centro de           
Investigación y Seguridad Nacional (CISEN), Policía Federal (PF), Procuraduría         
General de la República (PGR), Secretaría de la Defensa Nacional (Sedena), Secretaría            
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 de Marina (Sedemar) y Secretaría de Seguridad Pública (SSP) requiriendo el número de:             
1) Bajas de sus elementos por muerte en el cumplimiento de sus funciones , 2) Bajas por                1
ausencia o desaparición , y 3) Bajas por ausencia laboral no justificada ; para el caso del               2 3
ISSFAM se solicitaron estadísticas respecto al número de pensiones asignadas a           
familiares de elementos que fallecieron en el cumplimiento de sus funciones; todo lo             
anterior en el periodo de 2005 a 2015. 
Por la misma vía pero a nivel estatal, se solicitó a las siguientes dependencias:              
Comisión Estatal de Seguridad Ciudadana (CESC), Comisión Estatal de Seguridad          
Pública (CESP), Comisión Ejecutiva del Sistema Estatal de Seguridad (CESES),          
Coordinación General de Seguridad Pública (CGSP), Fiscalía General (FG), Instituto de           
Transparencia o Unidad de Transparencia (IT o UT), Poder Judicial (PJ), Procuraduría            
General de Justicia (PGJ), Secretaría de Seguridad Pública (SSP), Sistema Estatal de            
Seguridad Pública (SESP) proporcionaran información relacionada al número de bajas          
de sus elementos policiales, bajo los mismos criterios arriba mencionados.  
No obstante, algunas de las instituciones respondieron argumentando que dicha          
información “no era de su competencia”, esto se debió a que el envío de solicitudes               
dependió del catálogo de instituciones que posee el Portal Nacional de Transparencia            
donde, en ocasiones no aparecían organismos vinculantes a la SSP o al Ministerio             
Público (responsables de la información solicitada) para algunos de los 31 estados , lo             4
que provocó dos acciones: 1) a pesar de la negativa de información, enviada mediante              
oficio, se me indicó cual era la instancia correspondiente a la que debía dirigirme, y a la                 
que posteriormente le fue solicitada la información mediante otras vías de solicitud            
1 “Solicito me sean proporcionadas el número de bajas en cumplimiento de sus funciones de los policías 
adscritos a la Secretaría de Seguridad Pública del Estado registradas entre el 1 de enero de 2005 y el 31 
de diciembre de 2015. La información la solicito desagregada por año, por mes, por lugar en donde 
aconteció la muerte (municipio y localidad), por sexo (hombre o mujer) y por jerarquía (grado al que 
pertenecían dentro de la corporación)”.  
2 “Solicito me sea proporcionado el número de elementos operativos registrados como ausentes o 
desaparecidos entre el 1 de enero de 2005 y el 31 de diciembre de 2015. La información la requiero 
desagregada por año, por mes, por sexo (hombre y mujer), y por jerarquía (grado al que pertenecían 
dentro de la corporación)”. 
3 “Solicito me sea proporcionado el número de elementos operativos que fueron dados de baja por 
abandono de labores, o por ausencia injustificada entre el 1 de enero de 2005 y el 31 de diciembre de 
2015. La información la requiero desagregada por año, por mes, por sexo (hombre y mujer), y por 
jerarquía (grado al que pertenecían dentro de la corporación)”. 
4 Por ejemplo para los estados de Colima, Guanajuato, Hidalgo, Tlaxcala, 
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 como la plataforma de InfomxDF o bien mediante correo electrónico personalizado, (a            
estos datos les llamaré “segunda vía”); y 2) que se dirigieran solicitudes a otras              
dependencias vinculada a la atención a víctimas, tales como: la Comisión Estatal de             
Derechos Humanos (CEDH), la Comisión Ejecutiva de Atención Integral a Víctimas del            
Delito (CEAIVD), la Comisión de Derechos Humanos (CDH) pero bajo la solicitud            
expresa de que proporcionaran el número de denuncias de desaparición forzada cuando            
la víctima tuviera como actividad laboral la de policía estatal o municipal . 5
De lo anterior resultaron un total de 76 solicitudes enviadas, de las cuales sólo se               
obtuvieron respuesta de 4 de los 31 estados de la república: Jalisco, Estado de México,               
San Luis Potosí y Sonora con estadísticas únicamente para los casos de bajas por muerte               
y por ausencia laboral injustificada, siendo el estado de San Luis Potosí el único que               
indicó el número de policías desaparecidos. A nivel federal sólo se recibieron tres             
respuestas: de la PGR de la SSP con las estadísticas de bajas por muerte y del ISSFAM                 
que tajantemente negó la existencia de dicha información.  
El plazo de resolución fue de una semana a dos meses, en la siguiente tabla se                
exponen las respuestas y estatus final de las solicitudes: 
 
SOLICITUDES DE INFORMACIÓN 
Primera vía Segunda vía 
Organismos Federales 
Institución  Solicitud Institución Solicitud 
ISSFAM Entregado   
CISEN No es de su 
competencia 
 
PGR Sin respuesta   
5 “Solicito me sea proporcionado el número de denuncias registradas en esta institución entre el 1 de 
enero de 2005 y el 31 de diciembre de 2015, relacionadas a desaparición forzada de personas, 
exclusivamente cuando la víctima de desaparición tuviera como actividad laboral la de policía estatal o 
municipal, es decir que fuera elemento operativo perteneciente a la Secretaría de Seguridad Pública del 




 Centro Nacional de 
Planeación, Análisis e 
Información para el 
Combate a la 
delincuencia de la PGR 
Terminada  6
  
PF Sin respuesta   
 SSP Entregado 
Sedena Sin respuesta   
Semar Sin respuesta   
Organismos Estatales  
SSP de Aguascalientes en proceso   
SSP de Baja California en proceso   
SSP de Baja California 
Sur en proceso 
  
CEDH de Baja 
California Sur en proceso 
  
SSP de Campeche en proceso   
Secretaría de Seguridad 
y Protección Ciudadana 
de Chiapas 
No es de su 
competencia 
Se refirió a la Secretaría 
de Seguridad Pública 
Municipal 
en proceso 
Secretaría Ejecutiva del 
Sistema Estatal de 
Seguridad Pública de 
Chiapas 
No es de su 
competencia 
 
UT de la FG del Estado 
de Chihuahua iniciado 
  
Observatorio 










Comisión Estatal de 
Seguridad de Coahuila en proceso 
  
6 La institución no posee información al respecto (oficio PGR/UTAG/DG000423/2017). 
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 Poder Judicial Colima improcedente   
IT del Estado de 
Colima en proceso 
Corresponde a la PGJ 
del Estado de Colima en proceso 
CDH de Colima en proceso   
FG del Estado de 
Durango en proceso 
  
SSP Durango en proceso   
Unidad de Acceso a 
Información del Poder 
Judicial de Guanajuato 
en curso 
  
PDH del Estado de 
Guanajuato en curso 
  
FG del Estado de 
Guerrero en curso 
  
SSP de Guerrero en curso   
Poder Judicial del 
Estado de Hidalgo  
7
No es de su 
competencia 
email personal dirigido 
a la Unidad de 
Información Pública del 
Estado de Hidalgo 
Aumentó el plazo de 
entrega  
Instituto de 
Transparencia y Acceso 
a la Información 




CDH de Hidalgo en curso   
7 En respuesta, el Titular de la Unidad de Transparencia del Poder Judicial de dicho Estado indicó que la 
dependencia obligada a proporcionar la información es la SSP y el Ministerio Público.  
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 CEDH de Jalisco  
8
en curso   
FG del Estado de 
Jalisco entregado 
 
Comisión Estatal de 
Seguridad Ciudadana 
del Estado de México 
entregado  
9  
CDH del Edo. de 
México en proceso 
  
FG del Edo. de México entregado   
Inspección General del 
Instituto de Seguridad 
Pública del Edo. De 
México 








SSP de Michoacán en curso   
FG del Estado de 
Morelos en curso 
  
8 A petición concreta de “solicito además el número de elementos policiales registrados como ausentes 
o desaparecidos entre el 1 de enero de 2005 al 31 de diciembre de 2015”, se obtuvo una petición de 
aclaración por parte de la titular de la Unidad de Transparencia de la Fiscalía General del Estado de 
Jalisco,  solicitándome: “es preciso que aclare a qué se refiere con la palabra ‘ausentes’ toda vez que su 
planteamiento es muy ambiguo y no permite conocer con certeza la información a la cual pretende 
acceder…”. A lo anterior se respondió: “En la petición realizada (…) por ausente me refiero a la 
condición de no presencia, de falta, de no presentación física, que para el caso de la búsqueda 
administrativa que tan digna institución tenga a bien realizar, será más entendible aquellas cifras 
referentes a los casos registrados de elementos operativos que fueron dados de baja por la causa de 
abandono de labores, o por ausencia injustificada”. Cabe resaltar que la respuesta institucional emitida 
se realizó con el número de solicitud realizada a otra instancia, a la Comisión de Derechos Humanos del 
Estado.  
9 La información enviada correspondió a los registros de muertes acontecidas entre 2012 a 2015 pues 
aunque el Estado de México, con apego a la ley local de transparencia y acceso a información pública en 
su artículo 12: “la obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, 
ni el presentarla conforme al interés del solicitante; no estarán obligados a generarla, resumirla, 
efectuar cálculos o practicar investigaciones (…)”(respuesta a Solicitud de Información No. 
00305/CSC/IP/2017),  aunado a ello, el que, por disposiciones locales, los expedientes concentrados solo 
tendrán un plazo de conservación de seis años, por otro lado, “la Comisión Estatal de Seguridad 
Ciudadana no cuenta con personal operativo en calidad de desaparecido o ausente” (op. Cit.). Ante la 
respuesta sobre los casos de ausencia, se envió una nueva solicitud pero requiriendo ahora, los datos 
relacionados al número de bajas por abandono de labores y por ausencia injustificada.  
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 FG del Estado de 
Nayarit en curso 
  
SSP de Nayarit en curso   
Sistema Estatal de 




FG del Estado de 
Nayarit en curso 
  
Instituto Estatal de 




PGJ de Nuevo León  en curso   
SSP Nuevo León en curso   
SSP de Oaxaca en curso   
FG del Estado de 
Oaxaca en curso 
  
FG del Estado de 
Puebla  en curso 
  
SSP de Puebla  en curso   
FG del Estado de 
Querétaro en curso 
  
FG del Estado de 
Quintana Roo en curso 
  
SSP de Quintana Roo en curso   
SSP de San Luis Potosí entregado  
CEDH de Sinaloa en curso   
FG del Estado de 
Sinaloa en curso 
  
Coordinación General 
de Seguridad Pública 
del Estado de Sinaloa 
en curso 
  
SSP de Sinaloa en curso   
SSP de Sonora entregado  
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 SSP de Tabasco en curso   
SSP de Tamaulipas en curso   
Comisión Estatal de 




Comisión Ejecutiva del 
Sistema Estatal de 
Seguridad de Tlaxcala 
en curso 
  
FG del Estado de 
Veracruz en curso 
  
SSP del Estado de 
Veracruz en curso 
  
CEDH de Veracruz en curso   
CEAIVD del Estado de 
Veracruz en curso 
  
FG del Estado de 
Yucatán en curso 
  
SSP de Yucatán en curso   
CDH de Yucatán en curso   
PGJ del Estado de 
Zacatecas en curso 
  
SSP del Estado de 
Zacatecas en curso 
  
CEDH de Zacatecas  en curso   























Ellos aquí trajeron los fusiles repletos 
de pólvora, ellos mandaron el acerbo 
exterminio, 
ellos aquí encontraron un pueblo que cantaba, 
un pueblo por deber y por amor reunido, 
y la delgada niña cayó con su bandera, 
y el joven sonriente rodó a su lado herido, 
y el estupor del pueblo vio caer a los muertos 
con furia y con dolor. 
Entonces, en el sitio 
donde cayeron los asesinados, 
bajaron las banderas a empaparse de sangre 
para alzarse de nuevo frente a los asesinos. 
 
Por esos muertos, nuestros muertos, 
pido castigo. 
 
Para los que de sangre salpicaron la patria, 
pido castigo. 
 
Para el verdugo que mandó esta muerte, 
pido castigo. 
 
Para el traidor que ascendió sobre el crimen, 
pido castigo. 
 
Para el que dio la orden de agonía, 
pido castigo. 
 
Para los que defendieron este crimen, 
pido castigo. 
 
No quiero que me den la mano 
empapada con nuestra sangre. 
Pido castigo. 
No los quiero de embajadores, 
tampoco en su casa tranquilos, 
los quiero ver aquí juzgados 








2. CONTEXTUALIZAR LA VIOLENCIA EN MÉXICO 
 
De acuerdo al INEGI de México, entre 2005 y 2016 han perdido la vida cerca de                
229, 774 personas en hechos violentos (ver Gráfica 1.). Los años con mayor número              10
de muertes: 2009 con 19,803 asesinatos, 2010 con 25 mil 75, el 2011 con 27 mil 213 y                  
por último el 2012 con 25 mil 967 corresponden al periodo de gobierno de Felipe               
Calderón Hinojosa, de ahí que se conozca a este personaje como el autor de la “guerra                














El actual escenario de violencia ha sido ligado directamente a las medidas de             
combate al narcotráfico implementadas durante ese periodo (2006-2012) apuntando a          
que se trata de una problemática reciente. No obstante, como se mostrará en este texto,               
“la guerra contra las drogas” como mediáticamente se le ha denominado, no es sino una               
parte de la historia de México en la que ha habido numerosas acciones de igual objetivo,                
pero diferenciadas por el grado de letalidad. 





 Las actuales formas de violencia en el país devienen de la complejización del             
fenómeno del tráfico de drogas y la implementación de políticas criminales basadas en             
la excepcionalidad producto de cambios en el acontecer político nacional. De ahí que no              
es posible considerarle como una problema de un sexenio, sino de una presencia latente              
dentro de la política y economía de la región, que se agravó en un periodo de mudanza                 
partidista al optar por el enfrentamiento armado entre actores criminalizados y           
criminalizadores, en contraste al establecimiento de pactos que se tenían en gobiernos            
anteriores. 
Aunque en la década de los setentas existía una importante ruta de tráfico que              
operó entre 1968 y 1975 del sudeste asiático (Myanmar, Laos y Tailandia) hacia             
Estados Unidos, dirigida por “el sargento retirado del Ejército de EE.UU. Ike Atkinson             
[quien] durante la Guerra de Vietnam [se estima] export[ó] 1200 toneladas de heroína             
por año”  11
 
luego de 18 años en el ejército Atkinson empieza su segunda carrera un             
negocio de tráfico de heroína que usaba aviones militares de EE. UU. y al              
personal como sus mulas. Pagaban a los soldados que volvían al país de             
licencia unos $3000 para traer heroína, y no los revisaban (...) no había mucho              
control militar así que podían entrar. Se piensa que también usaba féretros,            
bolsas de cadáveres y los propios cuerpos para transportar la droga de vietnam             
a EE. UU . 12
 
el gobierno de dicho país dirige su interés hacia la región latinoamericana y lanza una               
política bélica antidrogas. Anunciada por Richard Nixon en su célebre señalamiento           
sobre que “el enemigo público número uno de Estados Unidos es el abuso de drogas.               
Para combatir y vencer al enemigo es necesario llevar a cabo una ofensiva nueva y               
plena” (21 de junio de 1971), la política antidrogas tuvo resultados devastadores para el              
resto del continente, tal como lo expone Luis Astorga:  
 
México, con la Operación Cóndor, fue el primer laboratorio en América Latina            
donde se inició la estrategia que implicaba la participación central, creciente y            
masiva de las fuerzas armadas. Antes, por lo menos desde 1938, su papel se              
concentraba en la destrucción de cultivos ilegales en coadyuvancia con la           
autoridad civil. El ensayo continental continuó con la Operación Fulminante          
11 Documental Drug Lords. Temporada 1. Ep. 3 “Frank Lucas & The Country Boys: Heroin Kings of New 
York”. 
12 Ibíd. Drug Lords. 
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 (1978-1980) en Colombia, la Operación Blast Furnace (1986) en Bolivia, la           
Operación Snowcap (1987) en 12 países pero principalmente en Perú, Bolivia           
y Ecuador, la Iniciativa Andina (1989) en Colombia, Perú y Bolivia, el Plan             
Colombia (2000), la Iniciativa Mérida (2008) y la Iniciativa Regional de           
Seguridad para América Central (2008) (ASTORGA, 2015, p. 10). 
 
El combate a la delincuencia organizada se vuelve tema de discusión pública y             
de conflicto en la comunidad internacional hasta mediados de los años ochenta cuando             
México se convierte en ruta de tránsito en la exportación masiva de cocaína proveniente              
de Colombia, hacia los Estados Unidos. Este hecho reforzó y acrecentó las bandas de              
traficantes que operaban en territorio mexicano, aunado a ello el dinero generado por el              
tráfico corrompió a las autoridades, haciendo insuficientes los intentos por combatir su            
crecimiento, conduciendo a una desestabilización del país durante los años noventa           
(CHABAT, 2010, p. 22), década en la que se posicionan cuatro agrupaciones: el Cártel              
de Juárez, el Cártel de Tijuana, el Cártel de Sinaloa y el Cartel del Golfo. Alianzas,                
separaciones y reagrupaciones acompañarán al desarrollo y especialización de más          
agrupaciones de traficantes y la segmentación del territorio (Ver esquemas 1 y 2). 
Es también en esta década que se crean instituciones dedicadas al área de             
tráfico de drogas, tales como el Centro de Investigación y Seguridad Nacional            
(CISEN), el Instituto Nacional de Combate a las Drogas, así como importantes            
reformas al Código Penal para aumentar el tiempo de detención y condena de las              
personas involucradas en los “delitos contra la salud”, y en el Código Fiscal; se forma               
el Sistema Nacional de Seguridad Pública en el que se coordinan las tres esferas de               
gobierno federal, estatal y municipal en la creación de bases de datos, además de la               
formación de unidades especiales contra la delincuencia organizada y el lavado de            
dinero (CHABAT, 2010).  
NORESTE DE MÉXICO 
Cártel del Golfo 
Fundado en 1930, es considerado uno de los grupos criminales más antiguos, dedicado en sus 
inicios al contrabando de licor.En la década de los setentas se dedica al tráfico de mariguana y 
cocaína 




En la década de los noventas Juan García Abrego sustituye 
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 a su tío Juan Nepomuceno. Es arrestado en 1996 y extraditado a EU, lo que provoca disputas 




A García Abrego lo sustituye en el mando Osiel Cárdenas Guillén.  
En esa época el cártel cuenta con una fuerte presencia en tres estados de la república: Tamaulipas 
(Matamoros, Reynosa, Miguel Alemán, Tampico, Valle Hermoso y Ciudad Victoria), en Nuevo León y 
en Veracruz. Esta organización cuenta con un alcance transnacional en el tráfico de drogas ilegales, 
debido a sus conexiones en Europa, África, Centroamérica, Sudamérica y EU. Se ha caracterizado 
por su uso de la violencia y por el reclutamiento de menores de edad (de entre 8 y 17 años) para 
diferentes operaciones de tráfico y sicariato. En 1999 Cárdenas Guillén ante la disputa con otros 
cárteles decide fundar un grupo armado especial, mediante la contratación de más de 30 
desertores del Ejército Mexicano, muchos de ellos pertenecientes al Grupo Aeromóvil de Fuerzas 
Especiales (GAFE) a quienes encomienda las tareas de protección de territorios, realizar asesinatos y 
secuestros, así como la protección de los líderes, hasta su ruptura en 2010. 




NORTE DE MÉXICO 
Cártel de Guadalajara 
Fue una de las primeras agrupaciones dedicadas al tráfico de heroína, marihuana a EU en la década de 
1980, y de las primeras agrupaciones en colaborar con el tráfico de cocaína colombiana mediante su 
alianza con Juan Ramón Matta Ballesteros del Cártel de Medellín, hacia los EU.  
“Ernesto Fonseca Carrillo era el operador de tráfico de drogas; Miguel Ángel Félix Gallardo, ‘el cerebro’ 
financiero, y el prófugo Rafael Caro Quintero, el ejecutor (...) Don Neto es un sinaloense que en 1970 
se inició en el contrabando y escaló rápidamente en la ruta del narcotráfico hasta fundar en la década 
de los 80 el cártel de Guadalajara junto con dos socios emblemáticos: Félix Gallardo y Caro Quintero, 
con quien armó un emporio entre Sinaloa y Jalisco hasta Estados Unidos. La DEA descubrió en 1982 
operaciones del cártel en San Diego, California, y para ese año ya consideraba a la organización 
criminal un ‘blanco’ estratégico. El agente de la DEA Enrique Camarena Salazar, Kiki, logró infiltrarse en 
las filas de la organización y, según archivos, proporcionó  información para que fuera asegurado su 
centro de operaciones, el rancho El Búfalo, en Chihuahua. Por esta supuesta delación, el agente fue 
secuestrado y asesinado, junto con el piloto mexicano Alfredo Zavala; los restos del estadounidense se 
hallaron en Michoacán en marzo de 1985 y el crimen fue considerado una abierta afrenta por el 





Miguel Ángel Felix Gallardo 
“El Jefe de Jefes” 
Rafael Caro Quintero 





Al ser detenido en 1989, por 
el secuestro, tortura y asesinato  del agente de la 
DEA, se provoca una división del cártel 
 
 
Es detenido en 1985, 
permaneció 28 años en 
prisión, actualmente se 
encuentra prófugo.  
 
Condenado en 1985 
por el caso Camarena. 
Sus sobrinos fundan el 
Cártel de Juárez.  En 
2016 se le concede 
arresto domiciliar. 
13 Milenio 28/96/2016 
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Cártel de Sinaloa 
 
Joaquín Guzmán Loera 
“El Chapo”  
y  
Héctor Luis Palma 





Cártel de Juárez 
Amado Carrillo Fuentes  




Esquema 2. Primeras agrupaciones criminales en la  década de los noventa: Región Norte. 
 
Siglo XXI inicia con un periodo de transición política en el que el Partido              
Revolucionario Institucional (PRI), partido hegemónico durante 71 años, es vencido en           
la contienda presidencial por Vicente Fox Quezada, candidato del Partido Acción           
Nacional (PAN), no obstante:  
 
El PRI había perdido la presidencia en 2000 pero no la mayoría de las              
gubernaturas, presidencias municipales y congresos locales. Y desde mediados         
de los años ochenta el Estado dominado por ese partido se había visto obligado              
a desaparecer la institución política y policiaca que le había servido, entre otras             
cosas, para contener, controlar y proteger a los traficantes: la Dirección Federal            
de Seguridad (DFS). [Más adelante, el presidente] Calderón no ten[dría] la           14
mayoría de posiciones de poder político ocupadas por miembros de su partido,            
[ni] los mecanismos de control político y policiaco extralegales con los que            
contaron los presidentes emanados del PRI, se encontró con organizaciones          
criminales fortalecidas, y a pesar de ese escenario desfavorable decidió          
enarbolar la bandera nixoniana y enfrentarlas con las fuerzas federales,          
especialmente las militares (ASTORGA, 2015, p. 13). 
 
 
Se continúa con la creación de dependencias gubernamentales de las que           
destacan las dedicadas al área de inteligencia como la Agencia Federal de Investigación             
(AFI), además de establecer la Secretaría de Seguridad Pública (SSP) y a la Policía              
Federal (PF). En este periodo las acciones de combate al narcotráfico fueron de arresto y               
eliminación de líderes mediante la coordinación entre ejército y PGR, excluyendo a            
policías estatales y municipales. Esta acción produce una reorganización interna, así           
como rupturas y enfrentamientos entre cárteles, aumentando los niveles de violencia. 
Para el cierre de 2005, las fuerzas armadas mexicanas habían destruido cerca de             
127 mil 756 hectáreas de marihuana, 766 mil 283 plantíos de amapola equivalentes a 77               
mil 311 hectáreas, desmantelando 3 mil 957 pistas de aterrizaje utilizadas para el tráfico              
14 Felipe Calderón Hinojosa fue el segundo mandatario panista.  
39 
 
 de estupefacientes, 2 mil 137 campamentos y 10 mil 775 “secaderos” (Crónica            15
28/12/2005). 
Se produjeron dos fenómenos, por un lado el desequilibrio en las lideranzas de             
los grandes cárteles, llevó al surgimiento y posicionamiento de otras agrupaciones           
“menores”, y por el otro su evolución de manera dinámica y acelerada, como indica              
Guillermo Valdés, ex titular del CISEN, pasando de la corporación monopólica a la             
fragmentación, en este proceso de atomización surgen nuevas organizaciones como Los           
Beltrán Leyva, La Familia Michoacana, los Caballeros Templarios, Los Zetas, el Cártel            










Mapa1. Rutas del tráfico de droga en México, dinámicas nacional e internacional durante siglo XXI  
 (Imágen tomada del informe “When the Mexican Drug Trade Hits the Border”, elaborado por Stratfor Global 
Intelligence (en LAKE y FINKLEA, 2010). 
 
En el suroeste del país, en el estado de Michoacán La Familia Michoacana             
(fundado en 2006 por José de Jesús Méndez Vargas y Carlos Rosales) y Los caballeros               
Templarios (liderado en sus inicios por Enrique Plancarte “El Kike Plancarte”,           
Servando Gómez Martínez “La Tuta” y José Antonio Gonzáles "El Pepe") quienes            
15 Palabra con la que se denomina el lugar destinado para el secado de la hoja de marihuana en el que se 
evita su contacto con el polvo o la humedad. 
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 además se han identificado con acciones de legitimación frente a la población pues han              
publicitado su código: 
en el que pretenden dar a conocer sus principios de acción, sus reglas de              
conducta y formas organizativas. El pequeño cuadernillo, en el que el grupo se             
equipara con los antiguos guerreros de las cruzadas, fue distribuido casa por            
casa en algunos barrios populares de Morelia. En su código, articulado en 53             
puntos, se asumen como una "orden" que ve la luz el 8 de marzo de 2011 con                 
el propósito de "proteger a los habitantes del Estado libre, soberano y laico de              
Michoacán . 16
 
En el periodo que ambas agrupaciones colaboraron, tuvieron como brazo armado           
a Los Troyanos. No puede dejarse de lado el papel que jugaron algunas familias bien               
posicionadas en el interior de los estados o de municipios en la conformación de              
agrupaciones y en la creación de redes de producción y transporte de droga, por ejemplo               
“en Chiapas (…) la familia Arriaga [contaba con] cultivadores y traficantes de            
marihuana” o “la familia Zatarín en [municipios de] Sinaloa” (CRÓNICA, 28/12/2015). 
Otro ejemplo de esta fragmentación es el Cártel del Golfo quien formó un brazo armado               
mediante el reclutamiento de (ex)militares, formados en técnicas paramilitares por los           
Kaibiles , haciendo que las otras agrupaciones se aliaran para combatirla, formando La            17
Federación, la cual de acuerdo al Departamento de Justicia de Estados Unidos, en 2007              
“era la organización más poderosa del continente americano y con mayor presencia            
delictiva en territorio estadounidense” (INFORME BOURBAKI, 2011, p. 15). Ese          
dominio se ve reducido en la primera década de este siglo frente al posicionamiento de               
la agrupación de (ex)militares que se hicieron llamar Los Zetas, en alusión al uniforme              
color azul Z que portan los oficiales del Ejército Mexicano, generando una segunda             
alianza llamada Nueva Federación (integrada por los cárteles de Sinaloa, La Familia            
16  LIBERAL METROPOLITANO, Febrero 28, 2015. 
17 La Brigada de Fuerzas Especiales “General de Brigada Pablo Nuila Hub”, cuyos integrantes son también 
conocidos como Kaibiles (nombre alusivo al príncipe guerrero Kayb'il B'alam, que “en lengua mam 
significa ‘el que tiene la fuerza y astucia de dos tigres’), “está conformada por soldados de élite del 
Ejército de Guatemala [quienes] son sometidos a los más duros adiestramientos físicos y psicológicos”. 
Esta brigada “se encuentra bajo control operacional del Estado Mayor de la Defensa Nacional, 
conduciendo operaciones militares especiales por periodos cortos; adiestramiento y contribuyendo en el 
entrenamiento de unidades militares, brindando apoyo interinstitucional en todo el territorio nacional y 
en la política exterior del Estado de Guatemala, con operaciones de paz en el marco de la Organización 
de Naciones Unidas, con el propósito de coadyuvar en la construcción de condiciones de gobernabilidad 
que permitan el desarrollo integral del ciudadano…” Su lema: “Si avanzo, sígueme. Si me detengo, 




 Michoacana y el del Golfo) dando lugar a la disputa del contrabando y espacios              
lucrativos en el territorio mexicano .  18
Es esta incursión de los brazos armados especializados, con la que se da una              
mudanza en el uso de la violencia como medio de comunicación entre los cárteles y,               
más adelante con las fuerzas armadas y policiales. Cuerpos decapitados, fragmentos de            
cuerpos, ejecuciones en la vía pública ocurren con mayor cotidianidad a manos de             
comandos armados, uniformadas tanto por los escudos del Estado como investidos por            
el imaginario de la narcocultura. 
Tenemos así que en 2008 se reportaban 5100 traficantes de droga asesinados en             
México, en este escenario se hacen cada vez más común “la brutalidad de los asesinatos,               
eso también toma la forma de aumento a la intimidación y miedo, ataques a las fuerzas                
de seguridad, asesinato de oficiales de alto rango, aumento de arsenal de armas y el               
asesinato indiscriminado de civiles , las muertes también alcanzan a funcionarios          19
estatales, principalmente en periodos de cambio de gobierno. Ante el asedio de estas             
organizaciones, comienzan a formarse grupos de autodefensas y de policías          
comunitarias en los estados de Guerrero y Michoacán, tenían entre sus integrantes a             
comerciantes locales quienes constantemente eran extorsionados, pues el “cobro por uso           
de suelo” se hizo una práctica común, además de las agresiones a las mujeres, pues era                
común que los sicarios se las llevaran, “llegaban a tocar a la puerta de la casa y decían                  
‘me gusta mucho tu mujer, ahorita te la traigo, pero mientras me bañas a tu niña porque                 
esa sí se va a quedar conmigo varios días’” (PROCESO, 29/07/2013). 
 
Un análisis hemerográfico realizado por el Equipo BOURBAKI entre el mes de            
agosto de 2008 a agosto de 2009, expone un total de 9510 reportes periodísticos que               
daban cuenta de bajas humanas en cinco estados de la república (Baja California,             
Chihuahua, Estado de México y Oaxaca) y el Distrito Federal, de las que: a) 4900               
ocurrieron en zonas con marcada presencia de organizaciones delictivas, de éstas el 84%             
de los registros se vincularon a acciones que provocaron muertes: en el 50% de los               
casos las víctimas se catalogaron como desconocidos, un 22% correspondió a           
18 Ibíd. Informe BOURBAKI p. 16. 
19 Ibíd. Informe BOURBAKI p. 13. 
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 ciudadanos de la sociedad civil (migrantes, reporteros, periodistas, campesinos,         
comerciantes, etc.), el 19% pertenecían a las fuerzas armadas, el 6% a organizaciones             
delictivas y un 3% a autoridades gubernamentales (INFORME BOURBAKI, 2011, p.           
24). Para el 16% catalogado como el “resto” de bajas humanas (en las que se incluyeron                
a detenidos, heridos, secuestrados, ‘levantados’, y desaparecidos) equivalente a 770          
casos detectados, el 53% correspondió a víctimas de la sociedad civil, 23% de las              
fuerzas armadas, 16% a desconocidos, 7% de organizaciones delictivas y 1% a            
autoridades gubernamentales; de estas actividades la más frecuente tiene que ver con la             
sustracción de personas, es decir, el desaparecimiento, el secuestro y los ‘levantados’,            
que juntos sumarían un 69% de los casos documentados , lo que indica que en la               20
mayoría de las acciones que realiza el “crimen organizado” en los territorios donde             
posee mayor dominio, ocasiona muertos. Mientras que b) 4610 de las muertes            
ocurrieron en zonas considerada dentro del dominio del orden legal (es decir de la              
policía y las fuerzas armadas) acontecen mayoritariamente acciones de represión al           21
orden social en un 43%, represión al orden delictual en un 31% y el resto, 26% en                 
actividades catalogadas como contradicciones en el orden legal, es decir, cuando           
víctima y victimario pertenecen a las fuerzas armadas del Estado, a algún nivel de              
gobierno, o cuando el victimario pertenece a la sociedad civil y la víctima a las fuerzas                
armadas, policiales o gubernamentales .  22
Esta “desterritorialización vs territorialización subjetiva y objetiva del terror,”         
como le llama Mc Kelligan , está ligada al factor político. El aumento de las muertes               23
violentas entre diciembre de 2006 a diciembre de 2010 en 80 de los 2400 municipios               
con mayor violencia debida a rivalidades entre cárteles  
  
según datos del gobierno federal, se observa, al agregarle la variable de los             
partidos políticos, que 60% tenían gobiernos del PRI, 15% del PRI/PVEM ,           24
15% del PAN y 10% del PRD . De los 25 municipios que concentraban             25
alrededor de 50% de esos homicidios 17 tenían gobiernos del PRI, tres del             
PRI/PVEM, dos del PAN y tres de PAN/PRD. De los 36 municipios            
20 Ibíd. p. 26 y 27. 
21 Ibíd.  
22 Ibíd. p. 30. 
23 Ponencia “La territorialización subjetiva en población que ha estado sujeta a la violencia”, Congreso 
ALAS, Montevideo, Uruguay, 4 de diciembre de 2017. 
24 Estas siglas señalan coaliciones entre partidos.  
25 Partido de la Revolución Democrática. 
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 fronterizos con Estados Unidos, por donde se podrían introducir         
potencialmente drogas a ese país, en 25 gobernaba el PRI, en 10 el PAN y en                
uno el PRD. Tres de las cuatro organizaciones señaladas por el gobierno de             
Estados Unidos en 2009 tenían su sede en estados gobernados por el PRI, y la               
otra en uno gobernado por el PAN. Y de las ocho de la lista de 2013, tres                 
tenían bases fuertes en estados gobernados por el PRI, uno por el PAN, dos por               
el PAN/PRD, y dos más por el PRD (...) En México el gobierno central tiene               
sus propias fuerzas de seguridad, pero la mayoría de las corporaciones           
policiales dependen de los estados y municipios donde todos los partidos           
políticos detentan posiciones de gobierno y, por ello, están en capacidad de            
combatir o proteger a las organizaciones criminales. Hay, sin duda, una           
corresponsabilidad política en la situación de inseguridad vivida en el país, no            
siempre asumida por los dirigentes (...) y los miembros [de los partidos]            
(ASTORGA, 2015, p. 15). 
 
Es entonces que se habla de una crisis de gobernabilidad que está vivenciando             
el costo social del abandono institucional: 
 
El debilitamiento producido en las estructuras de gobierno de los estados-           
nación implica una pérdida en la capacidad de decidir el rumbo de las políticas              
económicas disminuyendo así su papel básico en la conformación de políticas           
redistributivas y la decisión sobre su inserción en la división internacional del            
trabajo. Esta incapacidad de responder a los grupos menos favorecidos da           
como resultado la conformación de “territorios - sin - gobierno” (…)           
actualmente existen en el mundo y en México en particular, un sinnúmero de             
localizaciones en donde impera la “otra ley”. Es así como estas otras formas de              
control territorial se disputan y ejercen “desde abajo” un dominio, que adquiere            
una relevancia en la magnitud de sus confrontaciones, causando un costo social            
que es difícil de cuantificar (EQUIPO BOURBAKI, 2011, p. 16 y 17). 
 
 
Las formas de muerte se transforman en escenas de lo macabro, donde la             
crueldad, la perversidad y el terror se insertan en el paisaje cotidiano de los habitantes               
de los territorios en disputa (ver Mapas 2 y 3).  
Si bien en este apartado se pretende dar una cronología que auxilie al             
entendimiento de los eventos, ello no quiere decir que sea la exactitud y totalidad de               
eventos y nombres que han acontecido a lo largo de estos once años de enfrentamiento               
armado con tintes de guerra irregular. Sobre ello recupero las palabras de un militar que               
desde los años noventa ya participaba en labores de vigilancia en el norte del país y que                 
asegura, la cooptación de militares por parte de las agrupaciones criminales ya se             
manifestaba desde esa década, palabras que me hicieron cuestionar el año de fundación             
del Cártel de los Zetas a una década anterior a lo señalado por las autoridades pues él                 
recuerda que amigos suyos traficaban armamento en ese entonces, hombres que poco            
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 tiempo después morirían emboscados. Él mismo señala haber recibido tal invitación, la            
cual rechazó pues en esa época aún era posible sobrevivir después de negarse a formar               
parte de la delincuencia organizada. En otra de sus aseveraciones señalaba que la             
participación de los Kaibiles en la formación de aquellos militares que después            
fundarían el cártel no fue tan relevante, como mediáticamente se ha dicho sobre lo              
sanguinario de sus asesinatos que tiene la crueldad como firma inequívoca de la             
guerrilla centroamericana, sino que fue la misma instrucción militar que se les dio a los               
G.A.F.E. en casa, por la propia institución militar mexicana. “Muchos dicen los kaibiles,             
pero no. Nosotros arrasamos” , a finales de los noventas. 26
Para el defensor de derechos humanos, Michel Chamberlain, la desaparición          
forzada es un modelo de terror instaurado por la agrupación criminal de Los Zetas 
 
para tener control de la población [ellos] inauguraron un modo distinto de            
criminalidad, ya no era suficiente llevar droga hacia Estados Unidos, además           
empezaron a controlar los negocios locales, empezaron a vender droga a nivel            
local, a poner sus condiciones también a las pequeñas empresas, a las familias,             
a las colonias. Empezaron a cobrar por seguridad, empezaron a controlar a las             
policías municipales, que eran sus ojos, en contra de quien consideraban           
enemigo y encontraron en la desaparición un modo de generar terror para que             
la población obedeciera. Hay muchos ejemplos muy terribles de cómo la gente            
actuó por miedo y obedeció e hizo cosas muy terribles, empezando por los             




Y es que en este entramado de violencias 
 
El horror se volvió una condición del país. Muertos, desaparecidos, masacres,           
huérfanos, viudas, desplazados, fosas comunes, cuerpos discapacitados por las         
heridas, seres inhabilitados por el odio, ciudades rotas, abandonadas [por] un           
sexenio con permiso de matar, donde la vida perdió su valor, donde los             
muertos cotidianos eran culpables de su muerte (ENTRE LAS CENIZAS,          
2012, p. 9). 
 
 
Se desdibujan las funciones de los actores. Las agrupaciones armadas, legales e            
ilegales, cometen los mismos actos de barbarie:  
 
Armados de instrumentos que reflejan el progreso tecnológico de los tiempos           
(...) aquéllos torturan para un soberano que lo sabe, es más, a veces lo ordena,               
pero no puede admitirlo públicamente. La escena jurídica se hace incierta y            
26 Testimonio anónimo. 
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 confusa. Aunque la ley prohíba la tortura, esconde sintomáticamente         
discusiones sobre el límite que la separaría de un “duro” interrogatorio [y así]             
los agentes del progreso han transformado tal ferocidad en brutalidad          
organizada (CAVARERO, 2009, p. 191). 
 
 
Mapa 2. Áreas controladas por los cárteles en 2010 (Imágen tomada del informe When the Mexican Drug  
Trade Hits the Border, elaborado por Stratfor Global Intelligence (en LAKE y FINKLEA, 2010). 
 
Ante tal panorama cuestionarnos si en México es posible distinguir entre           
violencia criminal y acción militar. ¿Qué diferencias hay entre el sicario y el soldado              
que violentan cuerpos de las mismas maneras? ¿Qué diferencias encuentran entre sí para             
encararse como enemigos?, cuando las similitudes entre sus trayectorias de vida y clase             
social les hace más iguales, es también, aunque paradójicamente, en la formación            
compartida de los códigos de una masculinidad depredadora dónde las respuestas se            
encallan:  
  
De Saltillo es “el Borras”, quien tenía 16 años cuando decidió ser aprendiz de              
sicario para ganar 3 mil pesos quincenales. Comenzó a trabajar bajo el mando             27
de un expolicía. La noche de su primer asesinato, su jefe y otros más treparon a                
la camioneta a un condenado a muerte. Condujeron hasta un paraje oscuro y le              
dieron la orden. Borras disparó, y enseguida comenzó a vomitar. Tiraron el            
cadáver en otra parte. El jefe le ordenó que metiera las manos en el cuerpo y se                 
llenara las manos de sangre. “No te las limpies, déjalas así”, le exigía. Lo llevó               
a cenar en un local junto a la carretera. “Esto es para que te vayas               
cauterizando”. Así es como se gana nervio para matar: comiendo con manos            
27 Aproximadamente R$ 600. 
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 ensangrentadas. Tiempo después el Borras rozó su propia muerte. Iba con otros            
tres, cuando se encontraron con los soldados. Se replegaron a unos terrenos            
baldíos. En la carretera, cayó a un hoyo y se desmayó. Cuando volvió en sí, sus                
compañeros yacían muertos. Caminó a una casa de seguridad cercana. En           
reunión con toda la estructura, lo tablearon y lo degradaron por perder su arma.              
Fue rebajado a halcón y pasó a ganar 800 pesos semanales. Le asignaron un              28
sitio de vigía y le dieron un radio. Una tarde, mientras comía papas fritas pasó               
un convoy del Ejército. Sintió que lo habían descubierto. Enterró el radio entre             
las papas, y escondió la bolsa de frituras en un hoyo. Huyó entre calles y vías                
del tren, por horas. Llegó a casa. Sus jefes lo estaban esperando. Les explicó lo               
ocurrido. Hasta que comprobaron que el radio estaba donde decía, le           
perdonaron la vida. El Borras habló con el expolicía y le dijo que esa vida no                
eras para él. Su jefe se compadeció, le tenía estima. Lo dejó salir de la               
organización (ENTRE LAS CENIZAs, 2012, p. 190). 
 
Yo era policía, (...) andaba en las unidades (...) ubicando personas del crimen             
organizado, armas, personas con drogas, cualquier tipo de drogas y así.           
Cuando logramos aprender a uno, pues tratábamos de sacar información por           
decir ¿quién era su jefe?, o ¿de dónde venía?, y pues generalmente nunca             
hablan así normal, así como “por la buena”, entonces utilizábamos técnicas de            
tortura, pues golpearlos, la bolsa de la cabeza para que se sintieran que se              
ahogaban, golpearlos en la boca, el estómago, a veces hasta en las partes             
íntimas, y diciéndoles pues psicológicamente también que teníamos a su          
familia, que teníamos a sus hijos, que teníamos a su esposa, a su mamá. Tienen               
que hablar, porque habla. Al principio les sacabamos las uñas con           
desarmadores… había algunos que sí hablaban inmediatamente y hay otros que           
no aguantaban y se morían. Cuando sabíamos que había testigos que se            
pudieran enterar que nos los llevábamos, los enterrábamos. Los que enterramos           
los alejamos de la ciudad (...) y encima de ellos metíamos yerba y metíamos              
agua y aplastamos la tierra para que no se viera (...) porque cualquier persona              
podía ver que estaba removida la tierra y la ropa la quemábamos, ropa, las              
identificaciones, todo, y les decíamos “pero un día nos van a ver y nos van a                
decir” y decía el comandante “no, no aquí los derechos humanos no nos hacen              
nada” (Testimonio de un policía, LOS OLVIDADOS DE LA JUSTICIA,          
2017). 
 
Instruidos en las formas de eliminación de cuerpos, de identidades, de memoria,            
estamos frente actores que son (a la vez víctimas y) victimarios, que conocen  
 
las técnicas de sometimiento y el performance de la intimidación. La destreza            
de su violencia es posible gracias a haber construido una insensibilidad a toda             
prueba. [Que han] logrado contener la inclinación a la empatía que la cultura             
judeo cristiana establece como mandato [y] porque existe un sector vulnerable           
que es susceptible a ser victimizado en una cultura donde la violencia sexual y              
de género se ha convertido en parte de las prácticas reiteradas del hábito de un               






























Mapa 3. Infografía sobre la violencia atribuida a enfrentamientos armados relacionados  
al narcotráfico, ocurridos en  2012, tomado de El Universal.  
 
Estos encuentros entre los representantes de las violencias sociales que los           
vuelcan en victimarios de sus iguales, hacen que“el crimen, más que simplemente            
llevado a cabo, es puesto en escena como una ofensa intencional a la dignidad              
ontológica de la víctima (...) la cuestión [es] deshumanizar, ensañarse sobre el cuerpo en              
cuanto cuerpo, destruyéndolo en su unidad simbólica, desfigurándolo (...) El cuerpo           
deshecho pierde su individualidad” (CAVARERO, 2009, pp. 25 y 26), como el operar             
de Guerreros Unidos “contra sus enemigos [a quienes] priva[ban] de la libertad (...)             
directamente o a través de algunos elementos de la policía de Iguala y Cocula;              
torturándolas, privándolas de la vida, incinerándolas e inhumándolas” (Milenio         
27/06/2017), o la reapropiación de espacios de privación de libertad como lo hacía el              
Cártel de los Zetas en el Centro Penitenciario de Piedras Negras, Coahuila, para             




 antes del 2011 (...) este centro penitenciario estaba totalmente controlado por el            
grupo de delincuencia (...) cuentan los testigos que dentro del penal se            
construían implementos que Los Zetas utilizaban para el tráfico de drogas, que            
inclusive el penal era utilizado para resguardarse de las fuerzas federales,           
también se habla que en aquel entonces Los Zetas pagaban al gobierno de             
Coahuila por tener el control de los centros penitenciarios y que esto sirviera             
para evadir a las fuerzas federales. Tenían (...) el control total a entrar y salir               
cuando quisieran (...) se habla de que en este centro penitenciario Los Zetas             
introdujeron a 150 personas que en barriles fueron calcinadas, fueron          
desintegradas y posterior a su desintegración fueron sacadas del penal y (...)            
arrojadas en cenizas al Río San Rodrigo que se encuentra cerca de aquí             




De esta manera queda esbozado el surgimiento y complejo desarrollo de la            
violencia contemporánea vinculada al tráfico de drogas en México. Fenómeno que se            
desarrolló estrechamente con procesos políticos y sociales, que a continuación          
abordaremos desde la revisión de los cambios institucionales y jurídicos que han            
instaurado la noción de “enemigo” y las acciones bélicas para su eliminación a fin de               
entender ese lado “organizado” de la delincuencia, en el que funcionarios del Estado y              
criminales han trabajado en conjunto, como describe Luis Astorga:  
 
el alto funcionario protege, domina, controla, promueve o extorsiona, pero          
jamás aparece como criatura del traficante. En cambio, el traficante necesita de            
él para sobrevivir en el medio, pero también de funcionarios civiles y            
policiacos en niveles inferiores entre quienes reparte algo de sus ganancias,           
pero a los cuales no domina completamente y pueden actuar en su contra             
cuando la superioridad jerárquica así se los ordene. El traficante domina en su             
campo, pero a la vez su poder está subordinado a otro superior: el político. Un               
poder ejecutivo con atribuciones excepcionales, un partido de Estado, y          
capacidad, fuerza, iniciativa y determinadas inclinaciones éticas de figuras         
políticas locales, no dejaban lugar al surgimiento de poderes ajenos a sus            
mecanismos fuera de la ley, si no era posible integrarlos de cierta manera en              
posición subordinada y dependiente. El campo del tráfico de drogas en México            
no nació ni se desarrolló de manera autónoma ni en autarquía. (ASTORGA,            
2015, p. 23 y 24). 
 
Pese a ello aún persisten los abordajes que separan a actores y se focalizan,              
mediáticamente, en la parte más violenta y sanguinaria, mientras que políticamente se            
sigue abogando por la perpetuación del confronto armado y es que una de las constantes               
al pensar en el fenómeno del tráfico de drogas en la región, es el de la imposibilidad por                  
colocar alternativas diferentes al policiamiento y como mencionaremos a continuación,          




 creo que la sociedad es la que está exigiendo que no nos vayamos. No es que                
nosotros queramos estar, no nos sentimos cómodos, lo he dicho, no lo            
pedimos, no estudiamos para esto. Pero es la sociedad la que nos está pidiendo              
ética y moralmente estamos obligados a atender a la sociedad, además de            
cumplir con la orden que nos da el presidente de la república (...) Lo hacemos               
porque es una orden, lo hacemos porque estamos conscientes que de no            
hacerlo las instituciones armadas en el país, no hay quien lo haga, pero insisto,              
creo que lo que urge es reconfigurar, reconformar los cuerpos policiacos para            
que esos a su vez hagan el trabajo que les corresponde por ley (Secretario de la                
Defensa Gral. Salvador Cienfuegos sobre la presencia del ejército en labores           
de seguridad pública, Noticiero Televisa, Octubre 13, 2015). 
 
Y es que en contextos que se asumen democráticos, apuntar a la exigencia             
ciudadana de seguridad por cuenta de la extrema video-vigilancia, la conformación de            
células policiales con entrenamiento militar en contraguerrilla para vigilancia policiaca,          
así como la inversión en armamento hacen que por momentos se olvide que las víctimas               
han sido los sectores ciudadanos más vulnerables, como se lee en Los condenados a               
muerte, de Bernardo Cortés Vicencio del proyecto colectivo 43 Poetas por Ayotzinapa: 
 
III 
Has visto el adorno de los muertos? 
has visto la bolsa negra en que ponen sus desechos? 
has visto donde exorcizan el destino de Nadie haciéndole zapatos de cemento? 
has visto empalados y desollados a tus seres queridos? 
has visto nada 
porque las pruebas son tus lazos ahogados cuando guardas silencio. 
La muerte y la manta contra la pared tienen el oído de la sombra  
sombras en la memoria de lagos palpitantes  
de toda la gente  
de toda la nación  
donde cada individuo  
lleva la marcha y a paso lento lleva conciertos de ira  
los hijos desolados de la sierra  
los condenados a muerte  
“los de Atenco, Aguas Blancas, Ayotzinapa, Acteal, las asesinadas de Juárez, 
los estudiantes del 68 y del 71.  




2.1. ESTRATEGIAS DE COMBATE AL NARCOTRÁFICO: RUMBO A LA         
CONSOLIDACIÓN DE LA MILITARIZACIÓN EN MÉXICO  
 
El tráfico ilícito de droga en México se remonta a principios del siglo XX, de               
acuerdo con Astorga (2015) desde 1912 agentes estadounidenses ya tenían identificadas           
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 pequeñas rutas y redes de comercio de opio, adormidera, marihuana, morfina y cocaína;             
coincidiendo con él, Jorge Chabat además indica que es hasta las décadas del cuarenta              
y cincuenta cuando la disposición gubernamental adoptó un giro punitivo,          
aumentándose las penas de privación de libertad contra quienes traficaran con drogas,            
ello como parte de su adhesión a tratados internacionales en la materia; además de              
involucrar la participación del ejército mexicano, enviando un elevado número de           
militares a las serranías para actividades de erradicación de cultivos, haciendo de la             
década de los setentas un periodo de combate a la siembra de marihuana y amapola,               
disminuyendo la importación de la primera de un 90% en el año de 1974, a un 5% en                  
1981; y de la segunda de un 85% en 1974, a un 37% en 1980 (CHABAT 2010, p. 24).  
Ya en la década de los noventa, con el desmantelamiento de las organizaciones             
de traficantes colombianos así como el aumento de transportistas de droga mexicanos, la             
temática adquiere importancia para el gobierno de México ante el evidente           
fortalecimiento y posicionamiento geográfico de los cárteles nacidos en su territorio:           
Cártel de Juárez, Cártel de Tijuana, Cártel de Sinaloa y Cártel del Golfo (Chabat,              
2010),  
La problemática no es únicamente local. Pilar Calveiro apunta a elementos que            
han permitido legitimar “las acciones bélicas de ocupación” bajo las que está cimentada             
“la guerra contra el narcotráfico” a nivel internacional, estos son: la fuerte vinculación             
con la red corporativa de los negocios legales y la vinculación con el poder político,               
donde también intervienen las dinámicas de la criminalidad pues 
 
se entiende que la lucha contra el narcotráfico debe dirigirse, de manera más             
general contra la delincuencia organizada. Con esta categoría se pretende          
establecer una distinción entre el pequeño delincuente y las grandes redes           
mafiosas. Pero en un contexto global (...) los ilícitos menores no pueden            
practicarse al margen de acuerdos, pagos de cuotas y permisos que otorgan los             
grandes grupos delictivos (…) a ello se agrega que el foco represivo no se              
coloca en los consumidores –entendidos más bien como “enfermos” o          
“víctimas”- sino en las organizaciones que lucran con el negocio,          
principalmente las ubicadas fuera del territorio de los Estados Unidos (…) la            
guerra contra el narcotráfico pasa a ser la guerra contra la delincuencia            
organizada que corrompe el sistema. La guerra contra el narcotráfico se           
traslapa como guerra contra el crimen organizado, y esta como guerra contra el             
crimen en general, como un único fenómeno que reduce dentro de esta            





 Problemáticas como la violencia histórica y la violencia disciplinante que ha           
configurado espacios de inmovilidad social en las que se acorrala a las juventudes que              
en su condición de pobreza, limitan sus opciones de vida laborable a la informalidad o a                
la ilegalidad 
 
el apresamiento de muchos jóvenes (...) que no pueden salir, que están presos             
en sus barrios, por ejemplo La Mara Salvatrucha (...) no pueden salir del             
barrio porque en la siguiente calle está controlada por La 18 o por quien sea,               
(...) pero no solamente presos por la violencia, tenemos jóvenes rurales que            
están presos en sus comunidades y que solamente tiene tres alternativas de            
movilidad: la migración hacia Estados Unidos; la migración temporales, decir          
esa que los mantiene como esclavos de los cultivos (...); la tercera es el narco y                
en ese mismo nivel, el ejército (REGUILLO, 2013). 
 
 
Lo anterior nos coloca frente a tres posibilidades de explicación: por un lado 1)              
la violencia como producto de un Estado fallido observables en las actuales formas de              
guerra “caracterizadas por la informalidad, [desplegadas] hoy en un espacio intersticial           
que podemos caracterizar como paraestatal porque se encuentra controlado por          
corporaciones armadas con participación de efectivos estatales y paraestatales”         
(SEGATO, 2016, p. 57). 2) nos coloca frente a la necesidad del análisis diferenciado a               
partir de las dinámicas propias de cada región y de cada estado de la república, a fin de                  
superar la noción del narcocentrismo (JAIMEZ & DÍAZ, 2017) de la cual,            
mediáticamente hablando, se ha explicado todo fenómeno de la violencia como           
resultante de la delincuencia organizada; o 3) analiza la violencia como reflejo de la              
reafirmación del Estado en su forma depredadora: el fin del Estado de bienestar y su               
vínculo con la vulneración de la población contrastan con la presencia del Estado             
policial:  
Un gran problema de análisis de la adjudicación del poder político por parte             
del crimen organizado es el raciocinio de que sería debido a una ausencia del              
Estado, la idea del vacío de poder u omisión en gobernar, que sería llenado por               
otras fuerzas. Ese raciocínio no coincide con la manera de cómo los grupos             
del crimen organizado han ejercido el poder pues ellos necesitan del propio            
Estado para alcanzar sus objetivos. En vez de un Estado ausente, lo que hay es               
un Estado presente cuya estructura interna es ocupada por el crimen           
organizado (MOREIRA, 2014, p. 184, traducción propia). 
 
 
Entendiendo entonces que nos encontramos ante un Estado presente, en cuya           
proceso evolutivo “lejos de democratizarse (...) los actores democráticos se han           
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 criminalizado y se han mimetizado con el crimen, creando estructuras macro-criminales           
que ahora están en el gobierno en donde ya no existe una división entre negocio legal e                 
ilegal” (CHAMBERLAIN In LOS OLVIDADOS DE LA JUSTICIA, 2017). 
En este entramado además se potencia subjetividades, lo que Segato ha           
denominado como pedagogías de la crueldad que no es otra cosa que la pedagogía y el                
mandato de masculinidad “funcional a la codicia expropiadora, porque la repetición de            
la escena violenta produce un efecto normalizador de un pasaje de crueldad y, con esto,               
promueve en la gente los bajos umbrales de empatía indispensables para la empresa             
predadora”. En el contexto cultural mexicano pueden asimilarse, como lo denomina           
Domínguez Ruvalcaba (2016) en su forma de la cultura del gandalla originada “en las              
subjetividades creadas a partir de la injusticia social y el machismo” en las que se               29
configura la del victimario: 
 
¿Qué forja el valor de la cultura de la muerte? ¿Qué normas rigen la              
desafección de los sujetos criminales? Llamo desafección a la construcción de           
una subjetividad que niega los afectos orientados por la empatía, lo que es             
determinante en la construcción de las masculinidades violentas (...) ¿Cómo se           
construye en los niños la desafección? Nuestra necesidad de que sean machos            
nos hace prohibirles expresiones de cariño, expresiones de afecto (...) el           
bullying producido en los grupos de niños son disciplinamientos (...) para que            
sean duros, para que no tengan resentimiento, para que no sientan culpa de la              
violencia y sí sientan culpa de expresar emociones, cariños, sentimientos (...)           
La noción del gandalla [es] uno de los términos que nos remite a la práctica del                
abuso como un cumplimiento de la norma de género de los hombres criminales             
(...) Se trata de un sujeto que se concibe como parte de una colectividad, la de                
los grupos ejecutores de las actividades ilícitas, con fines económicos pero que            
goza del prestigio del género hegemónico (...) nuestra cultura del crimen es            
una cultura de grupos, es una cultura gregaria (...) su aspecto normativo nos             
permite hablar de un ethos del hombre perpetrador que se constituye como una             
cultura del abuso de los sectores vulnerables al amparo de un sistema de             
impunidad que ha alentado la exacerbación de la violencia en México (...) el             
término gandalla se usa para referirse a personas que carecen de escrúpulos y             
restricciones morales, capaces de las acciones más crueles sin expresar ningún           
remordimiento. Es obligación no expresar remordimiento. Es un        
disciplinamiento. Llegar a ser gandalla no es que naciste gandalla es que te             
disciplinaron, te obligaron, te exigieron ser gandalla (DOMÍNGUEZ, 2016). 
 
 
29 Conferencia “Los desafectos y la formación de subjetividades violentas”, presentada en el Primer 
Encuentro Regional de Masculinidades, Delincuencia Organizada y Violencia Social en México. 
Querétaro, México, octubre 2016.   
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 Ya mencionados aspectos vinculados al trasfondo subjetivo de las violencias,          
ahora se hará mención de la conformación del Estado militarizado. Nos dice Cavarero             
que la historia de las guerras modernas: 
 
está plagada de estrategias irregulares, propias y verdaderas matanzas de los           
inermes o estragos a gran escala, justificadas en nombre de fines más altos y              
más justos [se trata] de registrar que “la política de atacar a la población civil               
para inducir al enemigo a rendirse, o para minar su moral, parece haberse             
convertido en un principio aceptable para el mundo civilizado”, en base a la             
‘convicción de que hay permiso para matar deliberadamente a los no           
combatientes cuando sea de utilidad” (CAVARERO, 2009, pp. 124 y 125). 
 
 
Para ello, nos dice Agamben, el soberano recurre al estado de excepción,            
creando y garantizando la situación “de la que el derecho tiene necesidad para su propia               
vigencia” (AGAMBEN, 1998, p. 29). Tal necesidad se materializa en la imposición de             
ese trato diferencial, y consiste en que el derecho le niega al enemigo su condición de                
persona, considerándola solamente a partir de su peligrosidad o del daño que pudiera             
provocar (ZAFFARONI, 2009). Esto queda ejemplificado en el artículo 29 de la            
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que establece: 
 
En los casos de invasión, perturbación grave de la paz pública, o de cualquier              
otro que ponga a la sociedad en grave peligro o conflicto, solamente el             
Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, con la aprobación del Congreso           
de la Unión o de la Comisión Permanente cuando aquel no estuviere reunido,             
podrá restringir o suspender en todo el país o en lugar determinado el             
ejercicio de los derechos y las garantías que fuesen obstáculo para hacer            30
frente, rápida y fácilmente a la situación; pero deberá hacerlo por un tiempo             
limitado, por medio de prevenciones generales y sin que la restricción o            
suspensión se contraiga a determinada persona (DIARIO OFICIAL DE LA          
FEDERACIÓN). 
 
De nueva cuenta remitiéndonos a Agamben, quien explica que no es la            
excepción la que sustrae a la regla, sino por el contrario es la regla la que, al                 
suspenderse, da paso a la excepción y es ahí cuando se constituye como regla:              
“llamamos relación de excepción a esta forma extrema de la relación que sólo incluye              
algo a través de su exclusión. La situación creada por la excepción tiene, por tanto, la                
particularidad de que no puede ser definida ni como una situación de hecho ni como una                
30 Las cursivas son mías.  
54 
 
 situación de derecho, sino que introduce entre ambas un paradójico umbral de            
indiferencia”  que al ser parte estructural de la soberanía:  31
 
no es, entonces, ni un concepto exclusivamente político, ni una categoría           
exclusivamente jurídica, ni una potencia exterior al derecho (...) es la           
estructura originaria en que el derecho se refiere a la vida y la incluye en él por                 
medio de la propia suspensión (...) La relación de excepción es una relación de              
bando. El que ha sido puesto en bando no queda sencillamente fuera de la ley               
ni es indiferente a ésta, sino que es abandonado por ella, es decir que queda               
expuesto y en peligro en el umbral en que vida y derecho, exterior e interior se                
confunden” . 32
 
Los factores bajo los que se argumenta, se impone la excepcionalidad, es decir             
aquellos que le legitiman, son de orden bélico. Desde la mirada armada, el Manual de               
Guerra Irregular da por hecho que ante las problemáticas entre naciones se activan             
“medios posibles para no llegar a la lucha armada, estos [son denominados como]             
DI.P.E.M.: 1) acción diplomática, 2) acción psicológica, 3) presión económica, 4)           
eventualmente la movilización de fuerzas armadas ; a lo anterior se le denomina guerra             33
fría y el país afectado debe tomar medidas para contrarrestar los efectos de este              
“combate sordo”, a tales medidas tendentes a nulificar la acción de la “guerra fría”, se               
les denomina medidas de seguridad interior, van desde una legislación apropiada hasta            
acciones armadas de restauración del orden (MGI, Tomo I, Cap 1, p. 2). Esta              
descripción se encuadra en un marco de conflicto internacional, enfrentamientos entre           
naciones, no obstante la historia reciente nos muestra que, la presencia de            
organizaciones campesinas y la incursión de la noción de delincuencia organizada como            
problema de criminalidad internacional han reactivado la presencia de estas medidas en            
el acontecer de la seguridad pública dentro de las naciones.  
Continuando en la lectura del manual, en éste se estipula que ante tales amenazas 
México hará frente mediante dos formas de hacer guerra: la convencional y la guerra              
irregular. “La guerra convencional, empleando las fuerzas armadas dentro de los           
campos de la táctica y de la estrategia. La guerra irregular a todo el pueblo, en un                 
esfuerzo continuo de resistencia y guerrillas en la totalidad del territorio” .  34
31 Ibíd. p. 31. 
32 Ibíd. p. 43 y 44. 
33 Las cursivas son mías. 
34 Ibíd. MGI, p.5. 
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 Es entonces que observamos la mudanza de atribuciones de las fuerzas armadas,            
que  
 
en cumplimiento de su misión constitucional realizan operaciones de seguridad          
interna mediante medidas activas y pasivas para evitar o contrarrestar la           
subversión, los disturbios civiles, el sabotaje, el terrorismo, las acciones          
armadas de rebeldes y en forma especial a auxiliar a la población civil en              




donde la referencia a nociones de medidas activas y pasivas encubren acciones            
específicas para hostigar y desmoralizar al adversario en las que están todas las de              
carácter psicológico y para la eliminación de personas, de las cuales resaltan las             
siguientes descripciones, por su relación con las técnicas de desaparición, el de            
secuestro y el de emboscada: 
 
Un secuestro es la captura y custodia de una personalidad o grupo de agentes              
llevando a cabo de forma violenta o pacífica por elementos armados de una             
guerrilla urbana, a fin de obtener por este medio un beneficio (...) Los objetivos              
(...) pueden ser muy variados teniendo en consideración que la persona o grupo             
de personas capturadas y retenidas por sus características representan objetivos          
por los cuales puede hacerse presión y lograr la finalidad perseguida por la             
operación (...) Estos objetivos deberán ser escogidos cuidadosamente de entre          
todos los individuos susceptibles, de manera que su captura y retención, no            
represente un riesgo mayor del calculado, así como que su retención influya            
definitivamente en la moral del enemigo, por lo que este tipo de operaciones             
deberán tener por lo general la mayor difusión posible entre el adversario a             
todos los niveles, así como a la población civil (MGI, Tomo I, Cap. 7, p. 5). 
 
Una emboscada es un ataque sorpresivo contra fuerzas enemigas en          
movimiento. En una emboscada el atacante fija el lugar y el emboscado la hora              
(MGI, Tomo I, Cap. 4, p. 4). 
 
Es entonces que nos encontramos no ante una “guerra contra las drogas” sino             
frente a expresiones de guerra irregular, entendida como aquel escenario bélico en el             
que se interrelacionan y desdibujan las presencias activas y pasivas de las formas de              
violencia que se desprenden de tipos de agrupaciones armadas que en el lenguaje militar              
se identifican como: movimientos de resistencia (recursos de carácter estatal), de la            
guerra de guerrillas (operaciones militares abiertas con tácticas y técnicas especiales           




 en territorio bajo control enemigo) y/o de las operaciones de contraguerrilla           
(conducidas por fuerzas civiles, militares, o militarizadas en terreno propio para           
localizar, hostigar y destruir a fuerzas integradas por enemigos y traidores) (basado en             
las definiciones del MGI, Tomo II, pp. 124 y 125). Como apunta Cavarero, se trata               
entonces de  
 
distinguir el desplazamiento de una situación que prevé, entre los combatientes           
uniformados, el recíproco reconocerse como enemigos [refiriéndose al antiguo         
modelo de guerra entre naciones] y una situación que prevé, por el contrario, el              
ataque de combatientes sin uniforme, invisibles en cuanto privados de marcas,           
porque precisamente la clandestinidad y la oscuridad son sus armas más           
poderosas. Llamarlos enemigos, sobre la base del viejo modelo de la guerra            
regular, se vuelve impropio (CAVARERO, 2009, p. 116).  
 
 
Las acciones de cara a la consolidación del proceso de militarización y de la              
política punitiva en materia de narcotráfico en México fueron implementadas bajo el            
nombre de Estrategia Nacional de Seguridad en 2006, a la que corresponden            
principalmente:  
A. La realización de Operativos Conjuntos, que consiste en el aumento de la            
presencia de las fuerzas policiales (federales, municipales y estatales), así como           
de las Fuerzas Armadas (ejército y marina) para realizar actividades de           
seguridad pública. 
B. El aumento de las Capacidades Operativas y tecnológicas de las Fuerzas del            
Estado, referente a la selección y reclutamiento de una Nueva Policía Federal,            
así como a la profesionalización de ministerios públicos, la mejora de           
condiciones y equipos para las fuerzas armadas y el aumento de salarios. 
C. Cooperación Internacional, este punto se refiere específicamente a la Iniciativa          
Mérida que involucra a Estados Unidos, México y Centroamérica, siendo el           
primero quien ha destinado dinero para la compra de equipo y entrenamiento            
(400 millones de dólares en el primera año) y quien también retuvo el pago de 5                
millones de dólares durante octubre de 2015 debido al incumplimiento de           
México en materia de Derechos Humanos, además de su participación en el            
Programa de Correccionales para la certificación de sus cárceles mediante la           
empresa ACA (incursionando en la privatización de las prisiones).  
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 D. Implementación de una Política activa de prevención del delito mediante la           
realización de operativos.  
E. Reformas en el marco legal e institucional, que ha sido una de las             
modificaciones más significativas pues involucra la reforma constitucional al         
Sistema de Justicia Penal que consiste en la mudanza (en un periodo de ocho              
años que finalizó en junio de 2016) hacia un sistema con juicios orales que              
implica procesos simplificados, así como un régimen de protección de los           
derechos de las víctimas en el que el juez deberá escuchar personalmente el             
alegato de las partes y presenciar el desahogo de las pruebas; en el ámbito de la                
política criminal ocurre el cambio de denominación de readaptación social a           
reinserción social, aunado a la propuesta de creación de un Código Penal Único             
para toda la república y reformas al Código Penal Federal con las que se              
aumentan las penas impuestas por delitos considerados contra la salud          
(vinculados al tráfico de drogas). 
 
La Iniciativa Mérida, se anunció como una estrategia en enfrentamiento armado,           
directo contra los carteles de la droga. De acuerdo a la base de datos publicada por el                 
Observatorio del Programa de Política de Drogas del Centro de Investigación y            
Docencia Económicas (CIDE), parte de los resultados de esta iniciativa pueden           
resumirse en: la realización de 39 operativos por parte de la PF (entre 2006 y 2012) así                 36
como 100,100 operaciones aéreas por parte de la Fuerza Aérea Mexicana en los             37
siguientes operativos y con las siguientes incautaciones : 38
 






Michoacán 6634 301 916.49 355.583 
Chihuahua 227 197 411.22 174.358 
36 Realizados en tres etapas: entre el 1 de diciembre de 2006 al 31 de diciembre de 2011, entre el 1 de 
enero al 30 de junio de 2012 y entre el 1 de julio al 31 de agosto de 2012 (Programa de Política de 
Drogas con base en el Informe de Rendición de Cuentas 2006-2012 de la Policía Federal). 
37 Programa de Política de Drogas con base en datos de los Informes de labores de la SEDENA de los años 
2007 a 2013. 
38 Tabla elaborada con los datos de la base Programa de Política de Drogas integrada por datos de 
los Informes de Rendición de Cuentas 2006-2012 de la SEDENA. 
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 Laguna 1408 653.206 10.571 
Culiacán-Navolato-Gua
muchil 
481 157 735.14 592.11 
Guerrero Seguro 2070 7 941.13 5.028 
Veracruz Seguro 1505 118.767 368.099 
Morelos Seguro 478 5 482.27 737 
Noreste 10 562 923 620.67 1 830.33 
Monclova 1 789 1 555.05 30.736 
Triángulo de la Brecha 460 1 214.05 1 
Tabla 2. 
 
Entre 2000 y 2014 fueron registradas 468 detenciones realizadas sólo por           
personal de la SEDENA mientras que las cifras de detenciones generales dan muestra             39















39 Solicitud de información con folio 0000700209414 realizadas a la Secretaría de la Defensa Nacional 
(SEDENA) vía INFOMEX. 
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Respecto a la letalidad, se tiene que entre noviembre de 2007 y mayo de 2013               
murieron 403 personas en “enfrentamiento con la SEMAR en coadyuvancia para el            
ejercicio del estado de derecho . Finalmente, en el impacto al ámbito penitenciario, en             40
2010 “se anunció la construcción de las primeras cárceles pertenecientes al esquema de             
Asociación Público-Privada, distribuidos en los estados de Sonora, Chihuahua,         
Durango, Jalisco, Guanajuato, Michoacán, Morelos, Oaxaca, Chiapas, Campeche,        
Puebla, Hidalgo y Estado de México (DOCUMENTA, 2016, p. 16). 
No se puede ignorar que funcionarios responsables de la implementación del            
Plan Mérida fueron vinculados a los cárteles de la droga, denotando redes de corrupción              
en diferentes esferas de gobierno, principalmente en las policiacas, como sucedió con el             
entonces secretario de seguridad pública, Genaro García Luna y otros siete           
exfuncionarios cercanos a él, pertenecientes a dicha secretaría y a la PF , a quienes se               41 42
les señaló por haber recibido dinero de grupos de la delincuencia organizada,            
40 Solicitud de información con folio 0000700209414 realizadas a la Secretaría de la Defensa Nacional 
(SEDENA) vía INFOMEX. 
41 Facundo Rosas Rosas “como comisionado de la Policía Federal Preventiva, estuvo al frente del 
operativo de desalojo de normalistas de Ayotzinapa, en Chilpancingo, Guerrero, el 12 de diciembre de 
2011, acción que provocó la muerte de tres personas (por lo que) fue llamado a comparecer ante la 
Comisión Nacional de Derechos Humanos por los excesos en que incurrió la policía federal durante el 
operativo” (Proceso 01/04/2013). Posteriormente se le designaría como Secretario de Seguridad en el 
estado de Puebla, cuyo antecesor en el cargo, Ardelio Vargas Fosado (también cercano a García Luna) y 
cuya administración se destacó por abusos de autoridad, y por el uso de la fuerza pública para reprimir 
movilizaciones y protestas sociales. 
42 Luis Cárdenas Palomino se desempeñó como titular de diversas áreas de la PF en materia 
antisecuestros y de seguridad a nivel federal, en junio de 2012 fue acusado de brindar protección al 
“narco” en el Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México (AICM), esto después de un tiroteo 
“suscitado en la Terminal 2 del AICM (…) en el que murieron tres elementos de la PF, (el cual) se originó 
por presiones y amenazas entre distintos grupos policiacos que se disputan el control del tráfico de 
drogas en ese lugar (donde) Luis Cárdenas Palomino, jefe de la División Regional de la Policía Federal, 
protege las actividades del narcotráfico en la terminal aérea y (…) sus principales contactos son José 
Antonio Dighero Medina, comandante en jefe de la PF en el aeropuerto así como los tres oficiales 
muertos” (Proceso 07/07/2012). El comisionado de Seguridad Regional de la Policía Federal Preventiva 
Édgar Eusebio Millán Gómez quien fuera ejecutado en el interior de su domicilio, supuestamente por 
órdenes de los Beltrán Leyva, y de Joaquín Guzmán Loera, en su asesinato se vio involucrado un agente 
de la Policía Federal (Proceso 13/05/2008).  Francisco Javier Garza Palacios, Igor Labastida Calderón, 
Ramón Eduardo Pequeño García y Gerardo Garay Cadena.  
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 específicamente a García Luna se le relaciono directamente con los Beltrán Leyva , el             43
Cártel de Sinaloa, los Zetas y el cártel del Golfo ; este personaje actualmente encabeza              44
el consejo directivo de la consultora GLAC con la cual ha reaparecido en la escena               45
pública en el ámbito de la consultoría privada al presentar “una nueva métrica que mide               
la seguridad con bienestar, denominado ÍNDICE GLAC, que evalúa tres aspectos;           
político-social; económico-financiero y seguridad-justicia” , de estos ocho personajes        46
al menos dos han sido señalados por la CNDH por violaciones a Derechos Humanos,              
dos fueron ejecutados y quienes aún viven fueron removidos de sus cargos para ocupar              
otras dependencias, también vinculadas a seguridad. 
Otro cambio de importancia y que pasó desapercibido fueron las modificaciones           
en el Código de Justicia Militar en el que se aprecian importantes reformas entre el 2005                
y el 2016, resaltando la de 2011 en la que se incluye el delito de Traición a las Fuerzas                   
Armadas, por el que se imputara la pena de prisión de treinta a sesenta años y la baja de                   
las Fuerzas Armadas al militar que se incorpore a la delincuencia organizada (DOF,             
Artículo 275), conducta que comprende: 
  
1. Utilice la fuerza, embarcación, aeronave, o cualquier otro bien o recurso            
humano que tenga bajo su cargo o mando a favor de cualquier miembro de la               
delincuencia organizada o asociación delictuosa; 
II. Proporcione a cualquier miembro de la delincuencia organizada o          
asociación delictuosa, protección o facilidades en la plaza o puesto confiado a            
su cargo; así como adiestramiento, capacitación o conocimientos militares; 
III. Induzca al personal que tenga bajo su mando o a las tropas de las que                
forme parte, para que presten algún servicio a cualquier miembro de la            
43 Luego de su detención, Edgar Valdez Villareal, alias “La Barbie”, aseguró en noviembre de 2012 “que el 
funcionario ha recibido pagos del narco desde 2002 (…) Además de recibir el dinero (…) los altos 
funcionarios de Seguridad toman como botín los decomisos que realizan”. Dicha declaración se dio en los 
primeros días de gobierno del actual presidente Peña Nieto quien envía al Congreso la iniciativa de la 
que después se eliminaría la Secretaría de Seguridad Pública (de la que era titular García Luna, en el 
gobierno calderonista) y transferiría sus funciones a la Secretaría de Gobierno (El Economista 
28/11/2012). Esa acusación no fue la única, en 2008 un testigo protegido “quien trabajó para Joaquín El 
Chapo Guzmán, así como el excomisionado de la PFP, Javier Herrera Valles, coincidieron en señalar a 
ambos funcionarios” Rosas Rosas y García Luna (PROCESO, 01/04/2013).   
44 De acuerdo a declaraciones de agente de la DEA para el semanario Proceso, “los servicios de                 
inteligencia tienen una abultada recopilación de informes recabados en México y en Estados Unidos, que               
señalan los posibles nexos de García Luna con miembros del narcotráfico (…) Alguna de esta información                
data desde el sexenio de Fox” (PROCESO, 02/12/2017). 
45 Disponible en: <http://www.glacconsulting.com/us/>  
46 “El Seminario de Seguridad, Ciudadanía y Violencia en América Latina que organiza el Instituto 
Tecnológico de México (ITAM), fue el marco de la presentación del mecanismo encabezado por quien 
fuera uno de los principales responsables del inicio del combate abierto contra los grupos de delincuencia 
organizada durante el sexenio de Felipe Calderón” (SDP NOTICIAS, 03/03/2017). 
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 delincuencia organizada o asociación delictuosa, o reclute personal militar para          
el mismo fin; 
IV. Proporcione a cualquier miembro de la delincuencia organizada o          
asociación delictuosa, información a la que tenga acceso con motivo del           
ejercicio de su cargo o comisión; 
V. Incumpla con sus obligaciones, respecto de las tropas a su cargo, para             
actuar contra cualquier miembro de la delincuencia organizada o asociación          
delictuosa,  
VI. Obstaculice las acciones de las fuerzas armadas o autoridad competente, en            
contra de cualquier miembro de la delincuencia organizada o asociación          
delictuosa;  
VII. No ejecute una orden del servicio o la modifique de propia autoridad, en              
ambos casos, para favorecer a cualquier miembro de la delincuencia          
organizada o asociación delictuosa; 
VIII. Falsifique o altere un documento o instrumento que contenga          
información relativa a las operaciones de las Fuerzas Armadas o autoridad           
competente en contra de cualquier miembro de la delincuencia organizada o           
asociación delictuosa, o a sabiendas de que se trata de documentos o            
instrumentos falsificados o alterados, haga uso de ellos; 
IX. Proporcione a sus superiores información diferente a la que conozca acerca            
de las actividades que esté desarrollando en las Fuerzas Armadas en contra de             
cualquier miembro de la delincuencia organizada o asociación delictuosa, u          
omita proporcionar los datos que tenga sobre dichas actividades, así como de            
los proyectos o movimientos de éstos; 
X. Conduzca o guíe las actividades de cualquier miembro de la delincuencia            
organizada o asociación delictuosa, y XI. Ponga en libertad a cualquier           
miembro de la delincuencia organizada o asociación delictuosa, o proteja o           
facilite su fuga . 47
 
Por último, en 2017 se aprueba la Ley de Seguridad Interior, en el marco del               
aumento de la violencia en estados de la república considerados no violentos y el              
repunte de los homicidios en estados del norte en dónde se habían disminuido             
considerablemente, demostrando la falla de la estrategia de seguridad del actual           
gobierno, y heredera del esquema militarizado del anterior mandato, que para           
especialistas como Eduardo Guerrero y Alejandro Hope corresponden al “aumento de           
los homicidios [debido] a la existencia de grupos criminales pequeños, pero muy            
violentos, que pelean por el control de actividades criminales como el secuestro, la             
extorsión y el tráfico de drogas” (TERCERA VÍA 16/01/2017). En esta Ley se hace uso               
de conceptos ambiguos como el de “uso legítimo de la fuerza” y su ejercicio para               
“repeler o neutralizar actos de resistencia no agresiva, agresiva y agresiva grave” es             
decir, lo que amenaza directamente a los derechos de la población, como acontece en las               
movilizaciones y escenarios de manifestación social que continuarán expuestos a formas           
47 Ibíd.  
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 de represión violenta pero esta vez bajo amparo de la ley y por parte de una agrupación                 
de formación militar; otro punto se refiere al paso de “facultades a las fuerzas armadas               
sin un adecuado control del Poder Ejecutivo” lo que posibilitaría un “proceso de             
expansión del aparato castrense” a funciones civiles tales como “la capitanía de puertos,             
en la procuración de justicia, la seguridad pública, entre otras”; otra de las atribuciones              
que esta ley da a las fuerzas armadas está en la permisibilidad para la recolección de                
información mediante cualquier técnica o método, atentando gravemente a la privacidad           
de la ciudadanía mediante mecanismos de espionaje, mientras que las informaciones           
referentes a las acciones de las fuerzas armadas quedarán bajo resguardo institucional,            
es decir, se afectará aún más al acceso a la información y transparencia de la ciudadanía                
civil sobre el actuar castrense (Expansión 15/02/2017). De tal forma que, presenciamos            
la falta de interés del gobierno mexicano por implementar alternativas no militarizadas            
para atender a la actual problemática, una de ellas, por ejemplo, ha sido la falta de un                 
debate serio en las cámaras,  acerca de la despenalización del consumo de la marihuana.  
Para cerrar este capítulo, desde la óptica de un militar para quien “los derechos              
humanos sólo sirven para defender criminales”, se hacía necesario un mecanismo para            
“levantar la moral de tropa”, pues “el soldado acostumbrado a obedecer” se topaba con              
incongruencias de la moral de un soldado, la ejecución judicial y el operar de las               
dependencias policiales pues, el soldado que en actividades contra el narcotráfico           
detenía “a los malos arriesgando sus vida” y lo llevaba al ministerio público y el sujeto                
en cuestión alegaba que había sido golpeado u ofendido, “derechos humanos lo sacaba”             
de la cárcel o si las autoridades estaban corrompidas, lo sacaban de la cárcel “y el                
malandrin que regresaba a las calles se vengaba del militar”, se exponía él y exponía a                
su familia a represalias “de los malos” o también se daba el caso de que si “derechos                 
humanos” demostraba que el militar abusó del uso de la fuerza, cuando el soldado              
“estaba cumpliendo órdenes”, se enfrentaba a sanciones o incluso a proceso en el fuero              
militar lo que afectaba a esa moral de tropa sobre el actuar con valor y entrega, “cuando                 
los que ganan al final son los malos” , como apunta Bodê de Moraes cuando analiza               48
frases similares “derechos humanos para humanos derechos” o “los derechos humanos           
48 Testimonio anónimo. 
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 son par defender criminales” (ver Anexo 1), entre los agentes de seguridad pública en el               
estado brasileño de Paraná y señala  
 
Repetidas y divulgadas hasta el cansancio en programas de periodismo policial           
en la televisión o en periódicos impresos, ésta visión representa la reacción            
más extrema e intensa contra las políticas de derechos humanos que es            
presentada como una defensa de los intereses y derechos de criminales en            
detrimento de los derechos de la población de bien y de los derechos de los               
policías. Marcada con una fuerte carga emocional, normalmente la idea de que            
los “derechos humanos son para defender delincuentes” viene asociada a un           
encadenamiento de eventos y con la proposición de soluciones legales y           
extrajudiciales en el tratamiento del criminal o de las poblaciones pobres,           
negras y habitantes de las periferias de las ciudades brasileñas (BODÊ, 2009,            
p. 2, traducción propia).  
 
Es frente a dicho entramado favorecido por la políticas belicistas que se            
mantiene la diferenciación con el otro, que como apunta Zaffaroni, en la negación de la               
víctima está una de los modos de neutralización indispensable para el avance y             




























Hemos sufrido la ausencia de Toño sus padres y hermana. También su novia,             
la última persona que oyó su voz a través del teléfono, la que nos dio la certeza                 
del día, hora y lugar de la sustracción, con quien nuestro hijo proyectaba una              
vida en común, a la que veía como a la madre de sus hijos, nietos que nunca                 
veremos; hijos y nietos que se quedaron como un mero proyecto de vida de él               
y de nosotros. Al llevárselo, nos llevaron con él, a todos. 
 
Comunicado por el 9° aniversario de la desaparición  
de José Antonio Robledo Fernández. 
 
3. DESAPARICIÓN DE PERSONAS: CONCEPTUALIZAR LA AUSENCIA  
 
Antes de preguntarnos ¿a qué nos referimos cuando hablamos de desaparición?,           
primero habrá que considerar que siempre ha habido desapariciones: 
 
Hay una larga historia de desaparecidos, en todas partes del mundo. En efecto,             
como hecho social, la desaparición no se limita a la época contemporánea, no             
se reduce al ámbito de los países latinoamericanos, ni es patrimonio exclusivo            
de los tiempos de guerra. Náufragos en el mar, emigrantes de todos los             
caminos, campesinos convertidos en seres anónimos en las ciudades, así como           
soldados caídos en combate. Los desaparecidos son innumerables y las          
configuraciones socio-históricas de la desaparición son eminentemente       
multiformes (ANSTETT, 2017, P. 34).  
  
Por su parte, Étienne Tassin, abre su análisis al marco de las sociedades liberales              
y recurre al término de desaparición para designar  
 
la situación de las personas que, a raíz de migraciones forzadas y aleatorias,             
han quedado condenadas por la economía globalizada a la clandestinidad en           
los países a los cuales terminó conduciéndolas su errancia. La desaparición           
designa, pues, la operación mediante la cual la sociedad liberal despoja a los             
inmigrantes de sus derechos a toda visibilidad, los borra del espacio público de             
aparición y los reduce a una existencia subterránea, oscura, cavernosa (2007, p.            
100)  
 
Tratar con este tema implica entonces, hacer de la ausencia una categoría de             
análisis en la cual se engloban una pluralidad de abordajes dirigidas al cuerpo, a la               
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 memoria, a la identidad, como reitera Fábio Alves Araújo al señalar que el “fenómeno              
de desaparición de personas [es] tan vasto como su pluralidad semántica y las figuras de               
las categorías de desaparición y desaparecido” (ARAÚJO, 2014, p. 37); y es que             49
resulta fundamental categorizarle desde perspectivas sociales, históricas, políticas y         
culturales.  
Oliveira y Geraldes en su estudio sobre el fenómeno de desaparecimiento en            
Brasil, le consideran como una “forma de violencia contra el ciudadano” (1999, p. 117);              
cuyo concepto de desaparición es necesario delimitar pues transita y se difumina con             
otros similares a éste, como son: 1) Desaparecido, en el que los autores se remiten por                
un lado a las desapariciones políticas ocurridas en las dictaduras militares           
latinoamericanas pero señalan también que tal concepto alude a una persona que por             
razones externas o internas desapareció, se ocultó, se escondió o se perdió y de quien               
se puede suponer que murió; añaden además el concepto de desaparecido civil que se              
refiere a las personas que desaparecen cotidianamente de sus residencias, ciudades,           
trabajos, sin que haya informaciones al respecto sin deducirse, a priori, cualquier            
motivación política. 2) El concepto de perseguido está relacionado a razones políticas,            
una persecución podría motivar una desaparición pues en su intento por escapar, el             
perseguido puede no querer o no poder comunicarse con sus conocidos o familiares; en              
cambio 3) el fugitivo sólo podrá ser considerado un desaparecido cuando su paradero             
fuera completamente desconocido, cuando después de una fuga no se obtuvieran más            
noticias sobre su vida o muerte. 4) el Forajido dentro de la jerga policial se refiere a                 
los acusados que escaparon de prisión o de alguna orden judicial, a quienes puede              
considerarse como desaparecidos cuando [sean] reclamados públicamente por alguien.         
5) Secuestrado representa un grupo de personas tomadas a la fuerza por otra o por un                
grupo organizado, el secuestrado no actúa por voluntad propia y en el secuestro está en               
juego alguna forma de pago o intercambio. 6) Raptado, en esta forma de sustracción, la               
persona está destinada a ser objeto de satisfacción de otro de un grupo. 7) Indigente               
también es utilizado, sobretodo, por el Estado, para designar a las personas que             
murieron o fueron encontradas muertas sin haber sido posible identificarlas señalando           
los autores que a diferencia del desaparecido, el indigente puede no tener quien lo              
49 La traducción es mía. 
66 
 
 busque mientras que el primero siempre es desaparecido para alguien. 8) Migrante se             
aproxima del concepto de desaparición en cuanto reflexionamos sobre los procesos de            
desestructuración familiar, de desempleo y de falta de asistencia institucional presentes           
[en el país] condiciones que llevan a muchos ciudadanos a emigrar con la consecuente              
pérdida, muchas veces de lazos personales; incluso siendo migrantes pueden haber sido            
notificados como desaparecidos en sus lugares de origen .     50
 
Entonces se tiene que una persona desaparecida es aquella cuya “ausencia fuera            
comunicada públicamente, siendo desconocido su paradero, o de localización inexacta,          
inaccesible y o sin noticia de su situación de vida o muerte ” (OLIVEIRA &              51
GERALDES, 1999, p.32). No obstante la referencia en esta investigación está ligada a             
la violencia política ejercida contra la ciudadanía, determinante en la acción de sustraer             
a alguien mediante el uso de la fuerza y con intervención de agentes del Estado, de ahí                 
la noción de desaparición forzada de personas donde un factor determinante para            
continuar la delimitación del concepto que atañe a esta investigación está en el ámbito              
jurídico de orden internacional cuyo antecedente histórico navega de la II Guerra            
Mundial a la violencia de Estado ejercida en América Latina durante la segunda mitad              
de siglo XX. 
 
3.1 DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS, CRIMEN DE LESA        
HUMANIDAD 
 
De acuerdo con Alejandro Vélez, la práctica de desaparición forzada de personas            
es un delito característico de la segunda mitad del siglo XX, cuya narrativa comienza a               
escribirse después de la Segunda Guerra Mundial (2016). Directamente atribuida al           
decreto Nacht und Nebel (Noche y Niebla) que establecía  
 
el protocolo de actuación respecto de los civiles arrestados en el extranjero por             
ofensas contra el Reich o sus fuerzas armadas (…) Según esta política, los             
arrestados que no fueran condenados a muerte directamente podían ser          
“desplazados” en el periodo de 8 días. Tras ese periodo algunos prisioneros            
50 Ibíd., pp. 17-23. La traducción es mía. 
51 Traducción propia. 
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 “desaparecerían en el aire” y dejaban de existir para sus familiares (MIRAS en             
VÉLEZ, 2016, p. 17). 
 
 
De acuerdo con Rainer Huhle (2014) a finales de 1941 Wilhelm Keitel por orden              
directa de Hitler, emite la orden titulada Instrucciones del Führer y comandante            
supremo para el enjuiciamiento de los crímenes contra el Reich o contra las fuerzas              
instaladas en los territorios ocupados; el entonces mariscal de campo afirmará tiempo            
después que desde 1942 dicho decreto era de común conocimiento entre las altas esferas              
del partido nazi como decreto Nacht und Nebel (Noche y niebla) cuya  
 
finalidad esencial era, sobre todo tras el inicio de la guerra contra la Unión              
Soviética, combatir eficazmente la creciente actividad de la resistencia en los           
territorios de Europa Occidental ocupados por Alemania. Es decir que el           
decreto Noche y niebla se refería exclusivamente a los ciudadanos de Francia,            
Bélgica, Holanda, Luxemburgo y Noruega. Esta orden de Hitler (…) fue           
concebida y llevada a cabo como un importante elemento disuasorio contra           
actos de resistencia, bien mediante ejecuciones sumarias, bien mediante el          
arresto de las personas afectadas y su traslado con el mayor secreto a             
Alemania, donde, sin ninguna comunicación a sus familiares o ni siquiera a las             
autoridades de sus respectivos países, debían ser puestas a disposición de           
tribunales, cuya sentencia debía también mantenerse en secreto (HUHLE,         
2014, p. 255).  
 
 
Es decir que se trataba de un selectivo mecanismo de detención, traslado a             
territorio alemán, enjuiciamiento (tanto en la jurisdicción militar como en tribunales           
civiles especiales) y posterior encarcelamiento. Los detenidos, los prisioneros “NN”,          
estaban considerados entonces, dentro de un grupo cuyo destino debería decidirse en            
cuanto terminara la guerra. Sin embargo estos planes se vieron alterados por dos             
factores: uno en 1942 con el aumento de los enjuiciamientos lo que llevó al envío               
directo hacia algunos campos de concentración, pero bajo medidas de identificación           
dentro de dichos campos; y el segundo cuando la derrota alemana se hizo inminente, lo               
que llevó a que prisioneros “NN” fueran trasladados a campos de concentración en             
1944, omitiéndose dicha denominación, por lo que perdieron la vida junto a otros miles              
de personas, ya fuera en las “marchas de la muerte”, o debido a las condiciones de                
hambre y trabajo forzado. De lo anterior, y apoyado en la revisión documental y de               




 en el decreto Noche y niebla (…) se describían y se precisaban los             
principales componentes de lo que hoy día se consideran delitos graves           
en las declaraciones, resoluciones y convenciones contra brutales        
desapariciones forzadas. Eso no tenía por qué significar un         
comportamiento especialmente cruel en relación con los prisioneros        
atrapados en el sistema de terror del nacionalismo. En algunos casos,           
incluso podía suponer salvarse del exterminio, siempre y cuando se          
respetara el itinerario judicial establecido mediante el decreto Noche y          
niebla de Keitel sobre los desaparecidos. El objetivo final de las           
acciones Noche y niebla no era la eliminación de los prisioneros, sino            
su aislamiento hasta que acabara la guerra, además del terrorismo          
psicológico que provocaba en las familias y en la población afectada           
(HUHLE, 2014, p. 261). 
 
 
Del posterior análisis de dichos mecanismos de desaparición, en los juicios de            
Núremberg nacería la tipificación penal de los organismos internacionales.  
La continuidad de la aplicaciones de mecanismos desaparecedores en diferentes          
países, da cuenta de apropiaciones y transformaciones a formas locales de desaparición            
que van mutando y perfeccionándose con el devenir del siglo XX:  
 
La caída de los regímenes militares en América Latina no significó el fin de la               
práctica de desaparecer a opositores políticos, que continuó y no se limitó            
únicamente a grupos que cuestionan los fines y objetivos políticos del           
gobierno. A partir de los años noventa, otros actores poderosos vinculados al            
crimen organizado empezaron a emplear la práctica de desaparición de          
personas como una táctica de terror contra adversarios y ciudadanos comunes           
y como parte de un lucrativo comercio de esclavos humanos (FREGOSO,           
2017, pp. 126 y 127).  
 
Pero fueron principalmente las movilizaciones de familiares, organizaciones y         
sociedad civil, las que atraen la mirada internacional y así se posicione sobre dicho              
fenómeno creando numerosos mecanismos legales, de investigación y acompañamiento.  
La Organización de las Naciones Unidas (ONU) se pronuncia en contra de estos             
actos, creando una Comisión Especializada a la que le seguirá el Grupo de Trabajo              
Sobre Desaparición Forzada de Personas (1980) constituyendo el primer mecanismo          
temático de esta organización, encargado de ser “un vínculo entre los familiares de las              52
52 Estos mecanismos están “encargados de supervisar países, esto es, se pide a expertos o grupos que se 
encarguen de vigilar la situación en un país específico [mediante] relatores [además] hay mecanismos 
temáticos, esto es expertos o grupos de expertos que supervisan la incidencia de una violación 
específica a Derechos Humanos en todo el mundo, ya que no se circunscriben a un país en un periodo 
determinado (…) Éste grupo de trabajo no constituye un órgano de supervisión sino más bien el de un 
canal de comunicación (p. 39 y 40)”. 
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 víctimas de desaparición forzada, las Organizaciones No Gubernamentales, y otras          
instancias con los gobiernos” (CARMONA, 2005, p.39), y que ha documentado casos            
de desapariciones forzadas desde la década de los ochenta en cerca de setenta países. En               
la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las            
Desapariciones Forzadas de 1992 se establecen los mecanismos de protección que los            
países tratantes habrán de respetar e implementar, mientras que la Organización de            
Estados Americanos (OEA) preocupada por esta temática desde finales de los setentas,            
establece la Convención Interamericana contra la desaparición Forzada de Personas en           
1994 teniendo como organismos supervisores a la Comisión Interamericana de          
Derechos Humanos (CIDH) y a la Corte Interamericana de Derechos Humanos           
(CoIDH), dicha convención entró en vigor dos años después adhiriéndose el Estado            
Mexicano hasta el 2001, lo que no es casual pues acontece en el proceso de transición                
política. En 2006 el Consejo de Derechos Humanos de la ONU adopta la Convención              
Internacional para la Protección de todas las Personas contra la Desaparición Forzada,            
de la cual México se adhiere hasta marzo de 2008. 
Basados en las conceptualizaciones de orden penal internacional, podemos decir          
que la desaparición forzada de personas comienza con  
 
el arresto, la detención, el secuestro o cualquier otra forma de privación de             
libertad que sean obra de agentes del Estado o por personas o grupos de              
personas que actúan con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado,             
seguida de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o del            
ocultamiento de la suerte o el paradero de la persona desaparecida”           
(CONVENCIÓN INTERNACIONAL PARA LA PROTECCIÓN DE TODAS       
LAS PERSONAS CONTRA LAS DESAPARICIONES FORZADAS, 2006,       
Art. 2).   
 
Tal negativa a admitir la sustracción de la persona así como de brindar             
información tiene por intención el dejarlas fuera del amparo de la ley por un periodo               
prolongado (CIDH, 1998, Art. 7, ap. I, p.6). Esta violación a los derechos humanos no               
puede pensarse individualmente, sino que, consta de entre cinco y seis violaciones            
específicas, lo que la complejiza y vuelve, desde la jerga jurídica, una violación             
agravada (CARMONA, 2005).  
El acto de desaparecer, es decir, la acción que envuelve sustracción y            
ocultamiento, es considerado entre los crímenes contra la humanidad debido a que            
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 provoca “graves sufrimientos o atenta contra la salud mental o física de quien los sufre,               
siempre que dichas conductas se cometan como parte de un ataque generalizado o             
sistemático contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque” .  53
No obstante hay que señalar que si bien en su mayoría las víctimas de              
desaparición forzada pertenecen a la población civil, esto no quiere decir que se limite a               
ellos la comisión de este crimen, ni que se necesite estar en un contexto bélico para que                 
acontezcan puesto que atestiguamos en pleno siglo XXI que esta práctica se ha vuelto              
un elemento inseparable de las políticas de seguridad interna en países latinoamericanos            
que se asumen “democráticos” a la par que de ellas se articulan diversas formas de               
movilización y búsqueda por parte de los familiares.  
Las afectaciones que se desprenden de las desapariciones forzadas de personas           
(en adelante DFP) impactan no sólo en el desaparecido sino en sus familiares, amigos,              
conocidos y población en general. La desaparición tiene una “perceptible interferencia           
en la vida social mediante la modificación de los hábitos, valores y costumbres de un               
grupo o comunidad” (OLIVEIRA y GERALDES, 1999, p. 16). Desaparición y           54
desaparecido “son categorías en disputa y sus significados están directamente asociados           
a la pluralidad de voces que hablan o dejan de hablar sobre el asunto (ARAÚJO, 2014,                55
p. 38) participando de esta construcción/deconstrucción diversos actores como:         
académicos, investigadores, sacerdotes, periodistas, activistas, políticos, etc.  
Aunado a lo anterior, los numerosos casos de desaparición a nivel internacional            
contrastan dolorosamente con el escaso número de sobrevivientes de esta práctica, peor            
aún, los contextos de violencia policial o armada donde se desarrollan hacen de la DFP               
un fenómeno acompañado de otro igual de macabro: el del hallazgo de numerosas fosas              
clandestinas, pues como afirma Vázquez Ramírez las desapariciones forzadas son “el           
preludio de ejecuciones extrajudiciales” (2007, p.16), es esta clandestinidad la          
característica distintiva de esta forma de desaparición 
  
y de la que se deriva su extrema gravedad [puesto que] el Estado no sólo priva                
de la libertad, e incluso con frecuencia de la vida a una persona, sino que lo                
hace en forma clandestina, sin dejar rastro alguno, ni de la persona ni de su               
53 Ibíd. CIDH.  
54 Traducción propia. 
55 Traducción propia. 
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 suerte. Y, lo más importante, sin que exista una posibilidad real de siquiera             
demostrar que la persona está efectivamente desaparecida (GÓMEZ, 2005, pp.          
28 y 29). 
 
 
Para González Villareal la desaparición forzada no está definida en el acto            
mismo de la sustracción sino en los mecanismos para sus silenciamiento lo que la hace               
diferenciable de otras técnicas represivas del Estado y le imprime particularidad           
histórica y política: 
 
la práctica de la desaparición implica un trabajo minucioso de descomposición           
de la memoria, de confusión de datos de reelaboración de itinerarios, fuentes y             
datos (…) no nos falta información pero está convenientemente truncada,          
incompleta, travestida, borrada, confundida, (…) la desaparición es un         
fenómeno jurídico y administrativo, no es físico ni policiaco militar [es] un            
conjunto de acciones, de técnicas, de procedimientos, de saberes e          
instituciones que tienen como propósito desaparecer al adversario y borrarlo de           
los circuitos políticos, económicos y vitales, por parte de agentes del Estado o             
agentes protegidos por ellos, que niegan su participación (...) y esconden,           




Los daños que produce el entramado que conforma la DFP agotan las palabras,             
resignifican las contradicciones y el sinsentido. Es un atentado directo a la identidad, a              
la cual deconstruye y reconstruye volviéndola memoria. La angustia, el dolor, el miedo             
que se desprende de esta práctica pueden traducirse en una sutil letalidad a largo plazo               
para quienes buscan a sus desaparecidos, que a su vez la transforman en impulso, pues               
les moviliza a buscarles, a no olvidarles. 
Para el sociólogo argentino Gabriel Gatti (2011) la desaparición sólo es           
equiparable a la catástrofe, pues su efecto está en la descomposición del orden y la               
imposibilidad de su reemplazo por otro 
 
La catástrofe es la quiebra de las relaciones convencionales entre la realidad            
social y el lenguaje que casa con ella para analizarla y para vivirla; aparece              
cuando esta quiebra se consolida y esa consolidación constituye espacios          
sociales que, aunque con dificultades para la representación se representan y           
aunque con problemas para la construcción de identidad, ésta se hace (GATTI,            
2011, p. 28) 
 
Nos dice el autor, que la desaparición quiebra la identidad, fractura la unión del              




devast[a] el sentido que otorgamos a la identidad (…) Desagarr[a] lo que            
interpretamos que es la unidad ontológica del ser humano, la unión estable de             
un cuerpo con un nombre. Desgarr[a] los vínculos de un sujeto con su historia:              
lo que nos une con un linaje, a una herencia, a una familia, a una línea de                 
filiación que nos prolonga hacia atrás y hacia adelante. Desgarr[a] también la            
reunión de ese sujeto con un espacio de relaciones sociales, una comunidad            
(GATTI, 2011, p. 85). 
 
Rupturas que recogen numerosos testimonios de familiares de personas         
desaparecidas, y que no tienen un final, pues no hay final para el dolor, sino una                
resignificación del mismo. El dolor no terminan incluso ante la certeza de muerte de              
quienes fueron sustraídos, no se llega a lo que en psicología se denomina como “cierre”,               
como se lee en las palabras del poeta y activista Javier Sicilia en su último poema, tras                 
el secuestro y asesinato de su hijo: 
 
El mundo ya no es digno de la palabra 
nos la ahogaron adentro 
como te asfixiaron, 
como te desgarraron a ti los pulmones 
y el dolor no se me aparta 
sólo queda un mundo 
por el silencio de los justos 
sólo por tu silencio y por mi silencio, “Juanelo”. 
 
El mundo ya no es digno de la palabra, es mi último poema, no puedo escribir                
más poesía…la poesía ya no existe en mi. 
 
La desaparición impone incerteza de vida o muerte y esto hace del desaparecido             
“una víctima total; no es sujeto, le ha sido sustraída esa condición porque ya no opera en                 
él la continuidad (y) hace víctimas a quienes integran las comunidades de dolor y a estas                
(...) las define la búsquedas” (IRAZUZTA, 2017, p. 155); aquellas no vidas/no muertes             
que se perpetúan en el cobijo de la poesía o de la narrativa como lo expresara Juan                 
Gelman en su Carta abierta a mi nieto: 
 
Ahora tenés casi la edad de tus padres cuando los mataron y pronto serás              
mayor que ellos. Ellos se quedaron en los 20 años para siempre. Soñaban             
mucho con vos y con un mundo más habitable para vos. Me gustaría hablarte              
de ellos y que me hables de vos. Para reconocer en vos a mi hijo y para que                  
reconozcas en mí lo que de tu padre tengo: los dos somos huérfanos de él. Para                
reparar de algún modo ese corte brutal o silencio que en la carne de la familia                
perpetró la dictadura militar . 
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Como ya se colocó, la desaparición afecta en lo simbólico al (des/re)estructurar            
el lenguaje, la identidad y el tiempo en el que el desaparecido es concebido por sus                
familiares que desconocen su paradero. Acontece en escenarios de violencia física y            
psicológica que coaccionan el silencio, en quienes buscan a sus desaparecidos y sobre             
los desaparecidos, perpetuado mediante la maquinaria burocrática en un silencio          
institucional, es por ello que la desaparición forzada debe considerarse como un            
mecanismo de tortura colectiva del que resulta imposible una neutralidad frente a la             
catástrofe de la imposición de la incertidumbre de vida o muerte.  
 
Con base a lo ya expuesto en este capítulo, se entenderá por desaparición forzada              
a aquellas actividades que conjuntan: la comisión de acciones directas, y/o de manera             
indirecta, y/o por omisión que lleven a la identificación, sustracción, retención en            
contra de su voluntad y ocultamiento de una o más personas; realizadas por parte de               
agentes estatales y/o particulares, mismos que, estando en contubernio, además          
perpetúen el ocultamiento del destino de la persona desaparecida mediante el engaño o             
la negativa de informar a quien o quienes les buscan; atentando con ello a la               
protección que el marco de la ley le otorga a quien está ausente y a quienes les                 
procuran.   
Pensando en sus diferentes formas de violencia de Estado en la que se articula              
este complejo mecanismo desaparecedor y el silenciamiento institucional, ambos         
perpetuados por la impunidad, esbozaremos ahora este fenómeno en el contexto           
mexicano.  
 
3.2. LA DESAPARICIÓN FORZADA EN LA HISTORIA RECIENTE DE MÉXICO 
 
La desaparición forzada forma parte de la historia política de México y mediante             
su ejecución se buscó combatir e intimidar a los sectores obrero, campesino y             
estudiantil, marcando los años de gobierno del Partido Revolucionario Institucional          57
57 Fundado en 1929, fue el partido hegemónico durante setenta años, hasta el periodo de transición que 
de 2000 a 2012 con la presidencia de dos mandatarios pertenecientes al Partido Acción Nacional, para 
nuevamente posicionarse en el actual sexenio (2012-2018). 
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 (PRI), como aconteció en la desaparición de Epifanio Avilés Rojas, ex-militante de la             
Asociación Cívica Nacional Revolucionaria de la guerrilla de Gerardo Vázquez Rojas,           
quien fue perseguido y detenido por militares en la Sierra de Guerrero el 19 de mayo de                 
1969; fue conducido, amarrado, y entregado a mandos militares en Ciudad Altamirano,            
para posteriormente ser trasladado a la Ciudad de México en donde testigos y             
documentos dan constancia de que estuvo cautivo en las instalaciones del Campo            
Militar No. 1, lugar en el que fue visto por última vez. Este caso, narrado por Roberto                 
González Villareal en la conferencia Historia de la desaparición en México. Nacimiento            
de una tecnología represiva es considerado el primero que se tiene documentado sobre             
desaparición forzada en México, y forma parte de las 518 desapariciones registradas por             
la CNDH que sucedieron en el periodo conocido como “Guerra Sucia” durante la             
década de los setenta e inicios de los ochenta del siglo pasado (PROCESO, 26/08/2009).              
Al respecto de ese periodo, Rosario Ibarra de Piedra, activista, fundadora del Comité             
¡Eureka!, madre de un desaparecido y ex-senadora, menciona:  
 
En los gobiernos priístas nos dejaban entrar a [la Secretaría de] Gobernación.            
Ahora no (...) Ahora están más ensoberbecidos o les falta tacto, voluntad            
política (...) en el sexenio de José López Portillo fueron rescatadas, vivas, 148             58
personas que estaban desaparecidas. Miguel de la Madrid liberó a 370 presos            59
políticos y con Carlos Salinas sólo se registraron 12 desapariciones forzadas,           60
pero hubo más de 600 muertos. Dicen que Salinas creía que tiene menor costo              
político un muerto que un desaparecido. Con Ernesto Zedillo y Vicente Fox            61 62
Nos enfrentamos a pura marrullería. El primero se engolosinó con el hallazgo            
de quién era el subcomandante Marcos , y el segundo nos estampó una            63
instancia burocrática inútil. ¿Ahora, con Calderón ? Pura cosa espeluznante.         64
La situación está horrible (LA JORNADA, 17/05/2009). 
 
No podemos dejar de señalar otro momento importante que corresponde a las            
sustracciones de mujeres en lo que se conocería como el caso de Campo Algodonero              
donde “la señal de alarma ya había sido dada a principios de los noventa, cuando               
activistas de los derechos de las mujeres comenzaron a documentar una tendencia            
alarmante de asesinatos y desapariciones forzadas de mujeres en la ciudad fronteriza de             
58 Presidente de México entre 1976 y 1982 afiliado al PRI. 
59 Presidente de México entre 1982 y 1988 afiliado al PRI. 
60 Presidente de México entre 1988 y 1994 afiliado al PRI. 
61 Presidente de México entre 1994 y 2000 afiliado al PRI. 
62 Presidente de México entre 2000 y 2006 afiliado al PAN. 
63 Vocero del comando militar del Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN).  
64 En referencia a Felipe Calderón Hinojosa, presidente de México entre 2006 y 2012 afiliado al PAN. 
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 Juárez” (FREGOSO, 2017, p. 135). las actuales formas de desaparición se manifiestan            
como práctica común en el escenario de “combate al narcotráfico”, 
 
la actual forma aporta lo suyo en el marco de su propio presente histórico:              
nuevos fenómenos abonan la figura de nuevas geografías, como los migrantes,           
las mujeres, los niños; también nuevos victimarios desaparecedores, en         
ocasiones en complicidad con los viejos (...); añade también nuevas formas de            
lucha inspiradas en las antiguas, pero asistidas por legislaciones         
internacionales más desarrolladas, por saberes y expertos que encarnan esos          
saberes y ponen en funcionamiento nuevas técnicas de búsqueda (...) las           
primeras (desapariciones) son de la guerra sucia fruto de la estrategia represiva            
de la contrainsurgencia, las segundas, inscritas en el marco de la guerra contra             
el narco; en aquellas la distinción entre víctimas y perpetradores era clara; no             
lo parece en el caso de las segundas, que están inscritas en la nebulosa de la                
“lucha contra la delincuencia” (IRAZUZTA, 2017, p. 145).   
 
Para Vélez Salas, esto ocurre como parte de un proceso evolutivo donde además             
se articulan otros mecanismos invisibilizadores  
  
(su transformación de) un método utilizado principalmente frente a la          
insurgencia rural a uno empleado frente a guerrillas urbanas y posteriormente,           
en 1983, contra cualquier tipo de lucha o movimiento social (…) uno de los              
rasgos más evidentes de este viraje fue la desaparición de diversos elementos            
de instituciones gubernamentales de seguridad y justicia, así como la relación           
de esta práctica con operaciones de actuación de los grupos delincuenciales           
(…) a las desapariciones que se encontraban en dicho supuesto se les comenzó             
a denominar levantones (VÉLEZ, 2016, p. 23). 
 
El término levantón aludía a que todas las personas sustraídas por comandos            
armados tenían vínculos con la delincuencia organizada, pues se popularizó que dichas            
acciones eran cometidas “en muchas ocasiones en contra de alguna banda rival”            
(Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos A.C, 2013,            
p.3), de igual forma la referencia al secuestro, es decir el delito que corresponde a la                
privación ilegal de la libertad cuya finalidad es “la obtención de recursos económicos a              
cambio de la libertad de la persona secuestrada” , han sido términos utilizados            65
institucional y mediáticamente para mimetizar la desaparición forzada, pero sobre todo           
para crear un cerco moral sobre los desaparecidos.  





 El número de desapariciones ocurridas en México es incierto, pero las cifras            
estimadas son alarmantes por sí solas al grado de declarar que el país atraviesa por una                
crisis humanitaria. La CNDH da cuenta de 26,025 personas desaparecidas; 27,659 según            
el RNPED mientras que el Observatorio Nacional Ciudadano indica que se trata de             
30,942 casos (SPIENSBOX, 2017). Aunado a ello está la cifra negra, las desapariciones             
no denunciadas a ningún organismo gubernamental ni de la sociedad civil, este            
silenciamiento administrativo forma parte del conjunto de mecanismos para perpetuar la           
desaparición mediante la imposición del silencio provocado por el miedo, un miedo que,             
por un lado como indica Juan Pablo Aranguren (2008), se instala como mecanismo de              
autoprotección ante la amenaza de una violencia latente, física y psicológica frente a la              
que el individuo, valiéndose del silencio, preserva sus condiciones psíquicas, morales o            
sociales mediante narraciones que no refieren esos episodios de situaciones límite o de             
trauma. Pero por otro, están directamente relacionados al imbricado mundo bajo el que             
opera el sistema judicial en México donde policías, militares, marinos, policías           
ministeriales y agentes de investigación hacen parte de las detenciones arbitrarias,           
ejecuciones extrajudiciales y desapariciones forzadas, por lo que iniciar una denuncia           
para “activar” la maquinaria jurídica ya implica por sí sola un riesgo hacia los              
familiares, testigos y sobrevivientes al exponer sus identidades. De ahí que se estime             
que sólo 2 de cada 10 casos se denuncia.  
Ahora bien, sobre aquellos casos que sí logran ser denunciados, en su totalidad             
no integran a las respectivas estadísticas tanto del RNPD como de la PGR, Michael              
Chamberlin, director del Centro de Derechos Humanos Fray Juan de Larios, explica que             
esas bases de datos  
 
solamente están considerando las averiguaciones previas (…) es decir lo que           
está de algún modo judicializado y no consideran otras fuentes de información            
que pudieran existir, como el mismo registro de la Comisión Nacional de            
Derechos Humanos, que tampoco nadie sabe si lo toman a partir de las quejas,              
si eso tiene un reflejo con las averiguaciones previas, o las actas que reportan              
en el Registro Nacional o si son cifras que hay que sumar (…) y es que                
solamente 5% de los casos del Registro Nacional de Personas Desaparecidas           
proviene de la PGR, ya que la procuraduría manda los casos a los estados en               
donde se investigan como delitos del fuero común (…) lo que da como             






 Otro punto a mencionar en la sistematización de casos, implica la categorización            
de “ausencia”, que llevó a la recopilación de datos que incluyen las sustracciones de              
infantes, los casos de secuestro, las desapariciones voluntarias y las desapariciones           
forzadas; cuando es en estas últimas que hay un componente clave de vinculación             
(directa e indirecta) de responsabilidad de los agentes del Estado, es decir, al             
computarizar estos casos de manera global, se contribuye a desdibujar el componente            
político que da cuenta de la desaparición como una forma de violencia de Estado. 
Un factor común de los casos registrados está en su localización geográfica, pues             
se ha identificado que casi la mitad de las desapariciones, se dan en 5 estados:               
Tamaulipas, Estado de México, Nuevo León, Jalisco y Chihuahua . Podría decirse que            66
las desapariciones acontecen de manera indiscriminada, no obstante se han detectado           
patrones que muestran que la población mayormente afectada son hombres en edades            
productivas, las desapariciones acontecen en grupos, en trayectos, es decir mientras las            
personas se desplazaban a realizar alguna actividad. (FUUNDEC, 2015), los perfiles           
laborales van desde albañiles (o relacionados a la construcción), personas con           
conocimientos en telecomunicaciones e informática, de quienes se sospecha podrían ser           
obligados a construir la infraestructura de los cárteles y células del narcotráfico tales             
como casa de seguridad, centros clandestinos de detención y de entrenamiento de            
sicarios, o sistemas de telecomunicaciones y de espionaje. En el caso de las mujeres,              
estas en su mayoría son personas jóvenes, adolescentes, de quienes se piensa que son              
sustraídas para trata de personas con fines de explotación sexual. En el caso de la               
población migrante que desaparece en su paso por territorio mexicano, se piensa son             
cooptados para trabajar en los cultivos, laboratorios clandestinos o para ser obligados a             
formar parte de los brazos armados de los cárteles. 
Respecto de las desapariciones en Nuevo León, en un estudio realizado por el             
Observatorio sobre Desaparición e Impunidad, de 548 casos de desaparición forzada           
documentados por la asociación civil CADHAC entre 2005 y 2015, los principales            
perpetradores eran agentes estatales en un 46,76%, agentes particulares en un 46,04% e             
identificados como criminales un 7.19%; de los que, en el caso de los agentes del Estado                
66 “Desaparecer en México” SpiensBox. Publicado el 17 de mayo de 2017 en 
https://www.youtube.com/watch?v=_kO_Hej-Czk Consultado el 12 de agosto de 2017.  
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 se identifica en un 49.25% a policías municipales, pero el porcentaje restante engloba a              
agentes federales y policías estatales; mientras que para el caso de las víctimas estas son               
identificadas en un 91.55% como no criminales y un 8.45% como criminales; en cuanto              
a los modos de desaparición este informe señala además la tendencia de desapariciones             
en la vía pública mayoritariamente perpetradas por agentes estatales, mientras que           
aquellas que ocurrían en espacios privados (o lugares relacionados a las víctimas)            
tendían a ser comúnmente responsabilidad de agentes particulares (Informe sobre          
Desapariciones en el Estado de Nuevo León con datos de CADHAC, 2017). 
Finalmente recordar los estragos de la violencia “contra el narcotráfico” ocurrida           
en el anterior sexenio, durante el gobierno de Felipe Calderón con 70 mil muertos, 20               
mil desaparecidos y cerca de 250 mil desplazados (Proceso 01/04/2013). Pero este            
periodo de gobierno que finaliza (2012-2018), da cuenta de los estragos en la             
continuidad de la vía armada como política de seguridad pública pues el número de              
muertes supera las 89 mil, entre las que se encuentran las ejecuciones de 109 periodistas               
desde el año 2000 a julio de 2017, las de 44 activistas defensores por el derecho al agua                  
y a la tierra, defensores de derechos humanos y líderes indígenas; así como el asesinato               
de 17 padres y madres de desaparecidos (Tercera Vía, 12/05/2017).  
 
3.3. ACCIONES DEL GOBIERNO MEXICANO EN MATERIA DE        
DESAPARICIÓN FORZADA 
 
De manera general, las acciones del gobierno mexicano en materia de defensoría            
de derechos humanos aplicados a la desaparición forzadas de personas son recientes. En             
septiembre de 1990 la CNDH crea el Programa Especial Sobre Presuntos           
Desaparecidos, dependencia acorde al marco internacional de derechos humanos cuya          
tarea era la de conocer e investigar quejas relativas a personas de las que se desconocía                
su paradero y cuya desaparición presuntamente involucra la participación de alguna           
autoridad o servidor público, con la finalidad de lograr su localización.  
En el año 2000, con el ascenso presidencial de Vicente Fox Quezada candidato             
del partido de centro derecha PAN, se le da especial interés a la investigación de los                
crímenes del pasado y a la atención a las víctimas del delito. Parte de las acciones del                 
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 nuevo gobierno fueron las de realizar acciones de defensoría a víctimas, de ahí que se               
creara el Programa de Atención a Víctimas del Delito (PROVÍCTIMA). Al año            
siguiente, 2001, se crea la Fiscalía Especial para Movimientos Sociales y Políticos del             
Pasado (FEMOSP) que además de permitir la desclasificación de archivos a nivel            
nacional, tenía la tarea de realizar investigaciones en torno a los crímenes del pasado              
cometidos por fuerzas federales en contra grupos de oposición y disidentes. 
En 2012 se expide la Ley del Registro Nacional de Datos de Personas             
Extraviadas o Desaparecidas, para la creación del registro perteneciente al Sistema           
Nacional de Seguridad Pública, el cual “integra los datos de personas no localizadas             
obtenidos a partir de las denuncias presentadas ante la autoridad ministerial           
correspondiente” . Este registro incluye únicamente a las personas que, a la fecha de             67
corte, permanecen sin localizar y solamente incluye aquellos casos que fueron           
reportados a las autoridades ministeriales. 
En el ámbito local, el estado de Coahuila ha incursionado con el campo de la               
protección social de los familiares de las personas desaparecidas. la Ley para la             
Declaración de Ausencia por Desaparición de Personas de ese estado, fue creada en             
mayo de 2014, y surge a partir de la demanda de familiares para mantener la vigencia de                 
derechos propios de la seguridad social de las personas desaparecidas y con ello             
garantizarlos a sus beneficiarios (hijos, esposas), pues estos se enfrentan a las negativas             
de los centros de trabajo del sector empresarial, gubernamental y privado para, por             
ejemplo, continuar pagando los salarios o para suspender los pagos de crédito para             
vivienda al Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores            
(INFONAVIT), por lo que muchas familias han perdido sus hogares, o pierden acceso a              
servicios de salud. 
Sin embargo, desde su diseño se preveían disfunciones pues dicho proceso de            
declaración de ausencia, es una figura del fuero civil creada por el gobierno de Coahuila               
“para otorgar derechos de identidad y personalidad jurídica a una persona desaparecida            
[que] consta de dos pasos esenciales: denunciar ante el Ministerio Público la            
desaparición y acreditar ante un juez la ausencia mediante testigos” (Vanguardia,           
28/05/2016), pero simplemente hacer una denuncia por desaparición ante el Ministerio           
67 Información institucional  
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 Público implica enfrentarse a humillaciones, descrédito, difamación de las personas          
desaparecidas, negativas por parte de los funcionarios para levantar las denuncias e            
incluso intimidaciones y amenazas para hacer desistir a los familiares; aunado a ello             
están las limitaciones de una ley creada en el ámbito local para hacer exigencias frente a                
instituciones del fuero federal . 68
Finalmente, tras dos años de discusión en la Cámara de Diputados, es aprobada             
la Ley General de Desaparición Forzada en octubre de 2017. No obstante las             
organizaciones defensoras de derechos humanos y de familiares de víctimas de           
desaparición han señalado que la ley, si bien ha sido un avance fundamental para el               
reconocimiento de las víctimas y la protección de la ciudadanía ante este (ahora ya              
reconocido como) delito, no cuenta con la respectiva designación económica que           
permita su eficaz implementación en la que están el ejecutar las acciones institucionales             

















68 Ibíd. Vanguardia.  
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 Levanta la cara, para que sepas quien soy yo –era un chico, como de 25 años-                
soy la mamá de Luis Ángel uno de los Policías Federales que secuestraste,             
¿dónde está mi hijo?  
 
Araceli Rodríguez, madre de policía federal desaparecido, cuestionando a uno 
de los presuntos asesinos de su hijo. 
 
 
4. POLICÍAS Y MILITARES DESAPARECIDOS EN MÉXICO (2006-2014) 
 
Como se relató al inicio, fue complicado acceder a la información institucional            
relacionada a la DFP de este sector poblacional dada la secrecía y el ocultamiento, por               
parte del Estado mexicano, sobre los abusos de autoridad cometidos por de sus fuerzas              
policiales y armadas, es más común encontrar cifras relacionadas a las muertes de sus              
elementos que respecto a la desaparición de los mismos.  
Es por ello que se resalta la importancia por un lado, de los numerosos              
materiales de divulgación elaborados por los colectivos de familiares de las víctimas.            
Todos ellos ha sido básicos para el desarrollo de éste capítulo, no sólo debido a los datos                 
recabados, sino por el valor emocional que les rodea. Cada narración de las buscadoras,              
las letras escritas al hermano(a) o al hijo(a) ausente, las fotografías ocasionales (o             
familiares) que ahora forman parte de los boletines de búsqueda, la escucha de las              
narrativas pausadas, los silencios durante los relatos emitidos por los familiares, los            
sueños en donde ellos y ellas aparecen, los recuerdos del nacimiento y de la infancia de                
quienes aún no vuelven. La escucha, la lectura de quienes les buscan incansablemente.             
Aquellas letras y sonidos detonadores de sensibilidades, que, para quién escribe,           
significaron un desafío pues resulta imposible asumir una postura de neutralidad ante            
esta barbarie.  
Por otro lado, los materiales periodísticos fueron fundamentales, ya que treinta y            
cinco de los sesenta y nueve nombres que serán presentados a continuación, se             
obtuvieron de los reportajes elaborados por la periodista Marcela Turati para el            
semanario Proceso donde da cuenta de policías federales desaparecidos, lo que ayudó a             
focalizar la búsqueda, por lo que gran parte de la información aquí colocada             
corresponde a su labor periodística.  
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 Dado que uno de los fines de esta investigación es el de dar cuenta de estos                
casos a nivel nacional, se amplió el rango de búsqueda a las corporaciones estatales y               
municipales, extendiéndola a los 31 estados de la república. De ahí que los nombres              
restantes fueron obtenidos a partir de pesquisas en las páginas de colectivos,            
asociaciones y organizaciones de familiares de desaparecidos, pero también debe          
mencionarse que hubo casos identificados a partir de los boletines de búsqueda            
colocados en internet, concretamente en las diferentes cuentas de Twitter de @_La            
Alameda y de las instituciones estatales de Derechos Humanos los cuales, al tener la              69
fotografía de la persona desaparecida y la descripción de sus señas particulares, ayudó a              
identificar visualmente nuevos casos dado que en algunas de dichas imágenes las            
personas aparecen con el uniforme de la corporación.  
 
4.1 UNIFORMES VACÍOS I: CUERPOS POLICIALES  
 
En un listado emitido en 2014 por la SSP se indica que, entre 2006 y 2012 la                 
institución reconocía como desaparecidos a “50 agentes y mandos (…) en actos del             
servicio en operaciones contra el narcotráfico” , pertenecientes a los grados de: policia            70
primero, segundo, tercero, suboficiales, oficiales, subinspectores e inspectores de la PF.           
De los cincuenta, se sospechaba la muerte de ocho y se reconocía el abandono de               
acciones para su búsqueda. Mientras que un oficio interno dirigido a la Dirección             
General Adjunta de Enlace Jurídico de la División de Fuerzas Federales de la PF, indica               
que entre agosto de 2008 y agosto de 2012 desaparecieron treinta y cinco de sus               
policías, en su mayoría jóvenes que “ingresaron a la PF y fueron asignados a dicha               
división que los destinó a operativos antinarco [y] desaparecieron mientras estaban en            
servicio” (PROCESO, 30/03/2013). El corte temporal es clave, dado que la mayoría de             
estos acontecen cuando Genaro García Luna dirigía la SSPF, personaje que, como ya se              
mencionó, ha sido señalado por corrupción y vínculos con agrupaciones delictivas. 
69 La Alameda (laalameda.radio.weebly.com) es una plataforma que congrega las cuentas de twitter 
divididas a nivel estatal, para divulgar los boletines de búsqueda de personas desaparecidas en México. 
70 MILENIO. Abandonan búsqueda de federales desaparecidos. Acceso en: 20 nov. 2016. 
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 En cuanto a las estadísticas solicitadas a las instituciones federales sobre el            
número de bajas por muerte, desaparición, y despido por abandono de labores , sólo se              71
obtuvieron dos respuestas: del Centro Nacional de Planeación, Análisis e Información           
para el Combate a la Delincuencia se indicó que la institución no posee información al               
respecto, por el contrario, en el documento enviado colocaron el link de acceso a las               
estadísticas de incidencia delictiva del fuero común, información en nada relacionada a            
lo solicitado pero que consideraron podría ser de mi interés ; y la SSP la cual sólo se                 72
limitó a proporcionar las cifras referentes al número de elemento destituidos, apelando a             
que en la solicitud se utilizó la palabra baja la cual no aparece dentro de las Reglas para                  
el Establecimiento de la Carrera Policial de la Policía del Distrito Federal indicado por              
la Dirección General del Consejo de Honor y Justicia, señalando en cambio el número              
de destituciones registradas entre 2010 y 2015 que asciende a un total de 10,310 policías               
en la Ciudad de México . 73
Respecto a las solicitudes realizadas a fiscalías y secretarías estatales de           
seguridad, sólo se recibió respuesta de 4 de los 31 estados de la república:  
Estado de México: indicaron que de acuerdo a la legislación local en materia de              
valoración, selección y baja de documentos, el plazo de resguardo de archivos es de seis               
años, por lo que las estadísticas proporcionadas por la Comisión Estatal de Seguridad             
Ciudadana solamente correspondían a los años de 2012 a 2015, contabilizando 34            
muertes de policías municipales, indicando además que “no cuenta con personal           
operativo en calidad de desaparecido o ausente” , de igual forma la Fiscalía General de              74
Justicia reportó que “no cuenta (con) elementos policiacos registrados como ausentes o            
desaparecidos” .  75
71 Este último cuestionamiento se colocó en la lista de requerimientos debido a que en otras narrativas 
de familiares tanto de policías, como de trabajadores de la industria privada, se detectó que cuando las 
personas eran desaparecidas mientras realizaban sus actividades de trabajo o en el trayecto de sus 
hogares a su lugar de trabajo, el contratante (la  su mayoría de veces) no daba aviso a la familia, les 
negaba cualquier tipo de asesoría o acompañamiento jurídico, se deslindaba de cualquier 
responsabilidad y emitía el despido por abandono de labores, retirando el derecho a los familiares de 
acceder a los beneficios de seguridad social.  
72 Oficio PGR/UTAG/DG000423/2017. 
73 Oficio SSP/DET/UT/5787/2017.  
74 Respuesta a Solicitud de Información No. 00305/CSC/IP/2017. 
75 Solicitud: 00354/FGJ/IP/2017. 
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 Jalisco: de acuerdo a la Unidad de Transparencia de la Fiscalía General, la             
Coordinación General de Administración y Profesionalización contabilizó a 74         
“elementos caídos en cumplimiento de su deber”, 10 bajas relacionadas a abandono de             
labores y 178 debido a ausencia injustificada de labores, todas las anteriores registradas             
entre 2006 y  2015 .  76
Sonora: la Unidad de Transparencia de la SSP indicó que entre 2005 y 2015              
fallecieron nueve policías y un coordinador estatal; mientras que fueron dados de baja             
11 personas adscritas a esa dependencia, de las cuales se identifica a cinco policías (dos               
mujeres y tres hombres), uno por abandono de servicio y el resto por bajas              
injustificadas, 4 de ellos durante 2014 y uno en 2015 . No se respondió a la solicitud de                 77
datos relacionados a desaparecimientos. 
San Luis Potosí: la Secretaría de Seguridad Pública del estado, en oficio            
SSP/DJ/UT/0523/2017 refirió que 70 de sus elementos causaron “baja por defunción”           
entre 2005 y 2015:  
 
Jerarquía Total    
Director General 1  Año Total 
Director de Área 1  2005 3 
Primer Oficial 2  2006 3 
Oficial 4  2007 8 
Suboficial 2  2008 6 
Policía “A” 9  2009 7 
Policía “B” 13  2010 8 
Policía “C” 34  2011 9 
Auxiliar Administrativo 1  2012 10 
Secretaria Taquimecanografa 1  2013 5 
Almacenista 1  2014 6 
76 Oficio: FG/UT/5946/2017. 
77 Oficio: SSP/PESP/DJ/2385/2017. 
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 Mozo de oficina 1  2015 5 
Tabla 4. Tabla 5. 
 
En cuanto al personal reportado como “desaparecido o ausente” se notificaron 7            
casos: 
Jerarquía  Total  Año Total 
Subdirector 1  2009 1 
Policía “B” 3  2010 4 
Policía “C” 3  2011 2 
Tabla 6. Tabla 7. 
 
Por otro lado, el Centro de Investigación y Seguridad Nacional, la Secretaría de             
Seguridad y Protección Ciudadana de Chiapas, la Secretaría Ejecutiva del Sistema           
Estatal de Seguridad Pública de Chiapas, el Poder Judicial del Estado de Hidalgo y la               
inspección General del Instituto de Seguridad Pública del Estado de México           
respondieron que tal información no era de su competencia. El resto de instancias             
correspondientes a los 26 estados de la república no atendieron a las solicitudes, dejando              
el trámite bajo el estatus de “en curso”, “iniciado” o “en proceso”, sobrepasando el              
límite de tiempo de recepción del documento que es de dos meses. 
 
4.2. SESENTA Y UN AUSENCIAS  
 
A continuación se exponen los casos recopilados sobre las desapariciones de           
sesenta hombres y una mujer adscritos a los diferentes niveles del área de Seguridad              
Pública, siendo en su mayoría pertenecientes al ámbito policial, desaparecidos entre           
2006 y 2014. A este apartado lo complementa el mapa titulado Uniformes vacíos:             
policías y militares desaparecidos en México en el que me apropio del simbolismo de              
los colores utilizados por el colectivo Bordadoras por la paz quienes, en sus bordados              
dedicados a la memoria de las víctimas de violencia, asignan el color verde a las               

























Fotografía 1. “Soy Rosendo Torres Cortés. Fui secuestrado y estoy desaparecido desde el 10 de julio del 2011, a la 
edad de 32 años, en Durango. Soy hogareño, disfruto mucho la convivencia en familia, en mi tiempo libre salir a 
caminar con mi esposa y llevar a pasear a nuestros perros al campo, faltaban tres meses para que Adri diera a luz a 
nuestro primer hijo, quise que se llamara Rosendo igual que yo…”. Placa en homenaje al subinspector de la PF 
Rosendo Torres Cortés en el “Memorial de las víctimas Estela de Paz” en la Ciudad de México).  
 
Los marcadores utilizados se colocaron de acuerdo al último lugar donde estas 69             
personas fueron vistas por última vez, procurando la mayor especificidad posible, sin            
embargopara aquellos casos donde no se contó con la información correspondiente, los            
marcadores fueron colocados con un signo de interrogación (?) en la misma ubicación             
de las dependencias policiacas de las que aquellas personas formaban parte, o dónde se              
identificó que se concentraban los elementos policiales de la zona en que sucedió la              
desaparición, colocándolos en: la Procuraduría General de Justicia, la Secretaría de           
Seguridad Pública, la Comandancia de Policía Ministerial, la Agencia del Ministerio           
Público, Presidencias Municipales, en el Complejo Estatal de Seguridad o en la Fiscalía             
General de Justicia estatales de las ciudades y municipios en donde sucedieron los             
hechos (ver Mapa 4).  
Lo anterior para reiterar que dichas personas desaparecieron estando bajo la           
responsabilidad institucional del Estado mexicano que también les empleaba; además de           
constituir un acto simbólico por la recuperación de la memoria de aquellas personas aún              
ausentes, y como una forma de cartografiar la violencia en la historia reciente de              
México, tal como lo han hecho María Salguero en su Mapa de Feminicidios ocurridos              
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 en México en 2016 y 2017 , el proyecto Memoria Coahuila. Recuperación documental            78
y estadística de la violencia 2006-2015 elaborado por la Universidad Iberoamericana de            
Torreón , Geografía del dolor de Mónica González proyecto documental que mapea la           79 80
ausencia de las víctimas que ha provocado el combate armado contra el narcotráfico y              
“aborda la violencia en México a partir de la nostalgia [recopilando] testimonios de             
familiares de personas desaparecidas o asesinadas en México después de 2006” (VICE,            
18/02/2015) o más recientemente la plataforma web Ayotzinapa: cartografía de la           
violencia elaborada por Forensic Architecture, que corresponde a la reconstrucción          81
visual de los hechos en los que desaparecieron 43 estudiantes de la Escuela Normal              
















Mapa 4. Uniformes vacíos: policías y militares desaparecidos en México  
(Elaborado en Google Maps, disponible en 
https://drive.google.com/open?id=1COaugXdJhS4sXVJelBiUUCL7lwY&usp=sharing). 
 
78 Feminicidios en México. “Feminicidios ocurridos en México reportados por la prensa” (consultar en:              
https://www.google.com/maps/d/viewer?mid=174IjBzP-fl_6wpRHg5pkGSj2egE&ll=29.41749375060483
7%2C-54.8354388125&z=3 ). 
79 El mapa estatal “presenta los resultados de una investigación histórica que permite identificar, 
documentar y rastrear las zonas e instituciones afectadas por la violencia en Coahuila, su contexto y sus 
consecuencias desde una perspectiva académica y periodística” (consultar en 
http://memoriacoahuila.org/proyecto.html ). 
80 Disponible en http://www.geografiadeldolor.com/  
81 Disponible en http://www.plataforma-ayotzinapa.org/  
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 Las siguientes descripciones de hechos están basadas en las narrativas de los            
familiares de desaparecidos, de los cuales algunas(os) de ellas(os), en su mayoría            
madres y esposas, pero también padres, hermanas(os) y tíos, dieron mayor visibilidad            
mediática que otras(os), como Araceli Rodríguez (ver Anexo 2) quien se ha posicionado             
como vocera de las familias de los policías federales que desaparecieron junto con su              
hijo, o Patricia Manzanares o Margarita Santizo (†) mujeres que rompieron el            
anonimato permitiendo la publicación de fotografías y divulgaron relatos biográficos          82
de sus desaparecidos, que a la vez son parte de las narrativas de sus propios procesos                
psicosociales, de protesta, de resignificación y de resiliencia frente a la catástrofe de             
aquellas y aquellos que luchan incansablemente por encontrarlos, y es que el vínculo de              
parentesco y principalmente la maternidad, corresponde al lugar desde el que se habla y              
que autoriza la palabra de la víctima, que pronunciada, además, en colectivo, la dota de               
reconocimiento  (IRAZUZTA, 2017)  
 
De tal manera que, el siguiente apartado está escrito a partir de las voces de las                
madres y esposas de los desaparecidos, de sus testimonios, los cuales, como apunta             
Beverly (2010) desde su connotación jurídica o religiosa de “dar testimonio”           
representan una historia verdadera y a su narrador como una persona que realmente             
existe. De ahí su valor que lo coloca como 
  
un ícono de verdad (...) [pues] en muchos casos (...) han servido para dar a               
conocer el terrorismo de Estado en toda su magnitud, para concientizar a la             
población y para sustentar responsabilidades en contra de aquellos que          




De estos testimonios se reconstruyen los hechos en torno a la sustracción y             
desaparición de los policías municipales, estatales y federales; de la y los agentes de              
investigación adscritos a la SSP así como suboficiales y directores del área            
antisecuestros. Acompañan a estas descripciones, datos para contextualizar al lector en           
82 En este apartado se optó por resaltar el nombre completo de las personas desaparecidas, mientras 
que los de los familiares aparecen en el apartado  5.2 Tu hijo sabía para qué se rentaba, dedicado a su 
labor de búsqueda.  
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 el escenario de violencia, corrupción, implementaciones legales y cambios         




Una de las primeras desapariciones señaladas por Marcela Turati, corresponde a           
la de un suboficial cuyo nombre se mantiene desconocido, pero se sabe que ocurrió en               




En Santa Catarina, municipio de la zona metropolitana de Monterrey, Nuevo           
León  
se registraron actos de violencia como signo de la presencia de grupos de la delincuencia organizada, que                 
pronto sumó a jefes policiacos y a agentes a sus filas. Santa Catarina se              
convirtió en uno de los más violentos de la zona metropolitana, con continuas             
“ejecuciones”, secuestros y extorsiones, de acuerdo con los reportes de la           
Procuraduría General de Justicia de [ese estado, llevando a que] entre el 2009 y              
el 2010, el ejército tuvo que tomar el mando de la seguridad en el municipio               
por los actos violentos registrados. (EXPANSIÓN, 09/05/2012). 
 
Es en este proceso de territorialización de los grupos armados ilegales en que             
desaparecen dos policías municipales el 2 de mayo, en hechos aparentemente aislados:            
José René Luna Ramírez de 23 años de edad de quien su madre María Evangelina               
cuenta que  
 
cuando tenía 12 años entró a trabajar (...) como paquetero para ayudar en los              
gastos de la casa, hasta que cumplió 17 (...) Su anhelo era cumplir 18 años para                
poder entrar a la academia ya que lo que él quería era ser policía (...) Cuando                
estaba en la academia de policía se sentía realizado. Fue un buen policía,             
dedicado, siempre preocupado de que su familia estuviera bien” (CADHAC, s.           
f, pp. 13 y 14).  
 
El temor ya afectaba las dinámicas de vida, como se lee en las palabras de la 
madre de éste policía: 
 
El último día que platiqué con él fue el 1 de mayo de 2007, llegó de ver a su                   
novia, ya que era tarde y como siempre yo esperándolo hasta que llegara. Le              
83 MILENIO, óp. Cit. 29/08/2014.  
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 dije: “Mira hijo, ya no llegues tan tarde, ¿no ves todo lo que está pasando?”, y                
él me contestó: “Mamá, ando bien, no me tiene porque pasar nada”, y me dijo:               
“Ya me voy a dormir mamá, descanse”, y cada quien se fue a dormir. Al día                
siguiente mi hijo se levantó para irse a trabajar y yo me quedé dormida, cuando               
de repente se escuchó el barandal que sonaba fuerte, era mi compadre que nos              
estaba avisando que se habían llevado a mi hijo de afuera de mi casa, y no me                 
pude despedir de mi hijo, ni decirle que Dios lo bendiga. Hasta hoy día no sé                
nada de él, mas no se pierde la esperanza de que algún día nos volveremos a                
ver ya sea aquí o en el cielo .  84
 
La segunda desaparición es la del policía José Everardo Lara Hernández a quien             
su madre Maximina describe como una persona que asumió el cuidado de sus seis              
hermanos, principalmente de los más pequeños a quienes veía como sus hijos, “su niñez              
fue de adulto pues le gustaba trabajar desde pequeño (...) su adolescencia fue ser jefe de                
familia (...) sus metas eran ser policía, lo cual logró; también (...) logró comprar su casa,                
pero no su carro”(CADHAC, s. f, pp. 17 y 18). 
 
desde los 9 años. Tomó las riendas de la familia (...) siendo muy jóven se               
integró a la corporación de Seguridad Pública de Santa Catarina          
(EXPANSIÓN, 09/05/2012).  
 
Se le identifica como guardaespaldas del entonces alcalde de Santa Catarina           
Dionisio Herrera Duque (LA JORNADA, 17/05/2009) y de su familia. El día de la              
sustracción: 
 
Lo vi dos días antes de que desapareciera. Fue a comer a la casa, platicamos de                
su trabajo y como ya empezaban a matar a policías y a llevárselos le comenté               
que se saliera, pero él me dijo: “Yo no tengo nada de qué avergonzarme, yo               
estoy bien, ando bien y me gusta mi trabajo”. El día que se lo llevaron venía de                 
dejar a mi hija (...) en la escuela y una vecina (...) muy angustiada, me               
preguntaba el nombre de mi hijo. Le pregunté: “¿Por qué?” y me contesta: “En              
las noticias están pasando que se llevaron a un policía y pasan un carro rojo               
igual al de su hijo. Vaya Doña Maxi a la policía. Dios quiera que no sea él”. Y                  
llegué a mi casa pero ya había vecinos en mi casa para ofrecerme su ayuda               
(Maximina Hernández, en CADHAC, p. 18). 
 
 
Al filo de las 06:30 de la mañana del 2 de mayo del 2007, Lara Hernández se                 
dirigía como de costumbre a su trabajo, sin embargo, 20 minutos más tarde fue              
interceptado por un grupo de hombres armados que lo llevaron a bordo de una              
camioneta, según reportaron testigos a la Procuraduría General de Justicia del           
Estado (EXPANSIÓN, 09/05/2012).  
 
84 Ibíd. CADHAC, p.14. 
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 En ambos casos no se cuenta con registros en la base de datos del RNPED, en                
ninguno de los fueros federal o común.  
 
En Torreón, ciudad del estado de Coahuila, el día 11 de mayo “tres coronas              
mortuorias llegaron a la Dirección de Seguridad Pública y una a las oficinas de la               
Policía Estatal Preventiva lo que se interpretó como una amenaza y una alerta a las               
guerras que se venían” pues, el 14 de mayo es plagiado el comandante Enrique Ruiz               85
Arévalo, Director General para la Investigación del Secuestro y Crimen Organizado.           
Descrito como “policía de carrera, formado en la Dirección Federal de Seguridad,            
[desde] 1996 [se hacía] cargo del grupo antisecuestros de Coahuila” donde a un año de               86
su llegada “acabó con el problema de los plagios, lo que le valió el reconocimiento de                
los empresarios y la permanencia en el puesto. Con el tiempo se le encomendaron              
también tareas contra el narcotráfico, entre ellas la detención de puchadores           
(vendedores de droga)” .  87
Ese día “fue sacado con engaños de un restaurante (…) en el que desayunaba              
con un ex-presidente municipal y en el estacionamiento del lugar se apoderó de él un               
grupo de maleantes disfrazados de policías” .  88
Aproximadamente una semana después de la sustracción de este directivo, se           
publica un video en internet donde se le muestra con los ojos vendados, maniatado y               
con huellas de golpes en el rostro, siendo torturado e interrogado por hombres             
encapuchados. En dicho interrogatorio, el funcionario reconoce haber recibido dinero de           
grupos de la delincuencia organizada e incrimina a diversos policías, políticos y            
empresarios de esa región, conocida como La Laguna, en actividades de narcotráfico            89
específicamente a Carlos Herrera Araluce (quien el 13 de mayo había sufrido un             90
85 Información obtenida de la “Línea del Tiempo, violencia”, en MEMORIA COAHUILA (disponible en: 
http://memoriacoahuila.org/violencia.html). 
86 PROCESO. 27 de mayo de 2007.  
87 Ibid. 
88 EL SIGLO DE TORREÓN. 25/05/2011.  
89 Ibíd.  
90 Empresario y dos veces alcalde del municipio de Gómez Palacio, de 1974 a 1977 “donde impulsó el 
desarrollo del Parque Industrial Lagunero ubicando así a Gómez Palacio como la ciudad industrial más 
importante del norte del país. La segunda vez (…) en el trienio 1988 al 2001 y fue sucedido en el cargo 
por su hija (…) Fue diputado Federal en 2003 (…) El empresario lechero también presidió la Asociación 
Pro Desarrollo de Gómez Palacio, siendo uno de los principales impulsores de la economía de la región 
de lagunero [sic] de Durango (…) en los últimos años expandieron sus inversiones a las ramas de 
turismo, restaurantes, gasolineras, tiendas de autoservicio y servicios de emergencia (…) fue la cabeza 
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 atentado) al que responsabiliza de ordenar levantamientos, ejecuciones, pago de          
campañas políticas, así como de controlar el narcotráfico en la ciudad vecina de Gómez              
Palacio y de estar vinculado al cártel de Sinaloa mediante, su todavía integrante, Sergio              
Villareal (ex policía convertido en narcotraficante) que operaba en el estado vecino de             91
Durango y realizaba pagos de 10 mil pesos a policías de la zona y de 25 mil al propio                   92
Ruiz Arévalo para pagar a los puchadores, para el arreglo de instalaciones de la policía               
y para viajes con los hermanos Beltran Leyva y El Chapo (PROCESO, 27/05/2017)             
líderes de cárteles. 
Nueve años después de su desaparición, un juzgado en materia civil  
 
concede la declaración de ausencia por desaparición, luego de que se           
confirmara la misma según el procedimiento de la Ley para la Declaración de             
Ausencia por Desaparición de Personas del Estado de Coahuila [con la cual] el             
gobierno de Coahuila tendrá que pagar a la esposa (…) el sueldo que devenga             93
. 
 
El 19 de junio, de nueva cuenta en la zona metropolitana de Monterrey,             
desaparece el policía municipal Marco Antonio Zúñiga Solís. Su madre, Alicia, narra            
que  
 
Fue un niño muy inquieto y normal. Su papá le inculcó que como era el único                
hombrecito, hermano de [mujeres], él tenía obligación de cuidarlas y así creció            
con esa responsabilidad, me ayudaba en los quehaceres domésticos, me          
apoyaba a reparar algunos aparatos o utensilios del hogar. En su adolescencia            
de uno de los más importantes grupos priístas de la Laguna, con gran influencia a nivel Estatal y Nacional 
por su amistad con expresidentes del partido” (“Fallece empresario Carlos Herrera Araluce”. LAGUNA, 
02/03/2016 Disponible en: 
http://www.milenio.com/politica/Fallece_Carlos_Herrera_Araluce-PRI_Gomez_Palacio-Sanatorio_Espan
ol_Torreon_0_693530939.html consultado el 29/11/2016). El video titulado “kesos en polvo” (en clara 
alusión emporio lechero y la venta de cocaína), descrito con una duración de 16 minutos en las notas de 
prensa, no aparece en el canal de YouTube, sin embargo una versión de dicho video con menor duración 
y en la que se aprecia a la víctima, aún está disponible, encubierto bajo la categoría de contenido 
educativo.  
91 Sergio Enrique Villareal Barragán, alias “el grande” fue “agente de la PGR y ex policía ministerial de 
Coahuila, es considerado, según las autoridades mexicanas, el nuevo capo del cártel de Juárez. (…) a 
partir de 1996, cuando (…) fue asignado en Torreón, logró tejer una red de complicidades con los 
narcotraficantes y empezó a coordinar una vasta red de narcotiendas (…) después de la muerte de 
Amado Carrillo Fuentes El señor de los cielos, logra desbancar a su hermano Vicente Carrillo, y con ello 
se convierte de facto en el verdadero líder de este (…) grupo (…) que estableció su control en el estado 
de Durango, amparado en la Protección del ex subprocurador de Justicia de Durango, Armando Reséndiz 
Martínez” (Tomado de EL BLOG DEL NARCO, 10/10/2008. Disponible en 
http://elblogdelnarco.blogspot.com.br/2008/10/sergio-enrique-villarreal-barragn-el.html consultado el 
29/11/2016).  
92 Equivalentes a R$ 1810 y R$ 4526 respectivamente.  
93 VANGUARDIAMX, 12/05/2016. 
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 trabajó vendiendo paletas (...) sufrimos el abandono de su padre y él se hizo              
cargo de la responsabilidad de sus hermanas, era muy celoso, pero a la vez las               
acompañaba (...) no las dejaba ir solas. Tuvo muchas amistades (...) también            
fue muy noviero, las chicas lo seguían mucho, hasta que su novia se embarazó              
del que sería su primer hijo; en ese entonces él ya era jefe del grupo Swat de                 
Seguridad Pública. Era muy solicitado por los jefes como guardaespaldas          
porque era demasiado responsable en sus misiones, le gustaba cumplir con su            
trabajo” (CADHAC, s.f., p. 21). 
 
Este caso en concreto da cuenta de la violencia institucional bajo la que se              
construyen estos cuerpos uniformados. Marco Antonio sufrió un accidente mientras          
acudía en motocicleta a una operación de rescate en un caso de violación; de este               
incidente que casi le cuesta la vida, le fue amputada una pierna lo que modificó               
radicalmente su estabilidad laboral y económica:  
 
Estuvo muy grave y le salvaron la vida gracias a que en ese entonces el               
Capitán Hamlet Castilla, Secretario de Seguridad Pública, dio la orden que se            
le atendiera y se hiciera lo posible por salvarle la vida [su recuperación] llevó              
tres años al cabo de ese tiempo, estuve peleando una pensión al 100% porque              
sólo le querían dar el 80% siendo accidente de trabajo. Se acercó de nuevo a               
Seguridad Pública para seguir laborando y lo contrataron por honorarios.          
Algunos compañeros fueron muy crueles, lo humillaban, lo lastimaban, no le           
pagaban a tiempo y sufrió mucha discriminación .  94
 
Además del escenario de violencia al que estaba expuesto: 
 
En el 2006, cuando inició el crimen organizado, él recibió amenazas y            
persecuciones, al grado que tuvo que renunciar. Estaba en busca de un nuevo             
trabajo cuando recibió una llamada de Santa Catarina para avisarle que se            
trasladara a ese lugar, a sabiendas que en ese entonces estaba prohibido            
acercarse a Santa Catarina y a San Pedro porque los delincuentes de esa banda              
no querían a los policías y al que se acercara lo mataban. Aún así Marcos fue                
para allá, avisándole a su esposa que acudiría a ese lugar y que regresaría en la                
noche, para ya no regresar, ya no volvimos a escuchar su voz y no supimos               




El 14 de julio, Gerardo Valdés Segura “quien había sustituido a Ruiz Arévalo en              
el cargo de director de Investigación del Secuestro y Crimen Organizado en Torreón” es              
plagiado por un grupo armado. De acuerdo a las declaraciones del entonces procurador             




 del estado, las líneas de investigación apuntaban a tres organizaciones criminales que            
operaban en la región, en particular el cártel de Juárez:  
 
[El] último contacto que se tuvo con Valdés Segura fue el lunes a las 13:00               
horas cuando se reportó a sus oficinas de Torreón y posteriormente ya fue             
imposible localizarlo. (…) fue hasta [las] 22:56 horas del lunes cuando en el             
Centro de Control, Cómputo y Comando (C4) recibieron una llamada          
telefónica de una persona no identificada, que dijo pertenecer al cártel de            
Juárez, informando que tenían a Valdés Segura, además [de] lanzar amenazas           
contra mandos de la Policía Municipal de Torreón [se] detalló que el director             
de Investigación del Secuestro fue privado de la libertad por un grupo de seis              
personas que viajaban en una camioneta Chevrolet color negro, en una de las             
calles del municipio de Torreón. (…) Aseguró que en las investigaciones para            
dar con el paradero de Valdés Segura, cuentan con el apoyo de las fuerzas de               
seguridad federales destacamentadas en la Comarca Lagunera, y agregó que          
"este secuestro es un mensaje del crimen organizado contra las fuerzas de            
seguridad de cualquier orden por las labores de combate que realizan" .  96
 
Otra versión indica que “el agente del Ministerio Público de carrera, fue sacado             
de su domicilio en Torreón (…) a las 10 de la noche, cuando se encontraba con sus                 
familiares, quienes reportaron el hecho al sistema de emergencias 066 y de inmediato             
diferentes corporaciones policiacas iniciaron la búsqueda” (LA JORNADA,        
16/07/2008). No se cuenta con información en el RNPED. 
 
Hacia el sureste del país, en la ciudad de Uruapan, Michoacán, los policías             
terceros Julián Hermosa Cornejo y Fabián Mendoza Rosales, de 26 y 27 años             
respectivamente, se encontraban en el campamento de la Policía Federal ubicado en el             
Parque Nacional Barranca de Cupatitzio , de dónde salieron el 5 de agosto, para             97
comprar algunas cosas y no volvieron . Desde entonces se desconoce su paradero.            98
Ambos nombres aparecen en el RNPED como averiguaciones previas correspondientes          
al fuero federal, realizadas el 25 de marzo de 2015 (es decir más de cuatro años                
después) en la Fiscalía Especializada de Búsqueda de Personas Desaparecidas (FEBPD),           
institución dependiente de la Subprocuraduría de Derechos Humanos, Prevención del          
Delito y Servicios a la Comunidad (SDHPDSC) en Ciudad de México; omitiendo que             
96 W RADIO, 16/06/2008. 
97 MILENIO, óp. Cit. 29/08/2014. 
98 PROCESO, óp. Cit. 30/03/2013. 
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 desaparecieron en las inmediaciones a dicho campamento policial pues en el referido            




De las trece desapariciones ocurridas en este año, diez acontecieron en el estado             
de Michoacán. Es también el año en que incrementan las desapariciones de hombres             
jóvenes en el estado de Coahuila, en la zona de La Laguna, entre estos casos se                
encuentra el de Jorge Barrientos Bautista, policía federal de 23 años, desaparecido en la              
ciudad de Torreón, “las autoridades divulgaron la ficha con sus datos, sin especificar su              
ocupación, aunque en su foto posa con la camisa azul del uniforme” , en el RNPED se                99
indica que el lugar de desaparición fue un “hotel o similares”, la averiguación pertenece              
al fuero federal, pero aparece con fecha de registro de mayo de 2014 en la FEBPD lo                 
que indica una demora de cinco años en la realización de la denuncia. 
 
El 15 de mayo en el municipio de Matamoros, en el estado de Tamaulipas,              
desaparece el policía Bernardino H. La reserva de la periodista M. Turati por difundir el               
nombre completo responde a la inexistencia de “reportes que muestran que su familia             
hizo público el hecho”, sin embargo durante la búsqueda de información se detectó una              
coincidencia, de lugar y fecha, con la base de datos del RNPED en la que salta a la vista                   
la escasez de información que esta plataforma ofrece para el registro de desaparecidos             
pues, en este caso sólo se describe a un hombre de “estatura de 1.6 y complexión                
delgada”; la edad, señas particulares y lugar de desaparición no se mencionan. Esta             
averiguación previa fue realizada en la Procuraduría General de Justicia de ese estado,             
pero bajo el fuero común, detalle importante pues, recordando lo mencionado por            
Michael Chamberlin, la diferenciación entre fuero común y federal ha contribuido para            
aminorar las estadísticas de casos denunciados, así como su transformación en           
documentos de archivo que no movilizan acciones de búsqueda, dando cuenta de            
acciones que en conjunto coadyuvan a sostener la invisibilización institucional y           
perpetúan la desaparición, esas acciones no ocurren por casualidad, 




no es un error de datos, no es una falta de atención, no es un problema de                 
constitución de fuentes verdaderas (…) en realidad es parte de las estrategias            
de la desaparición. Al no reconocer a los desaparecidos, al reagruparlos, al            
desclasificarlos, al subsumirlos en la estadística criminal ¿qué hacen?, sino          
volver confuso su destino (…) ¿Qué es eso? Sino la mismísima desaparición            
forzada (GÓNZALEZ, 2015). 
 
El 11 de noviembre, en la Ciudad de México el policía federal de 35 años               
Moisés Enríquez López es visto por última vez “al salir de su trabajo en las               
instalaciones de la Policía Federal en la delegación Iztapalapa” , dicho lugar es el             100
Centro de Mando de la Policía Federal (CONTEL). Esta desaparición aparece registrada            
hasta enero de 2017 en la FEBPD en Ciudad de México, bajo el fuero federal, donde el                 
lugar de desaparición asentado es la “vía pública”. Este caso no fue el único que               
involucra a dicho Centro de Mando. 
 
El mismo mes, a Juan Carlos Ruiz Valencia suboficial de la PF adscrito a              
CONTEL se le indica que debía presentarse en Ciudad Hidalgo, Michoacán, pues había             
sido comisionado a ocupar la dirección de la Secretaría de Seguridad Pública Municipal.             
Su superior, el entonces Coordinador de Fuerzas Federales en dicha corporación, el Lic.             
Rafael Avilés, “le señala que escogiera a seis policías federales para que fueran sus              
escoltas en la presidencia municipal” , éstos fueron: el sargento primero Luis Ángel            101
León Rodríguez de 23 años y los policías Pedro Alberto Vásquez Hernández, Jaime             
Humberto Ugalde Villeda de 29 años, Víctor Hugo Gómez Lorenzo, Israel Ramón Usla             
y Bernardo Israel López Sánchez, “tres de ellos tenían el cargo de policía tercero, uno               
de policía segundo y uno de suboficial” (MILENIO, 29/08/2014), todos estaban           
adscritos al 21º Agrupamiento Coordinación de Reacción y Alerta Inmediata (RAI) de            
la PF, quienes recibieron el correspondiente oficio de comisión el día 14 de noviembre: 
 
Cuando el Comandante de dicho agrupamiento, Raymundo Agustín Hernández         
Guzmán tuvo conocimiento, amenazó y amedrentó a los policías, negándoles          
seguridad y medios para trasladarse, por lo que se vieron forzados a contratar             
100 Información obtenida de la ficha de búsqueda registrada en agosto de 2011 y divulgada en el blog de 
David Nostas “El busca personas” (Consultar en http://davidnostas.pe/moises-enriquez-lopez-p41316/ ),  
101 Tomado de la narración hecha por Araceli Rodríguez, madre de Luis Ángel León Rodríguez, emitida 
frente al Lic. Miguel Ángel Godínez Muñoz, (quien se desempeñó como Fiscal General del estado de 
Guerrero de 2014 a 2015), video publicado en el muro de Facebook de Julia Alonso (familiar de 
desaparecido) publicado en el 14 de marzo de 2017. Consultado el 30/06/2017. en acto público 
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 los servicios de Sergio Santoyo García como chofer y trasladarse en un            
automóvil particular (Animal Político, 14/11/2016).  
 
A mí mi hijo el 14 de noviembre de 2009, llegando de recoger su oficio de                
comisión, estaba muy triste y me había dicho que el comandante (…) lo había              
amenazado, Raymundo Agustín Hernández Guzmán (...) pero como no hay          
una grabación que justifique que realmente los amenazó pues no ha habido            
poder humano que se investigue a ningún servidor público .  102
 
Los siete policías “tuvieron que buscar quienes los llevaran (…) porque sólo se             
les fue entregado oficios de comisión y armas de cargo”   103
 
no les dieron los medios necesarios para llegar seguros a su destino, como             
vehículos, o personas, elementos que los llevaran resguardados, finalmente         
ellos no podían ir manejando una patrulla federal ya que se quedarían por un              
tiempo indefinido . 104
 
En ese momento el estado michoacano estaba considerado como una zona de            
alto riesgo, ya habían ocurrido ataques específicos hacia la Policía Federal desde el mes              
de junio, “el Cártel de la Familia Michoacana había asesinados a 16 elementos y              
realizado 21 ataques a corporaciones en Michoacán, Guerrero y Guanajuato como           
represalia a la detención de su principal operador logístico, Arnoldo Rueda Medina, ‘La             
Minsa’” (EL UNIVERSAL, 21/06/2009). A pesar del riesgo, aceptar esa comisión           
implicaba una mejora económica y laboral, por ejemplo para el caso de Luis Ángel              
quien ingresó a la corporación a la edad de 21 años, al estar comisionado a Ciudad                
Hidalgo no dejaría de pertenecer a la agrupación de Fuerzas Federales, por lo que              
obtendría un doble salario, como le indicó a su madre 
  
“ganaré más dinero, ya me dijo el jefe Juan Carlos (…) que me dejará estudiar               
y entraré a la prepa ya tengo mi carro, lo estoy pagando, además, yo quiero               
tenerte como Mi Reina, tramité mi crédito de Fovisste (sic.) y están a punto de               
entregarme tu casita, porque será tuya y te la quiero amueblar”           
(RESILIENCIA, 2015). 
 
Los ocho hombres partieron la mañana del 16 de noviembre de 2009, la última              
llamada que Araceli tuvo con su hijo “fue alrededor de las 10:45 de la mañana cuando                
102 Entrevista a la Sra. Araceli Rodríguez (parte 1). (ROSTROS DE LA TRATA, 06/04/2015). 
103 Ibíd. Julia Alonso (FACEBOOK, 14/03/2017). 
104 ROSTROS DE LA TRATA, óp. cit.  06/04/2015. 
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 me dijo “mami ya está, estamos en periférico (...) cargando gasolina y ya vamos para               
Michoacán” ,  105
 
“llegando allá te marco”. Te dije que no se te olvidara mandarme con Sergio              
los números telefónicos de tus compañeros, para que si de pronto no me             
contestabas, hablar con ellos, y saber que estás bien, tú me dijiste: “sí, no te               
preocupes”. Esa fue la última vez que escuche tu voz . 106
 
Aproximadamente cinco horas después, no se tiene comunicación con Sergio ni           
con Luis Ángel: 
 
Salí de trabajar a las 3 pm., llegué a mi casa como a las 4:30 pm. y en seguida                   
llegó Maribel, la esposa de Sergio, y me dijo, “Ara, ¿qué pasó, no te ha               
hablado el güerito?” -porque así le decía a Luis Ángel-, y le dije “no, sabes ya                
estoy muy preocupada, pero vamos a esperar, ojalá ya pronto llegue Sergio”.            
Mary me dijo, “sí, Ara, primero Dios, están bien, estamos en contacto, estamos             
a dos cuadras, cualquier cosa nos avisamos”, pero algo me decía que estaba             
mal, las lágrimas salieron de mis ojos con mucha tristeza y empecé a sentir un               
vacío en mi alma, inexplicable. Así pasaron lunes, martes, miércoles; y mi            
familia, mis hijos, la familia de Sergio y yo nos cuestionábamos qué hacer. Me              
habló mi hijo Martín que trabajaba en Torreón: “Má, mi hermano no contesta,             
estoy muy preocupado”. Me puse a llorar, y le dije “Martincito hay que ir a               
Fuerzas Federales, a preguntar”, pero cuando ya íbamos a ir, habla Martín y             
me dice: “estoy aquí afuera de Policía Federal y me dicen que no hay alerta               
roja, que esperemos a que nos hable” . 107
 
En los días siguientes las respuestas por parte de funcionarios de la PF fueron              
despectivos hacia los familiares, uno de los hermanos de los desaparecidos, quien            
también era policía federal, fue humillado por el mismo comandante Hernández           
Guzmán. A los familiares se les dijo que los policías, por el hecho de estar de comisión                 
no podían comunicarse,  
 
que no había alerta roja (…) afuera, ni siquiera nos dejaban entrar [a las              
instalaciones de la PF] (…) que luego a veces estaban de borrachos y por eso               
no se comunicaban con su familia, que no nos preocupáramos, que si hubiera             
alerta roja ya sabrían que había pasado . 108
 
Es hasta el 21 de noviembre cuando Araceli ingresa a la institución donde “lejos              
de darme la atención para saber el paradero de mi hijo, fui sacada con lujo de violencia,                 
105 Julia Alonso (FACEBOOK, 14/03/2017). 
106 “Señora, quiero su perdón”, testimonio de Araceli Rodríguez (RESILIENCIA, 24/11/2015). 
107 Ibid. RESILIENCIA.  
108 Op. cit.  ROSTROS DE LA TRATA.  
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 ordenada por Alejandro Santizo , subida a una patrulla federal, por hombres armados            109
(…) y me lanzaron a la calle” . Ella asegura que había un desconocimiento             110
institucional sobre las desapariciones pues en la PF nadie informó la ausencia de seis              
días de siete de sus elementos, mientras que en el gobierno municipal de Ciudad              
Hidalgo nadie se manifestó porque dichos policías nunca se presentaron a ocupar los             
cargos designados, por el contrario “sí se preocuparon por mandar otra comitiva de más              
elementos a ocupar el municipio” y por levantar un acta por abandono de trabajo para               111
Luis Ángel. Llama la atención que, pese a haber realizado las denuncias            
correspondientes entre el 23 y 24 de noviembre, así como las características del caso              
(desaparición en grupo), no existen registros en la base de datos del RNPED para              
ninguno de los ocho hombres que desaparecieron.  
 
En febrero del 2010, Araceli lee en un periódico que investigaciones de la PGR              
llevaron a la detención de personas vinculadas al crimen organizado, pertenecientes a la             
“Familia Michoacana”, incluidos el Director de Seguridad Pública Municipal de Aporo,           
Michoacán, quienes declararon haber participado en el secuestro y desaparición de siete            
policías y un civil. El 13 de febrero de 2010, las ocho familias son convocadas a las                 
instalaciones de Fuerzas Federales para escuchar la narración de hechos que habían            
dado los detenidos y que confirmaban los asesinatos de Juan Carlos Ruiz Valencia, Luis              
Ángel León Rodríguez, Pedro Alberto Vásquez Hernández, Jaime Humberto Ugalde          
Villeda, Víctor Hugo Gómez Lorenzo, Israel Ramón Usla, Bernardo Israel López           
Sánchez y Sergio Santoyo García. 
El mismo 16 de noviembre de 2009, cuando iban hacia Ciudad Hidalgo, se             
identificaron como policías en la caseta de cobro de peaje, más adelante “’La Familia              
109 Se refiere a Alejandro Óscar Santizo Méndez quien fuera “Director General de Seguridad Física de la 
Coordinación de Reacción y Alerta Inmediata en la División de Fuerzas Federales de la Policía Federal” 
(Puebla Noticias, 30/04/2013), quien posteriormente sería removido del cargo y trasladado al estado de 
Puebla donde funge como titular de la Secretaría de Seguridad Pública y Tránsito Municipal, cargo 
obtenido mediante “una imposición que hizo entre 2013 y 2014 el entonces secretario de Seguridad 
Pública del estado Facundo Rosas Rosas [integrante] del grupo de Genaro García Luna, quien (…) 
acostumbraba hacer montajes mediáticos para fabricar delitos de detenidos que eran inocentes” (LA 
JORNADA DE ORIENTE, 30/05/2017). A lo largo de la gestión de Santizo Méndez se incrementaron los 
delitos de asalto y el robo de combustible. 
110 Op. cit.  ROSTROS DE LA TRATA.  
111 Ibíd. ROSTROS DE LA TRATA. 
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 Michoacana’, ahora ‘Caballeros Templarios’ (…) los secuestraron en la gasolinera ‘Las           
Cotorras’ en Zitácuaro, Michoacán”   112
 
La voz, las palabras del comandante que narraba los hechos fueron como            
hierros candentes en mis oídos, mente, alma y mi corazón. Nos dijo: “Los             
secuestraron porque se identificaron en la caseta para no pagarla, por $3000            
pesos los mataron”, y le grité “¿cómo que los mataron?”, oyendo el llanto de              
los familiares dijo: “sí, ¿ustedes quieren saber cómo fueron los hechos? No les             
dieron un balazo en la cabeza, consiguieron llantas, sosa, ácido y sierras. Los             
descuartizaron y los quemaron. Es muy difícil esto que les digo, pero es la              
verdad. Están muertos, pero jamás habrá cuerpos”; sentí un sudor frío que            
recorrió mi cuerpo, sentía que mis pies no pisaban la tierra (RESILIENCIA,            
2015).  
 
Sus restos se encuentran en algún lugar en el cerro “La Coyota” en Michoacán,              
en las búsquedas han participado las familias y cerca de 300 elementos de la PF               
inspeccionando ríos, barrancas y presas. Tiempo después el 21º Agrupamiento          
Coordinación de Reacción y Alerta Inmediata (RAI) de la PF fue extinto. 
 
El día 3 de diciembre, los policías federales Gustavo Sánchez González, Esteban            
Morales Santizo de 28 años y Prisciliano Gómez Jacinto “fueron ‘levantados’ afuera del             
hotel dónde se encontraban de destacamento en el municipio de Lázaro Cárdenas,            
Michoacán. Los familiares se percataron de la desaparición el día 9 de diciembre, como              
relata la madre de Esteban: “me vinieron a avisar que mi hijo estaba desaparecido, por               
la esposa del otro compañero (…) porque la PF no me avisó” . Aunque la denuncia fue                113
realizada por el comandante Guillermo Francisco Sánchez Mora el mismo día 9 en             
Lázaro Cárdenas, hay que añadir que en la base de datos de RNPED aparece la               
averiguación previa sólo para el caso de Esteban, en el fuero federal y con fecha del 28                 
de mayo de 2014. Esta demora de más de cuatro años se debió al miedo de los                 
familiares ante las intimidaciones y amenazas de mandos superiores de la PF.  
En el proyecto documental Geografía del Dolor, los testimonios de los           
familiares de desaparecidos están acompañados de filmaciones de los lugares donde se            
presume fueron sustraídos, para el caso de estos tres policías se aprecian las             
inmediaciones del “Hotel Sol del Pacífico” ubicado en la zona centro de Lázaro             
112 Op. cit. ROSTROS DE LA TRATA. 
113 Esteban Santizo (GEOGRAFÍA DEL DOLOR, 2015). 
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 Cárdenas. En dicho lugar ya se habían registrado enfrentamientos (relacionados a la ya             
referida detención de Arnoldo Rueda), la madrugada del domingo 12 de julio de 2009              
ese hotel “donde se alojan efectivos de la PF fue baleado [por] un comando integrado               
por unos diez encapuchados [que] lanzó ráfagas de rifles de alto poder” (LA             
JORNADA, 13/06/2009). 
La señora Margarita, madre de Esteban, mujer de origen humilde y que crió a              
sus hijos sola, viaja a Lázaro Cárdenas donde se entrevista con los comandantes a cargo               
de la agrupación a la que pertenecía su hijo, uno de ellos le indica que los tres hombres                  
“pidieron permiso para ir a hacerse unas compras personales (…) y de ahí ya no               
volvieron” , otro le dijo que “sabía que una muchacha llamada “Samanta” lo iba a              114
buscar al trabajo (…) y de ahí ya no supo nada y que no le podían hacer nada [a                   
Samanta] porque era menor de edad” , esta versión coincide con la información que             115
posteriormente le proporcionó un vendedor ambulante:  
 
yo pregunté por los federales (…) y me contó él, que habían aventado una              
bomba afuera del hotel (…) “la gente mala aventó una bomba” dice y como no               
pasó nada (…) empezaron a contratar muchachas, chamacas jovencitas para          116
que enamoraran a los federales y se los llevaran y así fue que empezaron a               
desaparecer muchos federales y se los llevaban y yo le pregunté ¿a dónde se              
los llevaron? Y dice “pues se los llevaron al matadero” . 117
 
A pesar de que hubo testigos de la sustracción de los policías no se realizaron               
acciones de búsqueda sino tiempo después 
 
Yo supe que le habían ido a avisar al comandante Mora cuando (…) se              
acababan de desaparecer mi hijo con los otros muchachos (…) dicen que llegó             
una señora, una persona, a decirle que había visto a dónde habían metido a los               
muchachos, pero no hizo nada el comandante (…) fueron después, dejaron           
pasar días y fueron a ver y ya no había nada, nomás había señas que habían                
estado las personas ahí . 118
 
Cuando Margarita solicita información en el área jurídica de la PF se entera que              
había una persona más entre los desaparecidos: “me comentó el licenciado (…) “señora             
114 Esteban Santizo (GEOGRAFÍA DEL DOLOR, 2015). 
115 Ibíd. 
116 Término coloquial para referirse a niñas y adolescentes. 
117 Ibíd.  
118 Ibíd.  
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 no son tres los desaparecidos, son cuatro (…) a uno lo encontramos con 150 mil pesos                
en la bolsa, borracho en un bar” . Posteriormente la institución negaría la existencia de              119
ese cuarto policía, y es que la corporación se deslinda de responsabilidades, testimonios             
brindados a Marcela Turati de manera anónima dan cuenta que muchos casos son             
acallados por la institución;  
 
“Han levantado a muchos, muchos. Casi la mayoría de los comandantes, por            
no meterse en problemas, dicen que los desaparecidos tienen la culpa porque            
se salieron a tomar sin permiso” (…) Otro corroboró esta información:           
“Cuando uno de nosotros desaparece y no fue en combate, mejor ni avisan a la               
base ni a las familias, porque si el jefe dice que le dio permiso de salir se lo                  
llevan al Ministerio Público a declarar. Por eso mejor dicen siempre que fue             
abandono de empleo” (Proceso, 2/12/2012). 
 
Esteban Morales Santizo además era ex-militar, ingresó al ejército a la edad de             
16 años, siendo asignado al 78º Batallón de Infantería, pero las constantes salidas a              
maniobras en zonas alejadas hace que su madre le pida abandonar esa actividad, a lo               
que él accede e ingresa a la PF.  
Un mes después de la desaparición, reciben una llamada aparentemente de           
Esteban, a lo que da aviso a funcionarios de PF, después “hablaron al celular de la                
esposa de Gustavo, diciendo que ‘si queríamos saber de los muchachos los estaban             
trasladando a La Piedad Michoacán y también corrimos a decir que vieran de dónde              
venía la llamada y tampoco hicieron nada, no me ayudaron a buscar a mi hijo” . Tres                120
años después de su desaparición, autoridades de la PF insistían a Margarita para que              
aceptara la muerte de su hijo. Es una constante que los familiare de desaparecidos              
queden expuestos a extorsionadores, como aconteció con Margarita Santizo cuando un           
hombre se hizo pasar por teniente y le pidió dinero a cambio de información sobre el                
supuesto hallazgo de sus cadáveres, ello ante la medida de “reparación del daño” que              
implica el pago de una remuneración económica. Muchas familias se niegan           
tajantemente a recibir el dinero u ofertas laborales (que escasamente les llegan a ofrecer              
en las dependencias de gobierno para que dejen de manifestarse por las desapariciones             
de sus seres queridos), pues lo que piden no es dinero sino encontrar a sus familiares a                 
quienes, tal como dicta su consigna: vivos se los llevaron y vivos los queremos.  
119 Ibíd. 
120 Ibíd.  
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 Con el tiempo Margarita enfermó, el diagnóstico indicó cáncer en el hígado pero             
para ella y su familia, enfermó por “estar cargando años de tristeza, rabia y coraje”               
(MILENIO, 18/10/2014), como se leyera en un cartel junto a su féretro el cual, como               
última voluntad, fue colocado frente a la SEGOB donde velaron su cuerpo durante seis              




Desplazándonos por nuestro mapa de desapariciones, nos situaremos en el          
municipio de Boca del Río en el estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, donde el                 
policía federal de 34 años Fausto Osorio Torres se encontraba de vacaciones con su              
hermano Filiberto, ambos “desaparecieron después de haber asistido a ‘La Casona’, un            
antro que se ubica en Veracruz” (AGN VERACRUZ, 02/10/2015). Fausto estaba           
“designado como escolta del director de la policía preventiva de Culiacán, Ernesto José             
Manuel Niño de Rivera” (LA JORNADA, 19/05/2010).  
Cinco años más tarde, el hermano de los jóvenes desaparecidos, en su búsqueda             
diaria de información sobre el caso “[se] percat[a] que sin aviso fueron dados de baja en                
la lista de personas extraviadas de la Fiscalía General del Estado así como de la propia                
PGR” instituciones a las que pide una aclaración de dichas acciones, recibiendo como             121
respuesta que “derivado de nueva directrices del programa de desaparecidos se modificó            
la forma en que se atienden las peticiones de la ciudadanía” . 122
  
En el mismo estado, pero en el municipio de Martínez de la Torre, desaparece el               
policía José Alfredo Martínez A., en el mes de abril (PROCESO. 30/03/2013). 
 
El 2 de julio, en Torreón, Coahuila, el policía Mario Alberto Morales Cano se              
encontraba en una reunión familiar. Al salir a comprar un refresco es abordado por un               
grupo de hombres armados que lo golpean y lo obligan a subir a una camioneta. Tenía                
un mes y medio de haber ingresado a la policía, aunque anteriormente había formado              
121 Ibíd. AGN Veracruz 02/10/2015). 
122 Ibíd. AGN Veracruz 02/10/2015). 
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 parte de la fuerza aérea por un periodo de tres años (ANIMAL POLÍTICO, 28/04/2014),              
es debido a ese adiestramiento militar que 
 
este joven, que estaba a punto de convertirse en papá, no sólo fue             
inmediatamente aceptado en la policía de Torreón, sino que fue asignado a la             
escolta personal del mayor retirado Paúl Hernández Ruiz, entonces subdirector          
de dicha corporación [a su vez encabezada] por el general en retiro Bibiano             
Villa .  123
 
Dicho general posteriormente fue señalado en “un video en donde un grupo de             
sicarios del Cártel del Pacífico interroga a policías de Torreón, y esos agentes dicen que               
detrás del crimen organizado en ese municipio estaba el general Bibiano Villa”            
(ANIMAL POLÍTICO, 28/04/2014). Por eso Rosario, madre de Mario, responsabiliza a           
ambos personajes por la desaparición de su hijo:  
 
no sabemos qué presenció mi hijo, o qué no le gustó, porque un mes después,               
él pidió que lo sacaran de la escolta del mayor Paúl, y que mejor lo mandaran a                 
patrullar las calles (…) pocos días después, el crimen organizado lanzó una            
granada contra un grupo de compañeros suyos y todos murieron, fue entonces            
que Mario Alberto decidió darse de baja de la Policía Municipal. Dos días             
antes de su secuestro, él personalmente me dijo que tan pronto como iniciara la              
semana siguiente, él entregaría los uniformes y la placa, él me dijo que ya lo               




El 4 de julio desaparecen los policías Noé R., Eduardo N. y Rusbell L, en el                
estado de Michoacán, (PROCESO, 30/03/2013). A pesar de los escasos datos, no fue             
posible encontrar información de estos casos en la base del RNPED.  
 
El 29 de julio, en el estado de Coahuila, desaparece el policía Juan Alberto C.,               
(PROCESO, 30/03/2013). No se encontró información en la base del RNPED. 
 
El 30 de octubre en el municipio de Lázaro Cárdenas, Michoacán, desaparece el             
policía de 40 años, Efraín Pérez Nazario, (PROCESO, 30/03/2013). De acuerdo al            
RNPED su desaparición fue denunciada ante la PGJ del estado, bajo el fuero común. 
123 Ibíd. Animal Político 28/04/2014. 
124 Ibíd. Animal Político 28/04/2014. 
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 El 29 de noviembre, en la ciudad de Victoria de Durango, en el estado de               
Durango, la agente especial antisecuestros Marazuba Teresa Gómez Montes de 24 años,            
es captada alrededor de la 3:00 pm por una cámara de vigilancia mientras retiraba              
dinero de un cajero electrónico (ANIMAL POLÍTICO, 26/04/2013),  
 
localizado al interior de la Procuraduría Estatal de Justicia de Durango.           
Minutos después otras cámaras grabaron [cuando] abandonaba el edificio (…)          
por el estacionamiento a bordo de un stratus blanco (…) junto con su             
compañero de la unidad antisecuestros, Gustavo Campos Reyes  de 25 años. 125
 
Se presume que posteriormente se reunieron con sus compañeros Elbert          
Espinosa Ferreiro, de 29 años, y Vicente Macias Plata, de 33, probablemente para ir a               
comer, viajando juntos en el stratus blanco y en algún momento entre las 4:00 y las 5:30                 
fueron secuestrados. Los agentes tendrían una reunión esa misma tarde con el entonces             
procurador estatal, Ramiro Ortiz Aguirre . 126
Los cuatro agentes habían ingresado a la corporación en el año 2009. Al igual              
que muchos “jóvenes universitarios (…) respondi[eron] a la convocatoria de la           
Secretaría de Seguridad Pública (…) para convertirse en agentes especializados en           
combate al secuestro” , esto como parte de la creación de nuevas unidades            127
antisecuestro con personas jóvenes, con formación profesional y en materia          
anticorrupción que investigaran dichos delitos y mediante las cuales se suplantaría a las             
unidades de investigación antiguas ya ligadas a prácticas corruptas. 
Marazuba Gómez Montes, nació en el Municipio de Atoyac de Álvarez,           
Guerrero, pero estudió en Morelos (PROCESO, 19/06/2014), donde se graduó como           
licenciada en Derecho. Durante su proceso de formación como agente especial, “recibió            
capacitaciones por parte de expertos franceses y colombianos, además de ser enviada a             
Estados Unidos para continuar con su profesionalización como agente ministerial a           
cargo de “la asistencia en momentos de crisis, ayudando a las personas secuestradas”             
(ANIMAL POLÍTICO, 26/04/2013); ella 
 
trabajó poco más de un año como agente antisecuestros, a pesar de que las              
autoridades federales no respetaron el ofrecimiento que originalmente le         
125 Historias del cielo y el infierno, 26/04/2013. 
126 Ibíd. Historias del cielo y el infierno. 
127 Animal Político, óp. Cit. 
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 habían hecho a ella y a sus compañeros: principalmente que integrarían nuevos            
equipos de trabajo con procedimientos científicos para el combate de la           
delincuencia, sin mezclarse con las estructuras ya existentes y corrompidas .  128
 
Los cuatro agentes formaban un equipo de trabajo que ya había desempeñado            
labores de investigación en el estado de Morelos, demostrando buenos resultados en la             
resolución de casos de secuestro a pesar de las carencias de equipamientos e             
instalaciones así como el trabajo con las unidades antisecuestro antiguas, razones por las             
que aceptan el ofrecimiento del entonces gobernador de Durango, Ismael Hernández           
Deras, para trasladarse a dicha entidad donde contarían con recursos suficientes .           129
Particularmente a Marazuba “le atrajo la posibilidad de ser ascendida como agente del             
Ministerio Público, además de tener capacitación en juicios orales, ya que su sueño era              
trabajar posteriormente en un tribunal federal y hacer una maestría en derecho penal” .             130
Los cuatro agentes renuncian a la procuraduría de Morelos y se trasladan a Durango              
donde comienzan a laborar en agosto, un mes después toma posesión como gobernador             
Jorge Herrera Caldera. De acuerdo a Fausto, padre de Marazuba, “sí les cumplieron lo              
prometido: equipo y tecnología de punta [e] independencia en sus investigaciones” .  131
 
Esa misma tarde, del día 29, los familiares se enteran de la privación de libertad               
de los agentes cuando el padre de uno de ellos recibe una llamada telefónica en la que se                  
le exige el pago de 1 millón de pesos. Después de eso, los plagiarios no volvieron a                 
comunicarse y no vuelven a tener información sino hasta un mes después por un evento               
aislado. El 29 de diciembre, un vehículo intentó eludir un retén policial lo que provocó               
una persecución hasta una casa de seguridad ubicada en un barrio popular de la capital               
del estado. En el lugar se da un fuerte enfrentamiento armado y se captura a 13 personas                 
que se identifican como integrantes de una célula duranguense del Cártel de Sinaloa             
autodenominada Cártel Gente Nueva. En dicho lugar además de encontrarse armas de            
alto calibre, se halló una libreta en la que se registraban los datos de las personas que                 
128 Ibíd. Animal Político. 
129 Ibíd. Animal Político. 
130 Historias del cielo y el infierno, óp. cit. 
131 Ibíd. Historias del cielo y el infierno. 
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 secuestraban, entre los nombres están los de los agentes. Como narra Yolanda, madre de              
Marazuba: 
 
ahí estaba el nombre de mi hija (…) y es evidente que fue interrogada por estos                
sujetos porque se incluye información precisa sobre su vida, asuntos          
personales que sólo ella podía conocer, y así como hay una ficha de ella, en esa                
libreta hay una por cada uno de [sus] compañeros (…) y también están los              
datos de decenas de personas más (…) la libreta estaba llena de nombres . 132
 
De acuerdo a autoridades federales dicha agrupación tenía entre sus miembros a            
tres ex policías de Durango y uno de Sinaloa quienes controlaban las operaciones de              
droga en la entidad, así como la persecución de rivales del Cártel de los Zetas,               
realizaban extorsiones y secuestros, “este grupo también tenía la encomienda de cooptar            
a funcionarios públicos de los tres órdenes de gobierno, así como de instrumentar la              
‘desaparición de quienes no aceptaban brindarles protección’” . 133
La PGR demoró un año para aceptar incluir los nombres de los cuatro agentes en               
el programa de recompensas, y sus datos no se encuentran en el RNPED. 
Ante esta experiencia, la madre de Marazuba reconoce el trabajo realizado por su hija: 
 
Cuando ella empezó a trabajar, yo no entendía muy bien su trabajo, ni por qué               
ella nunca descansaba. Traía su radio, su celular, siempre abierto y dispuesta a             
ayudar a los seres humanos. Pero ahora que yo sufrí el secuestro de ella y sus                
compañeros, pedí a la Siedo que me ayudara y me pusieron a una persona              
experta en atención a crisis [la labor que Marazuba realizaba en Morelos]. Y             
entonces entendí el valor del trabajo que tenía mi hija (…) el secuestro de un               
ser querido pone a la familia en un estado de locura . 134
 
En junio de 2011 Ramiro Ortiz Aguirre deja el cargo como procurador del             
estado ante serias críticas a su gestión por el descubrimiento de numerosas fosas             
clandestinas con más de 200 cuerpos. En 2012 es sustraído por un grupo armado y su                
cadáver con huellas de tortura es encontrado el 31 de marzo junto al mensaje: “Esto me                
paso por ser el responsable de tantos muertos inocentes [localizados en] las fosas             
clandestinas en Dgo (sic)” (PROCESO, 10/04/2012). 
132 ANIMAL POLÍTICO, óp. cit. 
133 Ibíd. ANIMAL POLÍTICO. 
134 HISTORIAS DEL CIELO Y EL INFIERNO, óp. cit 
108 
 
 El 27 de diciembre desaparece el policía Cristóbal L., en el estado de             
Tamaulipas (Proceso. 30/03/2013). En el RNPED no se cuenta con datos que coincidan             




En el estado de Guerrero, el día 7 de enero de 2011, Saulo Rodríguez Cruz “se                
encontraba en el centro de Iguala con su esposa e hijos cuando recibió una llamada               
indicándole que se presentara en la oficina porque tenían algo relacionado con uno de              
los casos de los que él estaba a cargo (…) en la oficina del fiscal estatal” (HOY,                 
23/09/2017), ello debido a que este policía de 38 años se desempeñaba como             
investigador y “asesor jurídico de la Policía Ministerial del estado en Iguala” (EL SUR,              
27/05/2015). En la madrugada su esposa Adriana, se percata de la ausencia de Saulo              
“cuando (…) despertó a las dos de la mañana y él todavía no volvía le llamó. [Él] le dijo                   
que llegaría pronto. Mientras ella escuchaba muchas otras voces. Él nunca regresó”            
(LOS OTROS DESAPARECIDOS, 2015). 
El temor silenció a la señora Adriana durante tres años, como ella narra: “en              
Iguala vas y pones una denuncia que tú sabes que no se le va a dar seguimiento porque                  
el pellejo de la persona que te va a levantar la denuncia está en riesgo, como el tuyo por                   
ir a haber hablado” . Fue hasta que un caso de desaparición grupal impactó a México,               135
la desaparición de los 43 estudiantes de Ayotzinapa, que cientos de familias deciden             
movilizarse, por eso la desaparición de Saulo fue denunciada hasta marzo del 2015 ante              
la FEBPD de la Ciudad de México, registrada bajo el fuero federal y forma parte de las                 
estadísticas del RNPED donde se lee que el lugar de desaparición fue la “vía pública”. 
 
El 17 de febrero, los policías federales Miguel Gutiérrez Cruz y Adrián            
Domínguez Rolón, de 34 y 31 años de edad respectivamente, “estaban destacamentados            
como parte del Operativo Michoacán Seguro” (MILENIO, 2013) en el “Hotel Regis”,            
ubicado en el centro del municipio de Uruapan, donde se hospedaban desde hacía tres              
135 Ibíd. los otros desaparecidos. 
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 meses. Al momento de su desaparición estaban en las últimas 48 horas de servicio              
(SIPSE, 1/03/2013). 
Los policías “desaparecieron (…) después de dirigirse a retirar dinero de un            
cajero automático en el centro” (EL UNIVERSAL, 26/12/2011), sin embargo,          
investigaciones realizadas por ambas familias señalan el involucramiento del         
comandante a cargo de los policías desplegados en esa zona, Teodoro Bonfil Portillo,             
quien, de acuerdo con Víctor, tío de Adrián es responsable al haber obstaculizado la              
búsqueda (Milenio, 2013): 
 
no levantó el acta por la desaparición de sus subordinados [además] dio            
explicaciones contradictorias, negó acceso a los registros de sus celulares, a las            
imágenes de la cámara del C4 ubicada justo frente a la puerta del hotel (…) y                
otro tipo de irregularidades que despertaron sospechas  . 136
 
Los familiares también descubrieron una denuncia realizada en el municipio          
vecino de Lázaro Cárdenas por la desaparición de otros tres policías, donde dicho             
comandante estaba al frente del agrupamiento . Se señaló la responsabilidad de dos            137
comandantes más: Lucio Hueca Ibarra y Antonio Vargas Martínez, sin embargo “la            
indagatoria fue turnada a la Delegación Estatal de la PGR en Michoacán [pues] los              
Ministerios Públicos Federales que conocieron el caso en un primer momento, se            
declararon incompetentes” (MVS, 29/10/2011) para llevar a cabo las investigaciones. 
Este caso cuenta con averiguación previa levantada por la PGR, y forma parte             
del Informe Los desaparecidos de México elaborado por Human Rights Watch. En el             
RNPED sólo se encontró la información de Miguel Gutiérrez, perteneciente al fuero            
común pero sin indicar lugar de desaparición, ni fecha de denuncia. 
 
El 19 de febrero en el municipio de San Nicolás de Los Garza, Nuevo León, son                
sustraídos los policías federales Juan Luis Lagunilla y Juan Hernández Manzanares           
ambos de 23 años de edad. Como explica la madre de Juan Hernández, Patricia, su hijo                
se encontraba de destacamento por el “Operativo Alerta Inmediata”: 
Estuvo unos días en Saltillo, pero en ese tiempo, en el 2011, es cuando              
empiezan las desapariciones fuertísimo, estaba muy caliente Saltillo, estuvo         
136 Ibíd. SIPSE. 
137 Ibíd. MILENIO, 2013. 
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 unos días y los regresan otra vez a Nuevo León. Llega (…) y se hospeda con                
más de 300 elementos de Policía Federal y Policía de Investigación, de la             
federal . 138
 
Dicho lugar, es el “Hotel 88 Inn” (como lo indica una de las mantas que la mujer                 
porta para visibilizar la desaparición de su hijo), los tres compañeros de habitación             
indicaron no percatarse de la ausencia sino hasta la mañana siguiente en el pase de lista.                
Lo mismo indicaron los compañeros que compartían habitación con el otro policía            
desaparecido, Juan Luis (ANIMAL POLÍTICO, 4/06/2016). A pesar de no haberse           
reportado al pase de lista del día 20, los comandantes responsables no notificaron las              
ausencias. Patricia se entera de la desaparición por una llamada realizada por la novia de               
Juan, quien no podía comunicarse con él, siendo que se casarían por el civil el día 21.                 
Ante esto los padres se trasladan a Nuevo León: 
 
Cuando llegamos ahí, su comandante ya lo había dado como abandono de            
trabajo. Es una crueldad que hagan eso con los policías y no nada más              
federales, con cualquiera, porque con los militares es exactamente lo mismo,           
los dan de baja. A los tres días los dan como abandono de trabajo y desde ese                 
momento ellos pierden todos sus derechos . 139
 
Ahí yo tuve una pelea muy fuerte con el comandante del destacamento, porque             
uno abandona su trabajo cuando ya no vuelve para su siguiente jornada laboral,             
pero en el caso de mi hijo la jornada era constante, él estaba comisionado en               
Nuevo León las 24 horas del día y los siete días de la semana, y era                
responsabilidad de la Policía Federal controlar la ubicación de cada uno de los             
agentes de esa comisión  140
 
A pesar de que lograron revertir dicha baja por abandono de trabajo, no se              
realizaron acciones eficaces para la búsqueda de los policías, por el contrario, la             
información dada a la señora Patricia fue confusa y contradictoria: 
 
Primero me dijeron que mi hijo se había ido de borracho, que se había ido a un                 
bar, que había estado con una muchacha, y que seguramente, al salir, los             
‘levantaron’. El comandante del destacamento incluso me dijo que había visto           
los videos de seguridad del bar, en los que aparecía mi hijo (…) Pero todo eso                
era mentira: el bar no tenía cámaras de seguridad y, de hecho, el             
establecimiento ni siquiera era como él lo describía (…) [un] policía dijo que             
vio a mi hijo ir por una recarga de celular al 7 Eleven que estaba en la esquina,                  
hasta describió las ropas que supuestamente vestía (…) Ese policía (…) se ha             
138 ¿Dónde está Juan Hernández Manzanares? (MARTÍNEZ, 2/06/2016). 
139 Ibíd.  
140 ANIMAL POLÍTICO, óp. cit. 
111 
 
 negado a rendir declaración ministerial. Todos sus demás compañeros ya          
declararon, pero él no, la Policía Federal ha hecho todo para no presentarlo             
(…) [además] no tiene ningún sentido: todos los policías del destacamento           
habían recibido teléfonos de la compañía Nextel, con planes de tiempo           
ilimitado, esos teléfonos se los dio la misma Policía Federal, así que no             
necesitaba mi hijo salir por ninguna recarga (…) la declaración de ese policía             
es falsa, incluso la ropa que dice que llevaba, yo la tengo. Esa ropa estaba entre                
sus pertenencias, que quedaron en su habitación  141
 
Sobre lo último incluso circula un boletín con los datos de desaparición de Juan              
en una página con URL perteneciente a la PGJ del gobierno del estado de Veracruz en                
el que se describe que la ropa que él vestía era “chamarra negra, playera amarilla,               
pantalón de mezclilla deslavado y tenis cafés” , que podría ser la descripción falsa que              142
dio el policía que se negó a declarar. También se le informaron de operativos de               
búsqueda que posteriormente eran cancelados porque dichas zonas “estaban calientes”          
término coloquial para indicar los altos niveles de violencia y riesgo inminente para los              
policías: 
 
“Nos dijo un halcón que los tiene en Saltillo” [Coahuila] y según se arma un              143
operativo para (…) rescatarlo a una casa de seguridad (…) Se van y regresan              
como a la media hora y le digo ¿qué pasó?, “no es que está muy caliente y si                  
entramos nos pueden matar a gente”. Pues si para eso se alquilan . 144
 
Aunque en este caso sí se cuenta con los registros de ambas averiguaciones en el               
RNPED (donde se indica que fueron realizadas ante la PGJ de Nuevo León), no se tiene                
datos sobre la fecha en la que fueron denunciadas, ni información sobre las             
características físicas de los policías, ni del lugar donde fueron vistos por última vez. 
Por otro lado, resalta la hipótesis mencionada por la madre de este policía, pues              
ella refiere que Juan recibió cursos de adiestramiento en el uso de armamento             
especializado, que extrañamente no quedaron registros ni se poseen documentos          
probatorios: 
 
141 Ibíd. Animal Político. 
142 Consultar en: 
http://sitiosappver.veracruz.gob.mx/pgjver/detalle.asp?cla_ve1=21797&agrupacion=PERSONAS%20DES
APARECIDAS&Action=&ScrollAction= 
143 Palabra utilizada dentro de las organizaciones del narcotráfico para referirse a las personas que 
realizan actividades de vigilancia en las que alertan la presencia de policías, militares o agrupaciones 
rivales. 
144 ¿Dónde está Juan Hernández Manzanares? Óp. cit. 
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 yo pienso que a mi hijo lo entregaron sus mismos mandos, al crimen             
organizado (…) me contaba que les daban distintos cursos en manejo de armas             
especiales, varias veces me dijo de esos cursos, y me platicaba del tipo de              
armamento especial que les enseñaban a usar, pero yo en ese momento no             
ponía atención a los nombres de las armas (…) Y ahora resulta que ninguno de               
esos cursos está inscrito en su historial. Yo estoy segura que mi hijo recibió esa               
capacitación en el manejo de armamento especial, porque él me lo contaba            
entusiasmado, cada vez que hablábamos por teléfono, cuando me platicaba lo           
que hacía y lo que aprendía, porque él ama su trabajo. Y a mí eso me parece                 
extremadamente raro: compañeros de mi hijo me han confirmado que esos           
cursos sí se dieron, y que ninguno de los elementos recibió su certificado             
oficial, entonces, pienso yo que algunos de esos policías fueron entrenados,           
para entregarlos al crimen organizado  145
 
 
El día 18 de mayo desaparece el policía Roberto R. en la Delegación Iztapalapa              
en Ciudad de México (PROCESO. 30/03/2013). No fue posible encontrar datos en el             
RNPED que coincidieran con este caso. 
 
El 10 de junio, los policías federales Agustín A. y Adrián L. “salieron de              
Chihuahua rumbo a la capital del país. La PF estableció que se les perdió la pista en                 
Durango” (PROCESO. 30/03/2013). 
 
También en Durango, desaparece el subinspector de 32 años Rosendo Torres           
Cortés (ver Fotografía 1). “Lo mandaron a trabajar a Torreón Coahuila (desde) marzo             
(del mismo año) prestando servicio de seguridad de persona” (NOSTAS, 2016),           
perdiendo comunicación con su familia el día 10 de julio, y a quienes había dicho que                
ese día se trasladaría a Ciudad Lerdo. De acuerdo a las narraciones de su esposa               
Adriana, Rosendo fue interceptado por un grupo de policías municipales quienes           
pretendían quitarle el vehículo en el que se trasladaba, una camioneta blindada. Él se              
desempeñaba como escolta del senador Guillermo Anaya cuando fue candidato a           
gobernador de Coahuila (PROCESO, 6/12/2012). A Adriana, quien estaba embarazada          
en ese entonces, le fue negada cualquier información sobre el paradero de su esposo,              
por el contrario: 
 
Sólo fueron a mi casa para preguntarme si mi esposo no se había             
llevado la camioneta blindada en la que cuidaba al senador para los            
145 Animal Político, óp. cit. 
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 traslados. Me insistían en que si sabía dónde tenía la camioneta.           
Nunca nos volvieron a llamar de la policía. Lo poco que sabemos nos             
lo dijo la SIEDO. Y hasta hace tres meses nos citaron a varias señoras              
a una reunión para decirnos que tenemos que tramitar la presunción           




El 29 de agosto, el policía Efraín L., desaparece en el estado de Hidalgo              
(PROCESO. 30/03/2013). 
 
El 8 de diciembre, en Coahuila, son desaparecidos los policías Diego Fernando            
Aguirre Pantaleón de 26 años y Víctor Hugo Espinoza Yaber de 28. Como indica Paris               
Martínez en su reportaje, Diego estaba recién graduado de la corporación, el 7 de              
diciembre 
 
junto con otros 224 jóvenes, como integrantes de la primera generación de            
agentes de la Policía Acreditable de la ex Fiscalía General de Justicia de             
Coahuila (hoy Procuraduría estatal), primer camada de uniformados que fue          
calificada como “punta de lanza del nuevo esquema de policía en el estado”,             
por el entonces fiscal general Jesús Torres Charles (…) sin embargo, no tuvo             
tiempo de poner en práctica su formación, ya que un día después de graduarse,              
él y otros seis policías, así como un civil, fueron secuestrados por un grupo del               
crimen organizado que, en los siguientes días, liberó a seis de las ocho             
víctimas [excepto a] Diego Fernando y [a] su compañero Víctor Hugo           
Espinoza Yaber (ANIMAL POLÍTICO, 28/04/2014). 
 
En el RNPD sólo se lee que ambas denuncias fueron realizadas en la PGJ del               




Para este año sólo se recopilaron cuatro casos. El primero de ellos cuenta con              
poca información sobre lo sucedido y corresponde a la desaparición del agente federal             
de 33 años Milton Garza Salgado, desaparecido el 28 de marzo en San Pedro Garza,               
Nuevo León; sin embargo esta desaparición está relacionada a una serie de eventos             
acontecidos el mes anterior: la fuga masiva de reos del Centro de Reinserción Social de               
Apodaca, también conocido como el penal de “Topo Chico”. 
146 Ibíd. Proceso 6/12/2012. 
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 El 19 de febrero entre la 1:00 y la 1:40 de la madrugada se fugan 30 reos (25 del                   
fuero federal y 5 del fuero común), todos pertenecientes al Cártel de los Zetas. El               
escape se realizó con la ayuda de cerca de 22 funcionarios y custodios del              
establecimiento, quienes alrededor de las 2:00 de la mañana abrieron las rejas de los              
alojamientos permitiendo que presos vinculados al referido cártel, agredieran con armas           
punzocortantes y a golpes a integrantes del Cártel del Golfo (agrupación rival)            
asesinando a 44 de ellos (NOTICIERO TELEVISA, 20/02/2012). Entre los reos fugados            
se encontraba Héctor Rousvel Huerta Tinoco alias “El Chester”.  
Durante un operativo realizado por elementos del ejército durante el mes de            
abril, se ubica una casa de seguridad y en su interior se encuentra “el uniforme de este                 
policía junto con otros 11 uniformes apócrifos con logos de la Policía Federal”             
(PROCESO, 30/03/2013). El día 5 de abril, se anunciaba la recaptura de Huerta Tinoco,              
junto con cuatro personas, (entre ellas Delia de Jesús Robles, ex policía municipal) a              
quienes se les atribuye “entre otros hechos delictivos (…) el asesinato de un detective              
[y] el plagio del agente federal (…) Milton Garza Salgado a quien después de privar de                
la libertad en un (…) intento de robo de una camioneta (…) entregan a distintos               
miembros de la delincuencia organizada sin que se sepan más datos” (INFO7.MX,            
05/04/2012) de su paradero. 
En el RNPD sólo se refiere el día 30 de marzo como el de la desaparición y que                  
la averiguación corresponde al fuero común. 
 
El 27 de agosto se registra la desaparición del policía Lito B., en el estado de                
Sinaloa (PROCESO, 30/03/2013). 
 
El 28 de agosto, el policía federal de 30 años Valentín Ruíz Pineda, de acuerdo a                
un reportaje de la prensa local, “fue secuestrado por un grupo de hombres armados (…)               
en el municipio de Fresnillo, Zacatecas, cuando salía de un hotel” (NTR, 05/09/2012)             
ubicado en el centro. “Aunque no se inició denuncia por secuestro (…) la PF              
instrumentó varios operativos para localizarlo, lo que no ocurrió, por lo que se solicitó              
el apoyo de la Secretaría de Marina para reforzar la búsqueda, lo que tampoco dio               
resultados (EL SIGLO DE DURANGO, 05/09/2012). Una semana después, el 4 de            
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 septiembre, su cuerpo fue encontrado “en un predio ubicado en los límites de esta              
entidad con San Luis Potosí, con signos de tortura y múltiples disparos”14. 
 
Contrario a la información proporcionada, al realizar la revisión periodística sólo           
se documentó un caso de desaparición en el estado de San Luis Potosí, el de Jesús                
Ledezma Ledezma, policía municipal desaparecido el 30 de septiembre, sin embargo           
esta fecha no coincide con ninguno de los 7 casos reportado por la SSP de ese estado.                 
Para este caso, la prensa local lo identifica como “ex agente de la Secretaría de               
Seguridad Pública del Estado [que] fungió (...) como titular de la Policía Municipal de              
Tancanhuitz (LA POLICIACA, 13/11/2012), fue “Jefe de la Policía Estatal de la zona             
Huasteca, así como en las bases de municipios, ocupó el cargo de comandante en              
Tamazunchale y también fue director de policía en algunos municipios de la Huasteca”             
(PULSO, 12/11/2012).  
El hermano de Jesús “inició sus propias investigaciones [y] logró saber que            
había ido a la Universidad Tangamanga de donde salió alrededor de las 14 horas” ,              147
“abordo de su automóvil” y “minutos después lo vieron pasar por un filtro de revisión               148
(...) luego un conocido le informó que sabía que los marinos se lo habían llevado .               149
Aunque tanto la marina como “la Sedena, no informa a los medios acerca de las               
detenciones realizadas en la zona y sólo dan a conocer los aseguramientos a través de               
los departamentos de comunicación social , la versión de la captura fue rechazada de             150
manera extraoficial y anónima por un elemento de la marina que fue cuestionado por un               




El 11 de enero el primer y segundo comandante de policía del municipio de              
Úrsulo Galván, Veracruz, Agustín Rivera Bonaste, Juan Carlos Montero Parra, así como            
[los policías] Samuel Montiel Perdomo, Guillermo Torres Perdomo, Alejandro Baéz          
147 Ibíd. La Policiaca. 
148 Op. cit. Pulso. 
149 Op. cit. La Policiaca. 
150 Op. cit. Pulso. 
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 Hernández, Javier Arauz Colina, Luis Javier Valenzuela González y Aureliano Sánchez           
Tonil15, desaparecen mientras realizaban un recorrido de rutina en la zona de los             
arenales. Días después su patrulla fue encontrada calcinada en otro municipio16,           
“testimonios señalan que los policías municipales fueron interceptados por policías          
estatales e incluso fueron subidos a camionetas identificadas con la Secretaría de            
Seguridad Pública”17. “Luego de la desaparición (…) los otros nueve uniformados de la             
corporación renunciaron a sus puestos, por lo que (…) elementos de la Secretaría de              
Seguridad Pública y del Ejército se hacen cargo de la seguridad en la localidad”              
(PROCESO, 04/02/2013). 
Durante el mes siguiente los familiares de los policías se manifestaron en seis             
ocasiones para presionar a la PGJ del estado y a la Agencia Veracruzana de              
Investigación (AVI) a investigar a profundidad los hechos, nos obstante hay que resaltar             
que este caso ocurre en la administración del entonces gobernador Javier Duarte Ochoa,             
quien posteriormente fuera imputado por delitos de desvío de recursos públicos y lavado             
de dinero (entre otros), desvelándose una red de corrupción que involucró a funcionarios             
de su gobierno entre ellos su entonces secretario de Seguridad Pública, Arturo            
Bermúdez Zurita, a este personaje se le considera responsable de ordenar desapariciones            
e inhumaciones clandestinas y nexos con la delincuencia organizada (ANIMAL          
POLÍTICO, 04/04/2017). No se cuenta con datos registrados en el RNPED para            




El 8 de marzo en Iguala, Guerrero, desaparece el policía de 47 años Saturno              
Gilez Beltrán. Su esposa narra que él “quería dejar la corporación porque sabía que              
estaba corrupta. Estaba estudiando para abogado. Una mañana salió rumbo a su clase,             
pero nunca llegó a la escuela” (LOS OTROS DESAPARECIDOS, 2015), 
 
veía que la policía hacía cosas que no debía y no estaba de acuerdo en su forma                 
de actuar. Yo le decía que se saliera. Nuestros problemas que teníamos,            
nuestros pleitos era por eso porque yo quería que él se saliera de la policía pero                
el me decía “sí me voy a salir hija, nomás dame chance que acabe la carrera”.                
Le faltaba año y medio para terminar la carrera (Ibid.). 
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 Finalmente se hace mención de dos policías de apellidos Cabañas e Ibáñez,            
quienes, de acuerdo a testimonios anónimos de otros policías a Marcela Turati,            
desaparecieron a las afueras del hotel donde se encontraban de destacamento por un             
operativo en Fresnillo, Zacatecas. Días después encontraron dos cuerpos calcinados y           
documentos que les identificaban. No se mencionó la fecha en que pudo ocurrir este              
evento (PROCESO, 30/03/2013).  
 
 














Fotografía 2. Monumento a la lealtad, ubicado en el Campo Marte,  
Ciudad de México 2017. 
 
De acuerdo a una nota del periódico El Universal, la SEDENA y la SEMAR              
reconocieron que durante las actividades de combate al narcotráfico realizadas entre           
diciembre de 2006 y octubre de 2012, en 28 de los 31 estados de la república, murieron                 
395 elementos y se reportó la desaparición de 137 ; los decesos corresponden a: 320              151
elementos pertenecientes al Ejército, 32 a la Fuerza Aérea y 43 a la Marina; mientras               
151 Aunque en la sumatoria sólo se contabilizan 134 desapariciones.  
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 que las desapariciones atañen a 121 elementos del Ejército: 19 oficiales, 92 soldados de              
tropa y 10 rurales, y 13 forman parte de la Marina (EL UNIVERSAL, 23/11/2012). 
En lo que respecta a la solicitudes de información, sólo se obtuvo respuesta del              
Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas (ISSFAM) quien           
proporcionó las cifras “derivad[as] del fideicomiso de apoyo a deudos de militares            
fallecidos o a militares que hayan adquirido una inutilidad en primera categoría en actos              
del servicio considerados de alto riesgo” indicando que entre el 1 de enero del 2005 y                152




























4 5 4 8 21 56 19 13 81 147 273 2 
Tabla 8. 
 
Si bien estas cifras no indican el totalidad de muertes en el periodo de interés, sí                
dan una idea de que las familias de los militares de más bajo rango son quienes reciben                 
más ayuda económica. Por otro lado, si bien a partir de estos datos no se puede                
generalizar que estas muertes se debieron en su totalidad a actividades vinculadas al             




2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 
52 41 57 58 72 84 57 91 47 32 42 
Tabla 9. 
152 Hoja de respuesta a solicitud de información, folio: 0700100003217.  
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 Respecto de las cifras solicitadas del número de familiares de personas           
desaparecidas que recibían este apoyo económico, la institución respondió que “no es            
competencia del fideicomiso otorgar apoyo a familiares de militares desaparecidos o           
ausentes” . En una revisión a la Guía para el Trámite de prestaciones, beneficios y              153
servicios del ISSFAM se observa que esta instancia sólo brinda seguridad social a los              
derechohabientes de militares fallecidos en servicio y a los familiares de militares            
fallecidos en situación de retiro, sin hacer referencia a condiciones de ausencia o             
desaparición.  
 
4.4 OCHO AUSENCIAS  
 
Fue posible identificar la desaparición de 8 personas integrantes de las fuerzas            
armadas pero a diferencia de las desapariciones de elementos policiacos, en estos casos             
escasamente se cuenta con las voces de los familiares. No obstante lo limitado de la               
información, se puede narrar lo siguiente: 
 
4.4.1 CUATRO POLICÍAS RURALES Y UN SUBTENIENTE DEL EJÉRCITO 
 
El 17 de marzo de 2009 el Subteniente Antonio Hernández se trasladaba con los              
policías rurales Pedro García Ruiz de 42 años, Raúl Adrián Rodríguez Guel de 33,              154
Carlos Eduardo Ramos Angulo y Edgar René Terrazas Villasana de 45 hacia un cuartel              
militar para hacer el procedimiento de registro de armamento. Edgar Terrazas se            
comunicó por última vez con su familia “‘Vamos a llegar a Cuauhtémoc’, avisó por              
teléfono (...) a su esposa casi a medianoche, camino al cuartel de Ciudad Madera.              
Viajaba junto con sus compañeros guardias rurales, adscritos al Ejército, acompañados           
por un teniente” (PROCESO 19/04/2009). De manera anónima se informó que la            
camioneta en la que se trasladaba el grupo fue vista subiendo por la serranía de Gómez                
153 Ibid. 
154 Estas corporaciones surgen a mitad de siglo XIX con el fin de apoyar a combatir la criminalidad en 
caminos y zonas rurales patrullando “los extensos campos, las vías férreas y las áreas problemáticas del 
país en la segunda mitad del siglo XIX y principios del XX” (VANDERWOOD, 2002, p.74). Después de 
numerosos cambios como fueron el de su federalización, la inclusión entre sus filas de bandoleros y 
criminales (por el conocimiento que estos tenían de los caminos), relevos, disolución y asentamiento en 
diferentes estados de la república, hasta ser incorporados a la SEDENA.  
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 Farías. Debido a que se trató de una desaparición en grupo y que se presume aconteció                
en el trayecto de un camino rural, el visitador de la CEDH que acompañaba a los                
familiares en ese momento pensó que probablemente “los hayan detenido entre Ignacio            
Zaragoza y Madera, en Gómez Farías, en esa zona que es una especie de triángulo que                
está perdida por el poder, donde están instalados los sicarios” . De ser así  155
 
los militares se perdieron en el triángulo serrano que forman los poblados de             
Buenaventura-Zaragoza, Gómez Farías-Madera y Namiquipa, ubicado a los        
pies de la Sierra Tarahumara, donde los narcotraficantes controlan los caminos,           
detienen a los desconocidos, piden identificaciones y deciden quién accede          
[ellos habrían] desapareci[do] en medio del racimo de pueblos a los que se             
impone toque de queda por las noches y desde donde se cuelan rumores de              
actos de barbarie imposibles de confirmar . 156
 
Tales “actos de barbarie” harían alusión a la quema de casas y ejecución de              
pobladores como venganza por parte de agrupaciones armadas ilegales contra          
comunidades indígenas que hubieran solicitado el apoyo del ejército para labores de            
vigilancia en la sierra. Las acciones de búsqueda no iniciaron sino hasta cinco días              
después, puesto que “ninguna dependencia quería recibir la denuncia” .  157
Las palabras recuperadas corresponde a un reportaje elaborado a un mes de las             
desapariciones, lo que hacía pensar a los familiares (que solicitaron el anonimato), que             
las autoridades “no los estaban buscando como deberían”: 
 
“Teníamos la esperanza de que los buscaran porque iba con ellos un militar             
activo, que por medio de él se movilizara el Ejército, pero no nos dicen nada”,               
dijo la familiar de uno de los desaparecidos, quienes no percibían sueldo en el              
Ejército y hacían trabajo voluntario . 158
 
 
4.4.2 UN MILITAR ENTRE LOS 43 ALUMNOS DE AYOTZINAPA 
 
Indudablemente, la crisis de desapariciones forzadas en México se hizo visible a 
partir de uno de los casos que ha conmocionado no sólo a la sociedad mexicana sino 
también a nivel internacional: la desaparición de 43 estudiantes de Ayotzinapa.  






 La Escuela Normal Rural “Isidro Burgos” de la comunidad de Ayotzinapa, en el             
municipio de Tixtla, en el estado de Guerrero, desde su fundación en 1926 ha formado a                
88 generaciones de maestros rurales y se ha destacado como fuerte semillero de             
movimientos sociales (en ella se formaron los líderes sociales como Lucio Cabañas            
Barrientos y Genaro Vázquez Rojas) dada la formación socialista que ahí se imparte. En              
los últimos años, esta escuela normal dejó de recibir recursos por parte del gobierno del               
estado, responsable de subsidiarla. De ahí que sea volviera práctica común el que los              
alumnos tomaran autobuses y salieran a pedir dinero a las casetas de peaje para              
solventar los gastos de esta institución que además funge como albergue que alimenta y              
hospeda a quienes estudian ahí (ALTO PARLANTE, 2014). Estas movilizaciones por           
parte de estudiantes fueron catalogadas como actos de desmanes por parte de las             
autoridades de dicho estado, llegando incluso a que fueran agredidos por elementos de             
la policía federal, estatal y municipal: en un bloqueo carreteros en diciembre de 2011              
fueron asesinados dos alumnos y 41 fueron detenidos; en noviembre del 2013  
 
alrededor de 200 policías antimotines dispersaron a jóvenes normalistas a las           
afueras de Chilpancingo para evitar que se llevaran camiones de pasajeros           
[utilizando] gas lacrimógeno que afectó a los alumnos de un jardín de niños             
ubicado a 50 metros de los hechos. Varios normalistas fueron afectados           
también por gases y golpes (INFORME AYOTZINAPA I, p. 16).  
 
Además de iniciarse averiguaciones a 50 alumnos detenidos, imputándoseles         
delitos como ataque a las vías de comunicación, robo, daños y otros, catalogándolos en              
la prensa local como vándalos .  159
El 13 de junio de 2013 algunos normalistas participaron en una movilización a             
las afueras del palacio municipal en Iguala por la detención arbitraria de 8 compañeros,              
de los cuales 5 lograron escapar, denunciando la sustracción y posterior asesinato de los              
3 restantes (hechos ocurridos cuatro días atrás). Antes de este acto, sus puntos de colecta               
de dinero y actividades de protesta se limitaban a zonas alejadas de Iguala. 
En los días previos, los alumnos se coordinaban para formar parte de los actos              
conmemorativos de la matanza de estudiantes a manos del ejército ocurrida el 2 de              
octubre de 1968, en la ciudad de México, por lo que decidieron desplazarse a sus casas,                
159 Ibíd, Informe 
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 para ahorrar dinero para el viaje al punto de la manifestación nacional y, continuar con               
la toma de autobuses que pudiera llevar al contingente de cerca de 100 personas, pues               
en ese momento se tenían 8 unidades pero se requerían 15 .  160
Los hechos que llevaron a la detención y desaparición de los 43 estudiantes,             
eventos en los que también fueron asesinados estudiantes (uno de ellos desollado), un             
jóven jugador de fútbol, y a personas que transitaban por el lugar; quedan perfectamente              
narrados en la Plataforma Ayotzinapa http://www.plataforma-ayotzinapa.org/ elaborada       
por Forensic Architecture quienes, basados en los informes Ayotzinapa I y II,            
elaborados por el Grupo Interdisciplinario de Expertos Independientes (enviados por la           
Comisión Interamericana de Derechos Humanos a México para investigar este caso)           
muestran que:  
 
La noche del 26 de septiembre y la madrugada del 27 de septiembre del 2014,               
estudiantes de la Normal Rural de Ayotzinapa fueron atacados brutalmente en           
la ciudad de Iguala, Guerrero (...) los ataques en los que seis personas             
murieron, incluyendo tres estudiantes y 40 resultaron heridas, culminaron con          
la desaparición de 43 normalistas que fueron vistos por última vez con policías             
locales que los subían a sus patrullas [lo que muestra] un alto grado de              
coordinación y colusión entre diferentes niveles de fuerzas de seguridad          
gubernamentales y el crimen organizado. También exhibe los intentos de          
destrucción de evidencias y la siembra de falsas narrativas (PLATAFORMA          
AYOTZINAPA, 2017).  
 
Lo que resalta de este caso es que, entre los 43 alumnos desaparecidos, uno de ellos                
pertenecía al ejército. Esta versión fue corroborada por el secretario de la Defensa,             
Salvador Cienfuegos, quien a la pregunta expresa del periodista Santos Mondragón           
“Dentro de los 43 jóvenes desaparecidos habría un joven que habría estado en activo en               
el ejército mexicano ¿es correcto esto? Qué sabe usted al respecto?” el general             
responde: 
Efectivamente. El nombre de uno de estos jóvenes que lamentablemente son           
desaparecidos [haciendo una mueca que denota desdén] coincide con el          
nombre de un militar en activo el cual que tampoco lo hemos encontrado, debo              
reconocer que estamos hablando prácticamente de la misma persona, entonces          
la respuesta en concreto es sí. Coincide el nombre con uno de los 43              
desaparecidos y creemos que es la misma persona. Pero esto no es nada             
extraño, los comandantes de los diferentes niveles tienen la autorización, por           
reglamento, de que aquellos jóvenes que quieran estudiar y no interfiera en su             
actividad de servicio, les autoricen y este muchacho le autorizaron estudiar, él            




 maestro. Lo hago la aclaración porque dicen que a lo mejor era alguien que              
estaba sirviendo de espía, en dos tres meses que tenía ahí pues no podía haber               
servido de nada (NOTICIEROS TELEVISA 13/10/2015). 
 
Hasta la fecha de redacción de este texto, cualquier información que pudiera            
llevar a su identificación se mantiene en estricta reserva.  
 
4.4.3 UN INFANTE DE MARINA 
 
El 1 de noviembre de 2010, desaparece el infante de marina Paolo Cano Moreno              
de 29 años en Lázaro Cárdenas, Michoacán. De acuerdo a la información proporcionada             
por su padre, Paolo  
 
salió de Ciudad de México, comisionado a Lázaro Cárdenas, Michoacán el 25            
de octubre de 2010. Al cuarto día salió de descanso unas horas, al quinto día               
volvió a salir de descanso y fue cuando supuestamente me dice la Marina que              
desapareció, bueno lo tienen como desertor . 161
 
Se había trasladado a ese lugar para permanecer de base, es decir de manera              
temporal, y al día siguiente en que sucede su desaparición él estaba comisionado para              
salir a un operativo “de rastreo, de narcotráfico”, por eso la versión de deserción fue               
rechazada tajantemente por los familiares de Paolo, quienes refieren que se encontraba            
muy animado de haber llegado a esa base “cuando llegó allá dice que le gustó mucho,                
‘saben qué está muy bonito aquí, estoy muy contento’, estaba a gusto, él se sentía               
importante en ser un miembro activo de la armada, es lo que le gustaba” (W RADIO,                
01/11/2011). Además de que estaba esperando el inicio de sus vacaciones para poder a              
ver a sus hijos quienes radican en otro estado de la república y a quienes no veía desde                  
hacía unos meses por haber estado en otras comisiones. Paolo se comunicó con su              
mamá el día 28 de octubre, y solicitó a sus padres que le enviaran dinero pues aún no                  
había podido cobrar su paga, mismo que nunca fue cobrado.  
Cuando los familiares se trasladan a Lázaro Cárdenas para levantar la denuncia,            
piden información a la gente que habita en la zona, vendedores, taxistas, policías,             
161  “Gregorio Cano Uribe, papá de Paolo Cano Montero, Marino desaparecido en Lázaro Cárdenas, 
Michoacán”. W RADIO. 01/11/2011. Disponible en 




 quienes les aseguraron que “si hubiera pasado algo aquí, todos sabrían (...) aquí su hijo               
no está” pues se asume que él desapareció en la zona centro de la ciudad. Para el padre                  
de Paolo, su hijo se encontraba en una ciudad nueva, desconocida para él, sin amistades               
o familiares, con poco dinero y con trabajo a realizar la mañana siguiente, a esto se le                 
añade el que las explicaciones de los mandos superiores de su hijo fueran             
contradictorias, hizo pensar a este padre de familia que la marina es la responsable              
directa de la desaparición de su hijo .  162
De inicio, el comandante a cargo les dijo que Paolo desertó y que se había               
llevado sus cosas, pero cuando los familiares estaban por retirarse de la base naval, otro               
marino les indicó donde se encontraba su locker y al abrirlo, en el interior aún se                
encontraban sus pertenencias incluído su teléfono celular; en la ciudad de México en la              
central de la Armada, le informaron que se lo habían llevado en un automóvil, “que no                
lo encontraban en enfrentamientos”, también les informaron que la noche de su            
desaparición se encontraba junto a otros compañeros en un bar quienes al dar su              
declaración (cuatro meses después) ambos dijeron las mismas versiones de eventos .  163
Este caso llegó al Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o           
Involuntarias de la ONU solicitó información al gobierno mexicano. 
 
4.4.4 SUBTENIENTE JUAN SERRANO GÓMEZ 
 
Mientras se realizaba la búsqueda de fotografías de los policías desaparecidos en            
la página de la CDH del Estado de México, se ubicó el boletín de búsqueda de Juan                 
Serrano Gómez, quien en la fotografía aparece con el uniforme azul Z, hecho que              
permitió identificarle como subteniente de infantería. Los datos del boletín indican que            
al momento de su desaparición tenía 41 años, y refiere que la información sobre su               
posible paradero sea dirigida al gobierno del estado de Nayarit. No se encontró otra              
información acerca de este caso. 
 
Si bien, a lo largo de las narrativas colocadas anteriormente, se logran percibir             
las respuestas institucionales de aletargamiento y clara inactivación de las búsquedas;           
162 Ibíd. 
163 Ibíd.  
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 así como las intimidaciones y la devaluación tanto de los testimonios como de las              
peticiones de los familiares, emitidas por los mandos superiores y jefes directos de sus              
hijos y esposos ahora desaparecidos, las cuales en su conjunto nos muestran un patrón              
de respuesta institucional de las fuerzas policiales respecto al desinterés por estas            
ausencias. Pero a estos espacios de disputa por el reconocimiento de las desapariciones             
se le suma el de los lugares dedicados a la memoria, por lo que para cerrar este capítulo                  
haré mención de dos memoriales para los desaparecidos que se encuentran en la Ciudad              
de México, dada la importancia del vínculo que estos espacios crean entre el tiempo y el                
espacio   
como categorías fundamentalmente contingentes de percepción históricamente       
enraizadas, están siempre íntimamente ligadas entre sí de manera compleja y la            
intensidad de los desbordantes discursos de memoria que caracterizan gran          
parte de la cultura contemporánea en diversas partes del mundo de hoy            
prueban este argumento (HUYSSEN, 2004, p. 10, traducción propia). 
 
Así como la importancia en la configuración del recuerdo, que para Assman,            
retomando a Maurice Halbwachs, consiste en una memoria que interactúa con contextos            
sociales donde “un ambiente externo incita e desafía a la memoria, y por él, ella se                
certifica a sí misma. Si ese medio de la memoria se pierde o se calla, el recuerdo pierde                  
su contraparte constructiva e se torna un fantasma” (2011, p. 176). De ahí la importancia               
de los espacios dedicados a la memoria y la configuración del lugar dedicado al              
recuerdo de estas víctimas en concreto: militares y policías. 
Uno de los que hablaremos a continuación es el Memorial para las Víctimas de              
la Violencia del Estado, el cual contó con un planeamiento  
 
a cargo de los arquitectos Julio Gaeta, Luby Springall y Enrique López            
Cardiel, del despacho del despacho Gaeta Springall, consta de 70 placas o            
muros de acero –oxidadas, no oxidadas y tipo espejos- distribuidos a lo largo             
de 13,779 m² , para hacer alusión a un bosque artificial (OBRASWEB,            
05/04/2013). 
 
Su contenido fue elaborado por el Comité ¡Eureka!, asociación civil que trabaja            
las desapariciones forzadas de la Guerra Fría y fue inaugurado en 2013 por autoridades              
capitalinas, es decir que fue producto de un proceso de diálogo entre familiares de              
víctimas y sobrevivientes del periodo de violencia de la Guerra Sucia y de la violencia               
del ejército, con interlocutores del gobierno federal. Su ubicación también deviene de            
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 una planeación, que lo coloca como un punto intermedio entre dos de las principales              
arterias de la ciudad de México (ver Mapa 5): el Paseo de la Reforma y Anillo                
Periférico, en plena zona militar pues está a un lado del Campo Deportivo Militar Marte               
y del Casino Militar, lo que imprime un simbolismo aparte puesto que esa zona ha sido                
señalada como punto de detención y desaparecimiento de personas, en su mayoría            








Mapa 5. Ubicación de los memoriales. Tomado de Google Maps. 
 
En sus placas se encuentran distribuidos los nombres de las comunidades que            
fueron masacradas en diferentes estados de la república entre 1946 y 1997; también se              
encuentran los de las personas ejecutadas extrajudicialmente entre 1925 y 2008; los            
maestros ejecutados extrajudicialmente en Oaxaca durante las protestas de 2006, los           
detenidos desaparecidos entre 1960 y 2011; los detenidos torturados entre 1973 y 2010;             
los nombres de las mujeres violadas y torturadas sexualmente en 2006 en la represión de               
Atenco; los militantes caídos en Chiapas en 1994; los defensores de derechos humanos             
perseguidos, detenidos y ejecutados extrajudicialmente entre 1990 y 2011; las víctimas           
mortales de la negligencia y corrupción como lo fueron los niños muertos en el incendio               
de la guardería ABC en 2009 y los mineros muertos en Pasta de Conchos en 2006;                
también se encuentran los nombres de los periodistas ejecutados extrajudicialmente          
entre 1973 y 2013; las víctimas de feminicidio en Chihuahua entre 1993 y 2013 y las                










Fotografía 3. Memorial para las Víctimas de la Violencia del Estado, Ciudad de México. 
 
El segundo es el Memorial de las Víctimas de la Violencia en México y Estela de                
la Paz que a diferencia del anterior consiste en una intervención realizada también en              
2013, pero por el Movimiento por la Paz con Justicia y Dignidad liderado por Javier               
Sicilia. Está ubicado a los pies de la Estela de Luz y a la entrada de la puerta principal                   
del castillo de Chapultepec, en pleno Paseo de la Reforma lo que la hace más visible                
para los transeúntes y conductores (ver Fotografía . Su colocación además es muestra de              
rechazo de la sociedad civil a la construcción de dicha estela que llevó un gasto de más                 
de 304 millones de pesos .  164
Este memorial consta de 40 placas colocadas por familiares de víctimas de            
desaparición forzada, más de 30 tienen el nombre, lugar y fecha de la desaparición, así               
como narraciones en primera persona sobre el desaparecido que, al leerlas se convierten             
en evocaciones de un interlocutor ausente. Las letras de las placas están en verde para               
quienes aún están ausentes y en rojo para las víctimas mortales. También se indica a los                
responsables de las desapariciones, comúnmente policías, militares y personas señaladas          
como pertenecientes al narcotráfico.  
 














Fotografía 4. Memorial de las Víctimas de la Violencia en México y Estela de la Paz, Ciudad de México 
 
Otras de las placas están dirigidas de manera colectiva a las víctimas de la              
violencia, tales como los defensores de derechos humanos, los periodistas y a las y los               
padres de desaparecidos que en su búsqueda han sido asesinados.  
Entre estas placas, están las de los policías federales Esteban Morales Santizo,            
Luis Ángel León Rodríguez, la agente de investigación antisecuestro Marazuba Gómez           
Montes, el subinspector de la policía Rosendo Torres Cortés, y el infante de marina              
Paolo Cano Montero; y una más está dedicada a la memoria de los militares, aviadores y                
marinos desaparecidos (ver Fotografía 5), en el periodo de gobierno de Felipe Calderón,             
en la que se lee: 
 
SOMOS VÍCTIMAS INTEGRANTES DEL EJÉRCITO MEXICANO, SECRETARÍA DE 
LA MARINA ARMADA DE MÉXICO Y FUERZA AÉREA MEXICANA. 
Muchos estamos desaparecidos en cumplimiento de nuestro deber, y somos declarados           
desertores por la misma institución a la que servimos con entrega y valor. También              
muchos estamos desaparecidos dentro de las prisiones militares por ser congruentes           
con la ética y justicia, como represalia somos procesados o sentenciados injustamente,            
sin libertad, por supuesta insubordinación. 
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 Nuestras familias quedan desamparadas, al no ser escuchadas por la autoridad militar            
o civil han tenido que recurrir a grupos de la sociedad civil para que las apoyen y                 
exijan justicia. Pedimos no ser olvidados, que recibamos juicios justos con           
investigaciones imparciales, que reivindiquen nuestro honor al declararnos        
desaparecidos y no desertores, que nuestras familias reciban los beneficios laborales a            
los que en nuestra ausencia tienen derecho. 
SERVIDORES DE LA PATRIA 
28 de marzo de 2014 
 
Esta placa tiene dos pintas en la parte superior con tinta negra en las que se lee                 
“ASESINOS” y “Cuantos Mas Asesinaron (sic.)”. Esto corrobora los argumentos sobre           
que los espacios de memoria están en constante disputa por la legitimidad de la verdad               
histórica ahí colocada. Por otro lado, pese a las transformaciones en los mecanismos             
desaparecedores que observamos en el actual contexto mexicano, aún quedan          
reminiscencias que impiden una desarticulación de la dupla víctima civil - victimario            
fuerza del Estado, que permita integrar la figura del uniformado (policía o militar) como              
víctima de la propia violencia de Estado. Quien marcó la palabra asesino a su vez está                
ejerciendo su derecho a reafirmar la memoria de violencia de Estado desde el referente              
institucionalizado de todos los uniformados son criminales de estado. Esta noción al            
mismo tiempo “apaga” la posible emergencia de la memoria de estas personas            
desaparecidas negandoles la condición de víctima. Y ello acontece en todos los espacios             
de organización y ha llevado a trabajos de integración, como comentó en una entrevista              
Araceli, la madre de Luis Ángel León Rodríguez, cuando relata que en su acercamiento              
a un colectivos de familiares de desaparecidos le pidieron que no dijera que su hijo era                
policía porque a otras de las señoras unos policías les habían desaparecido a sus hijos a                
lo que ella respondió con una tajante negativa. Ella o iba a silenciar la identidad policial                
de su hijo, y es que en este entramado quiebres, esa identidad está en conflicto y toca a                  
quienes les buscan reafirmar su presencia enfatizando esa característica: el buen policía,            
el agente comprometido, el marino responsable; pues “lo que recorre todos esos planos             
de la existencia social es la figura del desaparecido, una víctima total, desubjetivada,             
que no obstante sobrevive y se hace sujeto en quienes trabajan por su aparición”              







































 El desempleo multiplica la delincuencia y los salarios humillantes la estimulan. 
 
Eduardo Galeano, Patas arriba, la escuela del mundo al revés. 
 
 
5. VIOLENCIA INSTITUCIONAL AUTOINFLIGIDA: SERVIR A MÉXICO, 
OPCIÓN LABORAL 
 
Hacer de la muerte un acto de honor. Con esas palabras podemos referirnos al              
lugar de los guerreros en diferentes culturas. En la organización social de las culturas              
del México prehispánico, el guerrero que moría en batalla era considerado con honor.             
La cosmovisión de los antiguos pueblos mesoamericanos implicaba ver en el deceso no             
el fin, “sino el inicio de una nueva forma de existencia” (GARZA, 2006, p.11), para esta                
forma de pensamiento filosófico y religioso “existía una concepción cíclica y dualista            
del universo” (LUNA, 2017, p. 162). 
 
Sustentados en la idea de la trascendencia, los antiguos nahuas crearon cuatro            
imaginarios a los que se dirigirían al finalizar su vida, estos lugares eran             
destinados según la calidad de muerte, es decir con base en la manera de morir:               
el Chichihualcuahco (a dónde iban los nonatos), el Tlalocan (a esta región iban             
las personas fallecidas en eventos relacionados con el agua), el Tonatiuh           
Ilhicatl (o Sol, a dónde sólo podían ir los guerreros muertos en batalla,             
comerciantes fallecidos en expediciones, los sacrificados para el dios Sol y las            
mujeres muertas en parto) y por último el Mictlan (reino de los dioses             
Mictlantecuhtli y su consorte Mictecacíhuatl destinado a los difuntos por          
muerte común) .   165
 
Pasados cuatro años, las ánimas de los difuntos en guerra se convertían en             
diversas aves de ricas plumas y de colores y chupaban las flores del cielo y de                
la tierra, como lo hace el colibrí (KONIECZNA, 2006, p.12). 
 
Hemos llegado a una época en la que estos simbolismos sólo se guardan para              
casos especiales, cuando se requiere del consenso social y de la legitimación de los              
códigos de muerte y sacrificio en los que se adoctrinan a miles de jóvenes en México.                
Ya anteriormente mencionamos la noción de apresamiento territorial, de Rosana          
Reguillo, en la que se encuentran muchos jóvenes, haciendo que sus opciones de             
movilidad social esté limitada por su incursión en trabajos ilegales, informales y            
165 Ibíd. Luna, 2017. 
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 precarios, o bien opten por la incorporación a las armas, ya sea en el sicariato, o en la                  
policía o el ejército.  
  
La convicción por “la carrera de las armas”, el mandato de masculinidad y el              
escenario de inmovilidad social se conjuntan para explicar el ingreso de la población             
juvenil a las fuerzas armadas y policiales, comunidades 
 
reguladas por relaciones de dominación [donde] la lucha de clases se encuentra            
dentro de las instituciones policiales [y militares] así como se encuentra en            
nuestra sociedad. Pero esta identidad grupal sólo es posible por la presencia de             
una ideología externa a la propia institución: una ideología homogeneizante y           
unificadora que además de determinar la posición de la policía dentro de la             
sociedad, la justifica (...) la ideología militar incorporó la ideología del Estado            
haciendo que el policía se vea como categoría social homogénea, cuando en            
realidad está subdividida. Para ser un buen militar es necesario negar su propia             
clase social y asumir la el proyecto de Estado”  (KURCHAIDT, 2013, p. 30).  166
 
Y se asume ese proyecto de Estado. En 2012 se contabilizaban más de 544,000              
policías en México , concentrados en los tres niveles de gobierno, esto es federal,             167
municipal y estatal; los cuales a su vez están coordinados por dos agencias federales:              
una a la que pertenece la fuerza uniformada (a cargo de la Secretaría de Seguridad               
Pública), y la Policía Federal a la que pertenece la fuerza de investigación             168
(dependiente de la Procuraduría General de la República) . No obstante, esta           169
institución ha atravesado numerosos cambios en su denominación y en la transferencia            
de atribuciones, el más reciente corresponde a la designación del Fiscal General, quien             
sustituirá a la figura de procurador general de la república, y cuyo periodo tendrá una               
duración de nueve años, cuando la anterior legislación marcaba un periodo indefinido.            
166 La traducción es mía. 
167 México, tercer país del mundo con más policías. El Economista. Publicado el 26 de marzo de 2012, 
disponible en 
http://eleconomista.com.mx/sociedad/2012/03/26/mexico-tercer-pais-mundo-mas-policias Consultado 
el 16 de octubre de 2016. 
168 A este organismo corresponden las tareas de inteligencia, investigación, seguridad regional, 
investigación científica (es decir pericial), antidrogas, además de coordinar las actividades de un nuevo 
cuerpo policial llamado gendarmería que se encarga de la vigilancia ciudadana en zonas catalogadas con 
alto índice de delincuencia organizada. Comisión Nacional de Seguridad. Disponible en 
http://www.cns.gob.mx/portalWebApp/wlp.c?__c=1f406 Consultado el 26 de octubre de 2016. 
169Organización de la policía mexicana, disponible en 
http://www.interpol.int/es/Pa%C3%ADses-miembros/Am%C3%A9ricas/M%C3%A9xico Consultado el 14 
de octubre de 2016. 
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 Esto llama a atención pues una revisión de los funcionarios que ocuparon el cargo              
durante el periodo de interés en esta investigación, indica que entre abril de 2005 a               
agosto de 2017 ha habido siete procuradores, es decir tres procuradores por sexenio             
presidencial con periodos de mandato promedio de un año siete meses (el menor tiempo              
en el cargo fue de 11 meses y el mayor de dos años con nueve meses).  
De estos funcionarios, dos se encontraban como sustitutos, tres de ellos se vieron             
relacionados a casos de alto impacto cuyos resultados deplorables dieron cuenta de la             
ineficacia institucional en la investigación de delitos y procuración de justicia: el            
incendio en la Guardería ABC donde 49 niños menores de seis años murieron y 109               
resultaron heridos de gravedad; el llamado “Michoacanazo” que llevó a la detención de             
11 presidentes municipales y 16 funcionarios del estado de Michoacán, vinculados al            
narcotráfico, que posteriormente fueron liberados; la desaparición de 43 estudiantes de           
la Escuela Normal Rural Isidro Burgos, en Ayotzinapa Guerrero; además de que uno de              
los funcionarios traía a cuestas las acusaciones ciudadanas de no investigar los            
feminicidios en el estado de Chihuahua donde se desempeñó en el mismo cargo pero a               
nivel estatal. No obstante lo anterior, dichos personajes no salieron de la escena política              
mexicana, cuatro de ellos fueron transferidos a otros cargos públicos tales como:            
secretaria de la Función Pública, secretario de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano,            
cónsul de México en Milán, y Ministro de la Suprema Corte de Justicia. 
De vuelta a la reforma al Art. 102 constitucional (en el año de 2015) que               
establece que el Ministerio Público será encabezado por el Fiscal General de la Nación,              
una nueva figura dotada de autonomía del poder ejecutivo, que dejará de ser miembro              
del gabinete presidencial y que tendrá el monopolio de la acción penal, el control de la                
policía de investigación (Policía Federal), así como de todos los instrumentos de            
inteligencia y espionaje; contará además con las fiscalías especializadas en materia de            
delitos electorales y de combate a la corrupción cuyos titulares serán removidos a             
disposición del referido(a) Fiscal General.  
Ésta medida ha sido fuertemente cuestionada por organismos de la sociedad           
civil, por grupos de intelectuales y especialistas en materia de seguridad quienes            
denuncian que se trata de mecanismos de fachada en materia de procuración de justicia              
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 para la ciudadanía y no de una verdadera reforma institucional necesaria ante la crisis de               
derechos humanos que atraviesa el país.  
Por otro lado, la policía mexicana se encuentra en descrédito. Se han visibilizado             
numerosos casos de corrupción policial y de participación de sus elementos en graves             
afectaciones contra los derechos humanos como tortura, ejecuciones extrajudiciales,         
detenciones arbitrarias, secuestro y desaparición forzada de personas. Diversos         
investigadores han señalaron la importancia de profundizar en las redes de corrupción            
que se sostienen entre los mandos de las fuerzas policiales, dejando como rubro de              
análisis el de las condiciones laborales bajo las cuales se desempeña, encontrando            
numerosas carencias.  
Olivares (2010) explica que tanto policías como militares están exentos de la            
Ley Federal del Trabajo, dejando a criterio de las instituciones de seguridad el             
garantizar a su personal las condiciones mínimas previstas para los trabajadores al            
servicio del Estado, así como establecer la diferenciación salarial de acuerdo al tipo de              
funciones y riesgo latente a la vida de sus trabajadores. No obstante en el caso de los                 
policías federales, en su contratación sí queda establecido el acceso a incapacidad total,             
seguro de vida, seguro de gastos médicos mayores y por fallecimiento; mientras que los              
y las policías estatales y municipales se enfrentan a mayores arbitrariedades, en su             
mayoría no contaron con controles para su contratación, permanencia y desarrollo           
profesional, además de tener menos prestaciones. Para el caso de los elementos            
pertenecientes al Distrito Federal, estos cuentan con seguridad social, caja de ahorro,            
indemnización por retiro, prestamos, servicios médicos, y seguro por riesgos de trabajo. 
 
De acuerdo con Luis de la Barreda (2013) la Secretaría de Gobernación informó             
en el año de 2011 que la distribución salarial que recibía mensualmente el personal de               
seguridad pública correspondían a: un 44% con salarios entre $4,800 y $8,000; 24%             
entre $8,000 y $11,200; 22% entre $1,600 y $4,800; 8% entre $11,200 y $16,000; y               
finalmente un 2% recibía pagos menores de $1,600 (2013, 19), no obstante estas cifras              170
se referían específicamente a los cargos de policía de tránsito municipal, policía            
preventivo municipal, policía de tránsito estatal, custodio penitenciario, policía         
170 Las cifras actualmente equivaldrían a R$841.75 y R$1402.92; R$1402.92 y R$1964.09; R$280.58 y              
R$841.75; R$1964.09 y R$2805,84; y menos de R$280.58, respectivamente. 
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 preventivo estatal, perito estatal, policía ministerial estatal y ministerio público, además           
de que estas cifras varían por estado de la República, siendo el norte del país donde se                 
asignaban sueldos más altos. Por otro lado, los elementos pertenecientes al Distrito            
Federal reciben salarios de $8,034 mientras que el pago promedio de un integrante de              171
las corporaciones federales ronda los $13,000 mensuales más $10,000 adicionales en           172
caso de participar en operativos fuera de su zona de servicio (OLIVARES, 2010: 9). 
Respecto a sus características, la edad promedio de las y los policías oscila entre              
los 31 y 42 años de edad; en cuanto a educación en 2010 se estimaba que 7 de cada 10                    
policías municipales y estatales contaban con instrucción básica, una vez dentro de la             
corporación son pocas las posibilidades de hacer una carrera policial profesional; el mal             
estado o la carencia de equipo (armamento, automóviles y chalecos antibalas) también            
es una constante además de la falta de capacitación en el uso de armamento y en                
acciones tácticas. Otro aspecto a resaltar es el de la violencia institucional dentro de las               
corporaciones, las jornadas de trabajo de 24 por 48 horas son extenuantes debido a que               
las horas de salida están sujetas a las necesidades institucionales o son modificadas por              
órdenes de los mandos superiores. Las principales enfermedades que padecen las y los             
policías mexicanos son obesidad, diabetes, hipertensión y deficiencias visuales, aunque          
también es común el consumo de drogas (Olivares, 2010). En contraste, los elementos             
pertenecientes a las policías federales, cuentan con mayor apoyo para su desarrollo            
profesional, el nivel mínimo de estudios para su ingreso es de secundaria o bachillerato,              
de acuerdo al área de trabajo (fuerzas de reacción o elementos de investigación y              
periciales, respectivamente) . 173
Para el caso de las fuerzas armadas, quienes ingresan a cualquiera de las tres              
instituciones castrenses, tanto ellos como sus familias: madre, padre, cónyuge e hijos            
quedan afiliados al sistema de seguridad social, aspecto que en el ámbito civil se está               
extinguiendo. En caso de muerte o de discapacidad hay un respaldo económico para             
esas familias, en caso de desaparición ninguno de estos mecanismos se activa. 
Para quienes integran estas corporaciones, se trata ahora de estar ante múltiples            
riesgos: la exposición a la violencia de las actividades “propias de su trabajo” y la               
171 R$1408.88.  
172 RS2289.14 y R$1760.80 respectivamente. 
173 Convocatorias de ingreso 2016. Comisión Nacional de Seguridad. Disponible en           
http://www.cns.gob.mx/portalWebApp/wlp.c?__c=8bd Consultado el 26 de octubre de 2016. 
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 vigilancia de las instituciones coludidas que hacen de ellos sujetos actuantes, operadores            
de la maquinaria del Estado y al mismo tiempo sujetos susceptibles de ser desechados,              
como se puede ver en la narración de un perito de la fiscalía de Chihuahua:  
 
Era de noche y entonces, de repente se empieza a escuchar mucho rumbido de              
carro, de motor grande y Richi piensa “ah son parejones, ministeriales. Pasan            
por donde estamos en el stratus, y la primera camioneta dice “quiubo putitos” y              
el Richi voltea y les dice [con la mano] “pásale, pásale”. Se pasan las              
camionetas, ocho camionetones, pero puro camionetón con hombres        
enmascarados, ¡ay cabrón! Ahí yo ya dije, estos no son ministeriales. O sea has              
de cuenta que quedamos en el ojo del huracán. Así. Y se baja el güey de                
enfrente, el de copiloto, el que dijo “qué hubo”. Has de cuenta un tipo elegante.               
Un tipo con una gabardina hasta casi al suelo, pero elegante, zapato de vestir,              
pantalón de vestir, camisa, hombre canoso, delgado has de cuenta un abogado            
y que se baja con un cuerno [AK-42] y que les empieza a decir a estos, primero                 
a Coco, con el cuerno le hace en la panza “¡¿Qué no sabes quiénes somos?!”               
“No pues la verdad no”. Cuando ya supieron que no eramos nosotros que no              
estabamos haciendo nada, se comienzan a ir. (...) Richi lo primero que hace,             
agarra el matra [radio] y pide 23 [ayuda de emergencia]. Nadie. Al día             
siguiente nos citaron otra vez a asuntos internos para declarar, “y ¿se acuerda             
de las camionetas?” pues sí me acuerdo que eran camionetas de lujo, “y ¿vio              
placas o algo?” Pos no. Sí ví, pero no, no vi. Qué voy a arriesgar mi vida o la                   
de mi familia (NARCOCULTURA, 2007). 
 
Recopilando lo expuesto a lo largo del texto, tenemos entonces que la noción de              
seguridad interna se ha posicionado como Política de Seguridad Pública, perpetuando el            
enfrentamiento armado donde prima la letalidad de las fuerzas legales (armadas y            
policiales) e ilegales (agrupaciones de particulares y/o identificadas como pertenecientes          
a agrupaciones criminales) mediante procesos de consolidación de la militarización, en           
contextos como el mexicano, y con la condición de excepcionalidad en las que los              
ciudadanos no combatientes y combatientes se vuelven matables . Ante tales formas            
contemporáneas de violencia, partimos entonces de la noción del moderno          
Estado-nación de Giddens, es decir, pensar al Estado como aquella organización política            
poseedora de los medios de la violencia “cuyo dominio es territorialmente organizado y             
capaz de accionar los medios de violencia para sustentarlo” (GIDDENS, 2008 P. 45,             
traducción propia); y de modernidad en la que “el mantenimiento de la vida, en un               
sentido de salud tanto corporal como psicológica, está inherentemente sometido a           
riesgos (GIDDENS, 1995, P. 57). Tales riesgos que atañen a las sociedades            
contemporáneas, como lo explica Ulrich Beck en su Sociedad del Riesgo, no radican ni              
en los riesgos objetivos (peligro real) ni en el riesgo subjetivo (miedo al objeto en sí),                
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 sino en la permanencia de suponer un riesgo constante y de la que deviene la               
institucionalización del miedo. Tal estado de alerta permanente no sólo como           
construcción social sino como construcción política (BECK, 2002). 
 
5.1 PENSAR AL ESTADO ANTROPOFAGO 
 
De acuerdo al Diccionario de la Lengua Española, la antropofagia (del gr            
ἀνθρωποφαγία, anthrōpophagía) consite en el “hecho o práctica de comer el ser humano 
carne de su propia especie” . Esta práctica aparece en diversas culturas antiguas, por             174
ejemplo en la mitología griega se tienen los siguientes casos: 
 
a) Cometida en acto de venganza (comúnmente entre mortales) como en el mito de             
los gemelos Atreo y Tiestes , donde Atreo al conocer el adulterio de esposa              
Aérope con su hermano decide matar a los hijos de éste, sus sobrinos, hervirlos y               
servirlos a su hermano; o el mito de las hermanas Procne y Filomela , la               
primera era esposa de Tereo (hijo del dios Ares) con quien concibió a Itis, ante               
la nostalgia por su hermana, pide a Tereo que le permita verla, él accede y la                
lleva consigo desde Atenas a su ciudad, Tracia. Una vez que llegan, Tereo             
apasionado por Filomela, la viola y para que nadie sepa lo ocurrido le corta la               
lengua y la encierra en un lugar apartado del bosque, mientras que a Procne le               
cuenta que su hermana murió. En su encierro Filomela teje su historia en un              
lienzo blanco el cual le haría llegar a su hermana, ambas aprovechan las             
festividades al dios Baco para el rescate y doloroso reencuentro; una vez juntas             
Procne en venganza da muerte a su propio hijo y ambas lo cocinan para Tereo               
quien no se percata de lo sucedido hasta que pide ver al niño y en cambio le es                  
expuesta su cabeza. 
 
b) Como práctica aberrante cometida por mortales y en ofensa a los dioses, en las              
que se encuentran el mito de Tántalo y su hijo Pélope , joven a quien, por orden                 
de su propio padre, su cuerpo fue cortado en trozos y servido como manjar a los                
174 Real Academia Española, disponible en http://dle.rae.es/?id=2yFcuiM 
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 dioses que se hospedaban en su palacio, este acto cuenta como uno más de los               
engaños de Tántalo a los dioses; o el de Licaón y sus hijos, el rey Licaón un                 
apasionado de la religión realizaba sacrificios humanos de todos los extranjeros           
que llegaban a su palacio, al saber esto Zeus le tiende una trampa haciéndose              
pasar por un viajero, Licaón sospecha que está ante un dios y le ofrece un manjar                
elaborado con el cuerpo de un esclavo, a lo que el dios le castiga              
transformándolo en un lobo. Posteriormente, los numerosos hijos de ese rey           
serían señalados por su insolencia a lo que Zeus de nuevo les visita transformado              
en un mendigo, y a quien una vez más le ofrecen las entrañas de un humano, en                 
este caso de Níctimo, asesinado por sus propios hermanos. 
 
c) En los que la antropofagia es práctica efectuada por los dioses comúnmente            
relacionada a profecías como en el mito de Zeus y Metis , quien fue la primera                
esposa y de quien se profetizaba que de dar a luz a un hijo varón, éste                
destronaría a su padre, por lo que Zeus come a su esposa embarazada, de este               
hecho nace Atenea; o el mito de Crono y sus hijos, Urano (el cielo) y Gea (la                 
tierra) procrearon a los titanes, sin embargo Urano les mantenía encerrados a lo             
que Gea reúne a sus hijos y les pide asesinen a su padre, sólo Crono acepta y                 
empuñando una hoz castra a su padre y lo derroca. Él gobernaría al lado de su                
hermana Rea. Sin embargo, supo de su madre, Gea, que estaba destinado a ser              
derrocado de la misma forma que él lo había hecho con su padre por lo que                
decide devorarlos una vez que nacen. Rea dá a luz a su sexto hijo, Zeus, en                
secreto y engaña a Crono ofreciéndole una piedra envuelta en pañales en lugar             
del niño, así criado en secreto, Zeus una vez adulto se enfrenta a Crono y extrae                
de sus entrañas a sus hermanos (dependiendo las versiones, mediante un veneno            
lo hace vomitar o abriéndole sus entrañas) y con su ayuda derroca a su padre. 
 
Es sobre éste último mito que se hace analogía al Estado depredador pues la              
antropofagia no aparece, a diferencia de los anteriores mitos, como venganza ni como             
castigo sino como mecanismo de control de la soberanía, como un medio para la              
perpetuación de su dominio; en el que la acción de engullir se realiza de manera               
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 consciente, la lleva a cabo el propio actor, no se trata de un engaño y no hay                 
desconocimiento de que lo que se traga es el cuerpo de otro; éste otro, el que es                 
devorado, además guarda una relación de filiación con quien le devora, no es             
cualquiera, es su hijo, su creación, en este caso los hombres y mujeres pertenecientes a               
sus fuerzas armadas, los hijos de la patria. De tal forma que se piensa entonces a un                 
Estado que articula mecanismos para engullir los cuerpos uniformados de sus hombres y             



























 Barbara Konieczna (2006) relata que, en el México prehispánico, durante el gobierno            
del emperador mexica Axayacatl (1469-1481 d.C), fueron inauguradas piedras de          
sacrificio para cultos de adoración a los dioses, entre ellas una al dios Sol. Para sus                
ceremonias, los mexicas requerirían prisioneros capturados en las guerras por lo que, de             
común acuerdo, se inició una batalla contra el pueblo tarasco en la que participaron 24               
mil hombres y murieron cerca de 20 mil; “la tristeza de la derrota y de la pérdida de                  
tantas vidas era muy grande. Para consolar a los deudos y para reivindicar la imagen del                
ejército derrotado, Axayacatl ordenó hacer unas exequias especiales con los ritos           
fúnebres que ameritaban los caídos en guerra” . En esta ceremonia los sabios ancianos             175
iban a las casas de las viudas para “darles consuelo por medio de las palabras, que                
expresaban el honor que representaba haber tenido esposos que murieron para la gloria             
de la patria y hacerlas saber que no era una muerte común” , se les acompañaba en                176
procesiones en las que se honraba a las viudas y a los hijos huérfanos, y rituales que                 
sacralizaban los cuerpos de los muertos, como la investidura de figuras humanas hechas             
con palos de ocote para recordar a quienes quedaron en el campo de batalla. Pasados los                
cinco días de ceremonia y una vez colocadas las ofrendas a los difuntos, las figuras eran                
quemadas y cuando el fuego se había consumado, las mujeres volvían a sus actividades              
cotidianas, permaneciendo en un luto de ochenta días “que consistía en no lavarse la              
cara, ni la cabeza, ni cambiar de ropa. Pasado ese tiempo los viejos mandaban a sus                
ayudantes para que les rasparan la mugre mezclada con lágrimas” con papeles            177
especiales los que después serían llevados ante los sacerdotes quienes los arrojaban a las              
afueras de la ciudad.  
 
5.2. TU HIJO SABÍA PARA QUÉ SE RENTABA. LAS BUSCADORAS FRENTE A 
LAS PALABRAS DE ESTADO 
 
Lugar aparte se merecen las buscadoras y los buscadores, en su mayoría madres             
y esposas de las personas desaparecidas, quienes ante el desinterés gubernamental han            






 ubicación de fosas clandestinas en las que ellas mismas excavan, la identificación de los              
captores e incluso han llegado a entrevistarse con los presuntos asesinos de sus hijos;              
son estas madres y padres quienes han perdido la vida en el trayecto en busca de                
justicia, para recordar al mundo que México se ha vuelto un país de desaparecidos y de                
fosas en el que las violencias de Estado han fracturado el tejido social, el mismo que las                 
víctimas han anudado, pues con estos estragos resistimos todos. Nos recuerda, Javier            
Sicilia que “el país está lleno de estos terrenos con cientos y cientos de cadáveres y es                 
necesario desenterrarlos (...) honrarlos y saber quienes eran para devolverlos a sus            
familiares. Un país que no puede hacer eso, no reconciliarse consigo mismo, es un país               
que ya no existe” (LOS OLVIDADOS DE LA JUSTICIA, 2017).  
Han sido ellas, quienes, no pese al dolor, sino con éste como impulsor se han               
movilizado, y es que  
 
En el desaparecido hay potencia. La presencia de su ausencia hace de su figura              
una inmanencia social fundamental. Y de forma circular, su potencia emana de            
la práctica de hacer aparecer la desaparecidos. La labor de búsqueda es una             
práctica de representación de la comunidad misma en su intento de restituir el             
cuerpo de los individuos que la integran (...) El desaparecido hace actuar en su              
búsqueda, y ésta ayuda a vivir a las víctimas de esa pérdida (IRAZUZTA,             
2017, pp. 158 y 159).  
 
Han sido ellas las que desde 2009 volvieron a señalar a los estados de la frontera                
como puntos de desarrollo de fenómenos de violencia que tiempo después se            
propagaron por el país, pues no sólo hablamos de las desapariciones sino también de las               
ejecuciones y los feminicidios. Organizaciones de víctimas en el estado de Coahuila            
anunciaron que ciudadanos comunes estaban desapareciendo, personas que además         
comparten características en la forma en la que son desaparecidos, como lo han             
documentado FUUNDEC o el Centro de Derechos Humanos Fray Juan de Larios donde,             
de acuerdo a su directora Blanca Martínez  
 
la mayoría de las personas desaparecidas son gente trabajadora, que no hay            
datos que se les vincule con un tipo de actividad ilícita, es gente de a pie que se                  
levanta en la mañana a trabajar, que va por sus hijos a la escuela, que sufre                
para pagar la colegiatura o comprar las tortillas (…) empiezan a llegar cada             
vez más casos de desaparición (…) empezamos a ubicar patrones, por ejemplo            
el que tenemos casos donde desaparecen más de tres personas en un mismo             
evento (…) con actuación de grupos armados delincuenciales, pero además          
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 está habiendo ejecuciones [y] las extorsiones están creciendo y además [es] en            
colectivo que la gente desaparece .  178
 
En México hay una transformación en la noción de maternidad, que ha llegado a              
tal grado de perversidad en el que a estas madres les son arrebatados sus hijos y les                 
impone a cambio su ausencia, forzándolas a mudar su vida cotidiana volcándolas,            
empujadas por el amor y la indignación, a rastrearlos y a desenterrarlos del silencio de               
las instituciones, del silencio social, del silencio de las sepulturas clandestinas; pues            
paradójicamente es en este acto de hacer desaparecer, en este intento de borradura, que              
se evoca, se recupera, se les trae de vuelta 
 
La borradura es la acción y el efecto del esfuerzo por hacer desaparecer lo              
trazado por cualquier medio. La borradura deja marcas, rastros que se           
mantienen tras la acción; siguiendo estas roturaciones se pueden reconstruir          
historias particulares a pesar del intento de desvanecimiento (MANCILLA &          
REYES, 2012, p. 14).   
 
Por eso son ellas las que aprende técnicas antropológicas de excavación, en            
cómo colectar muestras de ADN como Graciela Pérez Rodríguez , son ellas las que se              179
instruyen en técnicas periciales para que, cuando las sigan los peritos oficiales ellas sean              
las que supervisen sus labores y puedan percatarse de fallas en la toma de muestras, de                
declaraciones, o durante las búsquedas y exhumaciones de restos; aprenden el lenguaje            
del Derecho para no ser burladas por quienes lo ejercen como profesión. Y a diferencia               
de las dependencias de gobierno en las que se les intenta limitar con negativas, con el                
típico “no hay papel”, “no le puedo levantar la denuncia”, “no hay presupuesto”... ellas              
sin recursos, hacen: 
 
Martina rasca entre hierbas secas, piedra y tierra recién removida, dice que            
sabe lo que hace y dónde hacerlo, porque lleva años rastreando indicios de su              
hijo (...) No le importa cargar a la espalda 40 grados centígrados de             
temperatura, 64 años, dolores lumbares y la miseria de la pobreza casi extrema.             
Vive de lavar y planchar ajeno y con eso también financia la búsqueda de su               
muchacho (...) Cree que esta vez puede ser distinto, que Uriel pudiera estar             
donde con rabia intenta perforar. Es apenas un pequeño agujero en la tierra que              
ha logrado horadar con la varilla que le sirve de herramienta excavadora. Sus             
178 “Por una Búsqueda Incansable”, documental elaborado por FUUNDEC.  
179 Madre de Milynali Piña, niña desaparecida en 2012, desarrolló un banco de datos genéticos para la 
identificación de restos, proyecto denominado Ciencia Ciudadana Forense, por el cual recibió el Premio 
Tulipán de los Derechos Humanos en 2017. 
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 manos sudan y a veces pierde fuerza. Jala el aire caliente que abruma y sigue.               
Sigue con la esperanza de romper la piedra, de localizar un punto de tierra              
suelta y cavar más abajo “sólo así se puede, mire, toque aquí se siente duro               
pero acá está flojo, señal de que removieron hace poco y es muy posible que               
hayan enterrado a alguién aquí”. Esa es su certeza, la misma que la acompaña              
desde 2009 en su primera búsqueda en solitario (...) comenzó a rastrear los             
lugares que chismes y rumores indicaban “puntos” de fosas clandestinas.          
Casonas abandonadas, zonas semirurales, arroyos y ríos (Milenio 27/06/2016). 
 
En el sureste de México han sido también ellas quienes dieron cuenta de que la               
desaparición de los 43 estudiantes de Ayotzinapa no era sino la muestra más infame de               
la represión, pues en Guerrero hacía décadas que desaparecían personas. De este            
reclamo es que se forma “Los otros desaparecidos”, agrupación de 150 familiares de             
personas desaparecidas en Iguala que a partir del caso de los 43 se reúnen para               
demandar acciones por las otras víctimas de desaparición forzada en dicha ciudad.            
“Empezaron a reunirse los martes en una iglesia para poner en común estrategias y que               
la investigación de sus casos avanzara, los domingos se lanzaban a los cerros que rodean               
Iguala en busca de fosas escondidas” (AP, 2016). Este colectivo rastrea y excava en              
fosas clandestinas y han detectado que quienes han desaparecido en Iguala en su             
mayoría son hombres, menores de 30 años, al igual que en Coahuila, se trata de               
ciudadanos comunes, muchos de ellos dedicados a la construcción (albañiles),          
trabajadores, campesinos, estudiantes, profesionistas, comerciantes, amas de casa . En          180
este colectivo Adriana Bahena (cuya desaparición de su esposo aparece más arriba) ha             
propuesto la creación de Ciudad Víctima, zona en la que se ubicarían las dependencias              
especializadas en la atención a víctimas para que éstas reciban el trato digno que              
merecen; pues comúnmente son revictimizadas por los funcionarios de las dependencias           
encargadas de atender a víctimas y en las de procuración de justicia, como se describe               
en las siguientes narraciones:  
Maximina Hernández Maldonado, madre de José fue amenazada por el          
comandante ministerial Manuel González en las instalaciones de la Agencia Estatal de            
Investigaciones quien le gritó “Por tu culpa están matando más policías (...) ¿Qué no              
entiendes que yo soy de Sinaloa?”  
Araceli Rodriguez, madre soltera, quien pasó de ser recepcionista de un           
restaurante en un hotel a convertirse en defensora de derechos humanos y vocera de los               
180 Ibíd. Ap. 
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 familiares de policías desaparecidos, recuerda las amenazas que recibió su hijo días            
antes de su desaparición  
 
el 14 de noviembre de 2009, llegando de recoger su oficio de comisión, estaba              
muy triste y me había dicho que el comandante (…) lo había amenazado,             
Raymundo Agustín Hernández Guzmán (…) que le había dicho mi hijo “jefe sí             
me voy a ir a la comisión, ya tengo mi oficio y el señor le contestó muy                 
groseramente “ah ¿sí te vas a ir cabrón? Pues de mi cuenta corre que no               
llegas a tu destino y tu madre ni el seguro va a poder cobrar” (…) pero como                 
no hay una grabación que justifique que realmente los amenazó pues no ha             
habido poder humano que se investigue a ningún servidor público .  181
 
Ya en los días posteriores a la desaparición, ella y los familiares de los              
compañeros con los que se encontraba su hijo son solicitados en las instalaciones de la               
PF, se les pide presentarse con un pequeño equipaje de viaje el día “23 de noviembre de                 
2009, a las nueve de la mañana en la institución de Fuerzas Federales en plantel               
Iztapalapa para ir a Michoacán para ir a levantar la denuncia por la desaparición de Luis                
Ángel” . Llegado el día, las ocho familias se conocen entre sí: 182
 
Nos avisan que nos vamos a Michoacán en este camión turístico para no llamar              
la atención, sin protección de ninguna autoridad (…) nada más dos abogados            
arriba del camión (…) cuando ya vamos a salir de [avenida] Constituyentes            
para tomar la carretera, nos dicen que “si traemos algo de los policías             
federales, papeles o algo, que los escondamos muy bien” porque está muy            
peligrosa la carretera y que “si alguien nos para pues precisamente no son             
autoridades, sino otras personas malas” y que “si nos paran y nos revisan”,             
digamos que “vamos a un viaje de placer a ver las mariposas monarcas”             
entonces pues fue algo muy fuerte para nosotros porque todos íbamos en un             
estado ya crítico, muy mal, yo llevaba los ojos llenos de granos de tanto llorar,               
yo ya no veía de tanto llorar (…) las familias pues igual, las mamás, los papás,                
los hermanos, entonces me paré muy enojada y nos habían dado unos            
sándwiches de logotipo de Policía Federal de plástico, entonces les grité, me            
paré y les dije que “si la bolsa nos la tragábamos o qué le hacíamos” (…) les                 
grite que por favor no nos estuvieran exponiendo, entonces no sé con quién             
hablaría por teléfono [uno de los abogados] y después voltea y nos dice “se              
aborta la misión porque el lugar a donde vamos está muy peligroso y ya nos               
están esperando”.  
 
Estas muestras de insensibilidad son comunes en los funcionarios públicos que,           
en un afán de finalizar las investigaciones, exponen a los familiares ante cadáveres de              
manera indiscriminada para que acepten la muerte de su ser querido; como sucedió con              
181 Entrevista a la Sra. Araceli Rodríguez parte 1 (ROSTROS DE LA TRATA, 06/04/2015). 
182 Ibíd. Rostros de la Trata. 
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 estas ocho familias a quienes “llevaron a ver cadáveres de hombres calcinados para             
identificarlos, (…) a la familia de otro de los oficiales desaparecidos le quisieron             
entregar un cuerpo que no era el de su hijo” (EXPANSIÓN, 15/05/2013); a Patricia              
Manzanares se le informaba de declaraciones emitidas por detenidos en las que            
afirmaban que su hijo había sido asesinado, indicando hasta tres muertes diferentes,            
además de que le mostraron videos de decapitaciones e insistieron en que reconociera             
que se trataba de su hijo. 
Otras acciones dan muestra del desconocimiento institucional que se tiene de las            
desapariciones de policías , como lo que sucedió con Araceli Rodriguez el 15 de mayo               
de 2013 al presentarse ante Jean Paul Aguilera Reynaud titular del Órgano Interno de              
Control de la PF, de quien recibió un citatorio dirigido para Luis Ángel quien debía               
“presentarse a una audiencia por no haber realizado sus declaración patrimonial de            
2010” (EXPANSIÓN, 15/05/2013) evidenciando que la institución no dio cuenta de su            
condición de desaparecido, sino por el contrario, lo colocó bajo el estatus de “abandono              
de trabajo”, o durante la primer junta con funcionarios de gobierno vinculados al             
Mecanismo de Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas           
donde la entonces subsecretaria de Derechos Humanos, Lía Limón  
 
me mandó llamar y me dijo “pero oye, sí se ha hecho investigación de tu hijo y                 
sí se ha buscado, pero además ya deberías de superarlo porque finalmente tu             
hijo ya sabía para qué se había alquilado” le contesté “a ver espérate, mi hijo               
no se alquiló ni para que lo mataran ni para que lo desaparecieran” y hasta el                
día de hoy la institución a mí no me ha dado resultados, “ay, bueno, sí, sí, sí                 
pero finalmente cuando un policía se une a las filas, él sabe a lo que va .  183
 
La señora Margarita Santizo (†), originaria de Tapachula, Chiapas, madre          
soltera, que migró con sus dos hijos pequeños hacía la zona metropolitana de la capital,               
donde se empleaba como tortillera, al enterarse de la desaparición de su hijo Esteban,              
trabajó como empleada doméstica para recaudar dinero que le permitiera trasladarse a            
las instalaciones de la PF en busca de información sobre su paradero, pues antes de su                
desaparición era él quien apoyaba económicamente en el hogar materno. Su decisión            
por movilizar la búsqueda nació de la identificación con otros familiares de policías             
183 Óp. Cit.Rostros de la Trata parte 1 (06/04/2015). 
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 desaparecidos a quienes la SSP y la PF atemorizó desde el primer momento en que               
solicitaron respuestas sobre sus desapariciones  
 
la instrucción que las familias de policías desaparecidos recibieron de la           
corporación [fue] ‘a sus familiares declárenlos muertos’. Cuando las esposas y           
madres de los tres [policías desaparecidos] acudieron a las instalaciones de la            
policía para denunciar la desaparición, fueron intimidadas “no cuenten nada a           
sus vecinos, no vayan a Michoacán a buscarlos, no digan nada, porque            
pueden meterlos en peligro” (PROCESO, 2/12/2012). 
 
Un inspector de policía, incluso le dijo a Margarita que había pagado a un brujo               
para que hiciera un ritual en el que supuestamente sacrificaron animales, para dar con el               
paradero de su hijo que desapareció junto con sus compañeros . Tres años después de              184
su desaparición, funcionarios en PF y del Ministerio Público en Lázaro Cárdenas no le              
proporcionaron información sobre las investigaciones, por el contrario insistieron hacer          
que Margarita reconociera que su hijo había sido asesinado, 
  
en la base de la PF, me dijeron que (…) ya pusiera los pies en la tierra, que mi                   
hijo ya no estaba, que ya era mucho tiempo, que ya no estaba mi hijo vivo que                 
porque los queman con ácido, los matan, los echan en bolsa negras y los              
avientan en pozos profundos (…) Llamé (…) y la secretaria del Ministerio            
Público de Michoacán me dijo “señora sea usted consciente, ya tiene más de             
un año su hijo ¿y usted cree que está vivo? .  185
 
A Adriana Núñez quien, al momento de la desaparición de su esposo Rosendo,             
estaba embarazada no sólo le fue negada información sino que además los funcionarios             
responsables de investigar:  
 
Sólo fueron a mi casa para preguntarme si mi esposo no se había llevado la               
camioneta blindada en la que cuidaba al senador para los traslados. Me            
insistían en que sí sabía dónde tenía la camioneta. Nunca nos volvieron a             
llamar de la policía. Lo poco que sabemos nos lo dijo la SIEDO. Y hasta hace                
tres meses nos citaron a varias señoras a una reunión para decirnos que             
tenemos que tramitar la presunción de muerte, si queremos su seguro de vida             
y seguir cotizando en el ISSSTE12. 
 
En 2015 Adriana Bahena encara a los funcionarios de la CEAV a quienes señala              
la falta de ayuda para 450 familias de personas desaparecidas sólo en Iguala,             
184 Ibíd. Geografía del Dolor, 2015. 
185 Geografías del Dolor. 
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 evidenciando además, que ella no recibió “ni un peso desde la desaparición de su esposo               
[Saulo en 2011], no le pagaron el seguro de vida ‘porque no hay un cuerpo’, y sus                 
sueldos fueron congelados desde su desaparición, dejándola sola con sus dos hijos” (EL             
SUR, 27/05/2015). 
Son pocos los hombres que en el seno familiar asumen la búsqueda de los              
desaparecidos. Buscadores, como hizo Víctor Rolón quien cambió de trabajo a uno de             
menor paga pero que le permitió viajar de Estados Unidos, en dónde radica, a México               
para seguir con las investigaciones de la desaparición de su sobrino. Esta experiencia le              
mostró que los policías “pierden todos sus derechos, de beneficios del Seguro Social, no              
hay apoyo por parte de los empleadores y los que más sufren de esto son las esposas, los                  
hijos, las mamás que dependían económicamente de sus hijos” (MILENIO, 2013). 
Buscadoras y buscadores, todos viven periodos de estrés y desgaste tanto físico            
como emocional, que les lleva al deterioro de su salud, llegando incluso a la muerte               
como ocurrió con la señora Santizo y el papá del policía Mario Alberto Cano. Peor aún                
cuando “algunas madres desaparecen como es el caso de Guadalupe Fierro,           
desaparecida en 2010 mientras exigía justicia para su hijo que fue asesinado; o de Marta               
Loya Rosales, desaparecida en 2013 mientras buscaba a su hijo desaparecido”           
(FREGOSO, 2017, p. 128). Todas y todos son un ejemplo de los miles de casos de                















 6. ANÁLISIS 
 
A continuación se exploran las características de las desapariciones y se esboza            
el perfil social de los desaparecidos en los casos ya narrados.  
Se tiene que, para el caso de los integrantes de las fuerzas policiales, las              
desapariciones detectadas ocurrieron en 12 estados y en la Ciudad de México, siendo el              
periodo de 2009 a 2011 en el que se ubican el mayor número de sustracciones: 
  
Estados  Casos 
Documentados  
 Año Casos  
Documentados  186
Baja California 1  2006 1 
Coahuila  7  2007 4 
Ciudad de México 2  2008 3 
Durango 7  2009 13 
Guerrero  2  2010 13 
Hidalgo 1  2011 12 
Michoacán  18  2012 4 
Nuevo León  6  2013 8 
San Luis Potosí 1  2014 1 
Sinaloa 1   
Tamaulipas 2    
Veracruz 10    
Zacatecas 3    
Tabla 10. Análisis de casos de policías desaparecidos.  
 
En cuanto a las características de las personas desaparecidas, casi en la totalidad             
de casos se trató de hombres, entre los 22 y los 47 años, mientras que la agente de                  
investigación Marazuba Gómez tenía la edad de 24 años al momento de su desaparición: 
186 En esta tabla se descartan dos casos de los que sólo se obtuvo información del apellido de las víctimas 
y ningún dato sobre la fecha y hechos en los que ocurrieron sus desapariciones. 
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 Edades  187 Total 
22 a 24  8 
25 a 29 8 
30 a 34 8 
35 a 39 3 
47 1 
Sin datos 33 
Tabla 11. Edades 
 
Aquellos casos que fueron mayormente mediatizados permitieron contar con         
información sobre la vida personal e historia familiar de algunos desaparecidos, de ahí             
que se pueda mencionar que, aquellos que involucran desapariciones de policías           
federales o agentes de investigación, se mencionó que se trata de personas con             
formación académica, con aspiraciones de continuar sus estudios profesionales (dos de           
ellos estudiaban en la universidad, mientras que Marazuba planeaba realizar un           
posgrado), así como de ascender en la jerarquía policial y obtener mejoras salariales.  
Dos de las desapariciones grupales, (la de cuatro agentes de investigación y la de              
7 policías federales) están relacionadas al ofrecimiento de mejoras laborales que les            
incentivaron a desplazarse a otras zonas de la república que resultaron ser conflictivas y              
de riesgo por las prácticas de violencia dirigidas hacia los uniformados. 
También se pudo conocer que varios de ellos son padres de familia (o estaban a               
punto de serlo), o bien son parte fundamental del sustento económico familiar, de sus              
madres y hermanas(os). Uno de ellos estaba a punto de casarse.  
En cuanto a los grados o jerarquías, no se cuenta con la información precisa              
(respecto a los establecidos por la corporación policiaca), por lo que se colocan los datos               
a los que familiares y/o periodistas hacen referencia sobre el trabajo que realizaban las              
personas desaparecidas identificándose a: directores del área antisecuestros,        
subinspector de la PF, titular de la policía municipal, suboficial, policía municipal,            
187 Los rangos de edad se establecieron de acuerdo a la edad más baja y a la edad más alta de que se 
tiene registro en los casos y utilizando los rangos del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) 
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 agente de policía, agente especializado, agente de investigación antisecuestros, policía          
investigador, sargento primero, policía tercero, policía segundo, policía, agente federal,          
primer comandante, y segundo comandante.  
Resalta también, que once de los desaparecidos, además de sus actividades           
policiales, realizaban actividades de custodia personal de funcionarios públicos, para          
cinco de los desaparecidos esa era su principal función: Rosendo Torres Cortés, Mario             
Alberto Morales Cano, José Everardo Lara Hernández, Marco Antonio Zúñiga Solís y            
Fausto Osorio Torres; mientras que seis habían sido solicitados para desempeñarse           
como custodios de un servidor público, como es el caso de Luis Ángel León Rodríguez,               
Víctor Hugo Gómez Lorenzo, Pedro Alberto Vásquez Hernández, Jaime Humberto          
Ugalde Villeda, Israel Ramón Usla, Bernardo Israel López Sánchez. También se           
identificó que dos policías habían tenido formación militar uno en el Ejército y uno en la                
Fuerza Aérea, aspecto que de acuerdo a las narraciones de los familiares, les facilitó su               
ingreso a la policía; mientras que de Juan Hernández Manzanares se sabía que contaba              
con una selecta formación en armamento especializado, de la que no se tiene registro              
oficial por parte de la misma corporación que lo entrenó.  
En lo que respecta a las formas en las que acontecieron estas 61 desapariciones,               
se detectó que el 21.31% de los casos ocurrieron como sustracciones individuales, es             
decir con una víctima desaparecida, mientras que 59.01% de las desapariciones           
ocurrieron en grupos de entre 2 y 8 personas desaparecidas en un mismo evento. Del               
resto de casos, 19.67%, no se tienen información (o ésta es muy breve) que ayude a                
conocer las características en las que ocurrieron los hechos (ver Tabla 12).  
A partir de la información recopilada, se pudo señalar el vínculo de jefes de las               
agrupaciones policiales con agrupaciones armadas ilegales, además de que en diversas           
narraciones se identificó la presencia de agrupaciones armadas (tanto legales como           
ilegales) como responsables de las sustracciones (ver Tabla 12) lo que lleva a pensar              
que las desapariciones pueden haber ocurrido como forma de castigo, ya fuera por la              
cercanía a funcionarios públicos que posteriormente serían señalados como vinculados a           
los cárteles o porque al momento de ser sustraídos se negaran a formar parte de               




 No.  de desaparecidos Frecuencia de casos  Agentes vinculados 
1 13  Cártel de los Zetas (fundado por 
ex-militares) 
2 6  188  Cártel de Juárez 
3 2  Comando armado 
4 1  Policías municipales 
7 1  Policías estatales 
8 1  Cártel de La Familia Michoacana  
Sin datos 12  Elementos de la Marina  
   Cártel Gente Nueva (célula 
duranguense del Cártel de Sinaloa 
integrado por ex-policías) 
   “la gente mala” 
 (denominación dada por un 
testigo a un comando armado del 
narcotráfico) 
Tabla 12. Número de de desaparecidos y agentes vinculados 
 
Además, se observan algunas similitudes en los hechos pues muchos casos           
fueron sustracciones en la vía pública: en el trayecto por carreteras, avenidas o calles              
hacia sus trabajos o hacia la universidad, a las afueras de sus hogares, a las afueras de                 
sus centros de trabajo, en las inmediaciones de un campamento de entrenamiento            
policial; afuera, en las cercanías o dentro de los hoteles donde se encontraban             
destacamentados por motivo de operativos especiales contra el narcotráfico, o durante           
un rondín de rutina. En la mayoría de los casos se trataba de personas que al momento                 
de sus desapariciones cumplian con sus actividades laborales ya fuera por estar            
comisionados (y que debían trasladarse a otro estado de la república), o que se              
encontraban en horas de descanso, o que estaban terminando sus turnos de trabajo; sólo              
en un par de casos se identifica que las personas o estaban de vacaciones o en una                 
reunión familiar. 
188 En esta sumatoria se encuentra el caso del policía Fausto Osorio Torres quien se encontraba con su 
hermano. Ambos fueron desaparecidos.  
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 Respecto a las respuestas institucionales se aprecia un patrón de respuesta sobre            
las desapariciones, primero por la negativa a brindar información o bien la exposición             
de información confusa sobre la desaparición (pese a las dinámicas de servicio en las              
que están en constante comunicación con sus superiores y por los pases de lista);              
además de la intimidación hacia los familiares a modo de que dejen de indagar y de                
buscar. Por otro lado está el campo de invisibilización en los archivos, ya sea 1)               
mediante la inmovilización, que ante las amenazas los familiares no denuncien (lo que             
hace que estos casos no se judicialicen y no activen el proceso de búsqueda por la vía                 
policial y legal, sino por la vía de la organización civil); 2) que demoren un un tiempo                 
considerable en realizar la denuncia al Ministerio Público, como se vió hasta por cuatro              
años, y que lo hagan una vez que ya se cuente con asesoramiento y acompañamiento por                
parte de los colectivos y asociaciones civiles; 3) que una vez lograda la denuncia, ésta               
sea eliminada de las bases de datos gubernamentales responsables de la búsqueda, de             
manera totalmente arbitraria, lo que hace a los familiares desconfiar de la propia base              
del RNPED; 4) que debido a los reglamentos internos del manejo de archivos, los              
documentos cuenten con un periodo de “vida” determinado, como ocurrió con la            
respuesta del Estado de México sobre la eliminación de documentos con antigüedad            
mayor a seis años y finalmente 5) por el uso de tecnicismos para justificar la presencia o                 
ausencia de información, como ocurrió con la propia SSP sobre el uso de la palabra               
“baja” la cual no aparecía en el reglamento de Carrera Policial de la Dirección General               
del Consejo de Honor y Justicia. Es en este entramado, que sobrepasa la falta de interés                
institucional, en que fácilmente puede obviarse y encubrirse la carencia de datos que             
concentren un número estimado de ausencias que no estén relacionadas al abandono de             
labores ni a la deserción, parte integrante de la respuesta común de las dependencias              
gubernamentales: los datos no son de su competencia, o simplemente no hay datos.  
Además de que otra esfera sale a la luz respecto de la deslegitimación de la               
desaparición y del desaparecido al momento en que se le señala de desertor, o que se fue                 
de “borracho” en la que el señalamiento se vuelve hacia la víctima, como acontece con               
las ejecuciones extrajudiciales invisibilizadas por la policía brasileña en Río de Janeiro: 
 
En otras palabras, la culpabilidad es invertida y pasa a ser identificada por el              
modus vivendi de la víctima, en su propia condición de delincuente construída            
en el ambiente social, que constituye el centro de las investigaciones sobre su             
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 propia muerte. Ya no se trata de por qué o cómo murió, sino de quién murió                
(ZACCONE, 2015, p. 30, subrayado y traducción propia).  
  
Respecto a las ocho desapariciones de elementos pertenecientes a las fuerzas           
armadas resalta la secrecía en torno a la información así como el anonimato en el que se                 
manejan los familiares, salvo en la desaparición de Paolo Cano.  
En cuanto a las formas de sustracción, dos casos corresponden a desapariciones            
en grupo, ambos en zonas con fuerte presencia de agrupaciones armadas ilegales,            
específicamente del Cártel de Sinaloa y Guerreros Unidos, en éste último con una             
perfecta articulación con la policía municipal de Iguala Guerrero. De los dos casos             
restantes, sólo se sabe que el infante de marina Paolo Cano desapareció en tierra,              
mientras se encontraba de servicio y siendo él la única víctima de ese evento, mientras               
que del Subtte. Juan Serrano no se tiene mayor información al respecto. 
Finalmente, con base a las respuestas emitida por las dependencias del gobierno,            
y principalmente de las menciones de los familiares, queda expuesto el abandono            
institucional de estas familias por parte del empleador, el Estado Mexicano, para quien             
la desaparición se limita a una imposibilidad de trámite de defunción ante la falta de un                
cuerpo.  
Esta ausencia de cuerpo que demuestre que murieron en cumplimiento de sus            
funciones se contrapone a la presencia de los uniformes de aquellos que aún están              
ausentes, resultan insuficientes para que el Estado Mexicano les reconozca esa lealtad,            
entrega y servicio en la que les ha adoctrinado. 
Bajo estas lógicas burocráticas se encuentran excluidas las miles de familias de            











 7. CONCLUSIONES 
  
El complejo fenómeno de desaparición forzada de personas en México,          
específicamente el que viene aconteciendo desde la primera década de este siglo, está             
ligada al proceso de militarización producido por la implementación de la Iniciativa            
Mérida, estrategia de “combate” al tráfico de droga que da cuenta del interés             
gubernamental por continuar la vía armada para la solución de conflictos de orden social              
y político subyacentes a la fortificación de los llamados grupos delincuenciales. 
El establecimiento del trabajo conjunto entre fuerzas armadas (ejército, marina y           
fuerza aérea) con las corporaciones policiales federales y estatales no sólo han            
fragmentado el territorio nacional creando zonas de conflicto donde, de acuerdo a la             
literatura revisada, el mayor número de víctimas se encuentran entre la población civil,             
ajena a actividades criminales; sino también al tejido social ante la creciente violencia             
en la que se han desdibujado actores. El velo bajo el que se ha encubierto a la                 
desaparición forzada de personas, mediante la criminalización de las víctimas, se está            
cayendo y a su paso deja al descubierto los mecanismos de invisibilización institucional             
que operan en la contención de la divulgación de los casos cuando sus funcionarios de               
estado, como los del área ministerial se niegan a iniciar averiguaciones, a levantar             
denuncias, al negar información sobre el desarrollo de las investigaciones y por el             
contrario intimidan y amenazan a quienes buscan a sus desaparecidos para que estos             
desistan de hallarles; pero nos muestra además, el uso indiscriminado de la desaparición             
como mecanismo de control basado en el terror, en el que cualquiera es susceptible de               
ser sustraído y desaparecido impunemente. La noción de víctimas civiles y victimarios            
uniformados se fractura, mostrando que las propias instituciones armadas y policiales           
exponen, desaparecen y encubren la desaparición de sus propios hombres y mujeres            
uniformados.  
Como en el mito de Cronos quien, al haber dado muerte a su padre, se volvió                
temeroso de que sus propios hijos le hicieran sufrir el mismo destino, por lo que los                
engulle recién nacidos; de este modo el Estado mexicano engulle a sus propios hijos,              
aquellos a quienes adoctrinó como sus predilectos por “elegir” el camino de las armas,              
(una elección determinada por la precariedad de las condiciones de vida en las que el               
155 
 
 mismo Estado le encierra), y en este acto el Estado antropófago reafirma su presencia en               
un contexto de terror que para muchos representaría su ausencia.  
Tal escenario cambiante a la velocidad de las reformas de los últimos dos             
gobiernos presidenciales, ha garantizado las acciones de muerte de las fuerzas armadas,            
estatales y particulares, mediante la condición de excepcionalidad en las que se les hace              
matables a los ciudadanos no combatientes y a los combatientes. La latencia en las              
formas de violencia basadas en el terror en realidada no tienen como finalidad garantizar              
un orden social tal como quiere la tradición política occidental (ante todo, el Estado              
moderno) sino que pretende difundir y perpetuar el orden del terror, convirtiendo a la              
figura del inerme no el objetivo sino su blanco necesario (CAVARERO,2009).  
Es bajo esta figura de inerme en la que pueden comprenderse las desapariciones             
de estos integrantes de las fuerzas policiales y armadas en quienes, los perpetradores de              
las sustracciones imprimen además la violencia simbólica frente a este cuerpos           
uniformados que no mueren en batalla, sino que bajo esa condición de inerme que los               
debilita frente a sus iguales, los desaparece. No es casual que sus desapariciones             
acontezcan en colectivo y en las inmediaciones de sus lugares de trabajo pues en ellas               
se articula el mecanismo sistemático de aniquilación de la identidad de su grupo de              
pertenencia, dejándoles en la condición de homo sacer; están en “el carácter particular             
de la doble exclusión en que se encuentra apresado y de la violencia a que se halla                 
expuesto. Esta violencia en la que cualquiera puede quitarle la vida impunemente”            
(AGAMBEN, 1998, p. 108) puesto que no sólo son sustraídos de facto sino que sus               
propias corporaciones, al no reconocerles como cuerpos ausentes, les desaparecen al no            
haber cumplido con el mandato de muerte que su formación les exige. Más perverso              
aún, cuando en el actual escenario de violencia quienes les desaparecen son también             
militares y policías. Una muestra clara de antropofagia de Estado. Una muestra clara de              
que los cuerpos uniformados están expuestos a un combate con tintes de guerra             
irregular, que a todas luces opera como un endocidio, y cuya fecha de término no se                
vislumbra.  
Lamentablemente, a la fecha de redacción de este texto, las cifras de            
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Meme posteado en la página de Facebook “Militares y Marinos: La Gran Fuerza de 
México” en el que aparece Luis Raúl Pérez, presidente de la Comisión Nacional de 


















































Araceli Rodríguez en las instalaciones de la Policía Federal, portando botones con los 
rostros de los 8 desaparecidos, entre ellos su hijo Luis Ángel (Fotografía tomada del 




































Féretro de Margarita Santizo (†)  a las afueras de la Secretaría de Gobernación 
(Fotografía tomada del periódico Reforma). 
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